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			Prólogo

			Para que origen no sea destino

			De acuerdo con el excelente análisis presentado en este libro, mi vida ha sido una anomalía. Nacido de un padre que solamente concluyó la escuela primaria y trabajó como obrero desde los trece años, crecí entre cinco hermanos y una hermana que cuentan con logros académicos, como maestrías y doctorados. Por una cancha pareja ha incitado una reflexión que me condujo a dos conclusiones inmediatas; primero, que la historia de movilidad en mi contexto cercano habría sido imposible, por supuesto, sin esfuerzo individual, pero de manera central si no me hubiera beneficiado de acciones concretas de política pública. Segundo, que esta anomalía que yo represento debería ser la normalidad: nuestra aspiración debe ser una sociedad justa, una en la que origen no sea destino.

			En los tiempos que hoy vivimos, este libro parece ser urgente. En Latinoamérica y el mundo, las nociones sobre aquello que constituye un Estado justo se han sobrecargado de pasiones y encono, a tal punto que tener estas conversaciones parece un pretexto para alejarnos más, escuchar menos y alzar la voz. De aquí surge la necesidad y la urgencia de una voz calmada que organice el debate y vaya tejiendo poco a poco aquellos puntos en los que sí podemos estar de acuerdo. Es mi convicción que el enfoque de igualdad de oportunidades puede aportar estos puntos de reflexión. En mi trabajo me he colocado más en la tradición de las capacidades (capabilities) y la libertad efectiva, de Amartya Sen, y he sido crítico del enfoque de igualdad de oportunidades y algunas de las nociones esenciales de la teoría de la justicia de John Rawls. Por ello he disfrutado y aprendido con la lectura de este libro. Los autores abordan de manera frontal y con gran claridad algunas de esas críticas, particularmente en la discusión sobre la meritocracia. El minucioso trabajo que presentan permite anclar el debate de la justicia social, la desigualdad y la libertad con un sólido asidero teórico, sostenido con amplia evidencia y con implicaciones prácticas para organizar los asuntos públicos.

			Una forma de entender el debate que el enfoque de igualdad de oportunidades pretende zanjar es situar los dos puntos extremos de la discusión. Por un lado, la llamada meritocracia, la cual postula que cada quien es recompensado social y económicamente en la vida de acuerdo con su esfuerzo personal y, por el otro lado, su opuesto, el cual argumenta que la persona no es más que una víctima de sus circunstancias (estructuras económicas, culturales y biológicas). Claramente, la realidad está en algún lugar entre esos dos extremos y, por ello, debemos defender la igualdad de oportunidades y la redistribución ex post, así como la necesidad de contar con un Estado fuerte y eficaz —que no es necesariamente un Estado grande—. La discusión es tan antigua como uno de los primeros temas que dieron vida a la sociología, el de la primacía de la estructura social o de la agencia personal en moldear el comportamiento humano (que los sociólogos llamaron “adscripción versus logro” y que Rawls ignoró completamente en su obra).

			Los conceptos de Por una cancha pareja ayudan a organizar la discusión pero los autores nos relatan la evolución de la teoría alimentada también por el trabajo empírico. Así, dejan claro que las dicotomías rígidas son poco útiles para entender el comportamiento humano y la dinámica social. Si se quiere argumentar que la sociedad es meritocrática, habrá que preguntar cuándo y en dónde (el contexto es fundamental), y poner a prueba dicha hipótesis de manera empírica, con datos confiables y, todavía mejor, con datos comparables entre distintas sociedades. Una gran virtud del libro es responder esta pregunta para el caso mexicano y mostrar la baja movilidad social en nuestro país.

			El segundo gran acierto es la forma en la que Vélez Grajales y Monroy-Gómez-Franco lo hacen: el estilo es claro y sencillo, sin por ello perder de vista las profundidades esenciales del tema. Esta estrategia editorial es lograda con gran capacidad y soltura por parte de los autores. Sin embargo, esto va más allá de una decisión editorial, pues representa una postura ética: la de abrir las ciencias (las oportunidades de acceso) a la mayor cantidad posible de personas y con ello reclamar un espacio en el mercado vigente de las ideas políticas.

			Actualmente, es difícil posicionarse en la deliberación pública lejos de la estridencia. El debate privilegia las posiciones rígidas en un polo para provocar la reacción del extremo opuesto. Las discusiones sobre problemas sociales que optan por reconocer algunos de sus matices suelen ser relegadas a un segundo plano. Esto ocurre, a veces, de manera alevosa porque ciertos actores buscan algún rédito político con posturas totalizantes pero también por desconocimiento y falta de seriedad conceptual para identificar matices, más allá de la pereza intelectual que lleva al blanco o al negro absolutos.

			Si, como argumentan Acemoglu y Robinson, el espacio social en el que florece la libertad es un “pasillo estrecho”, un espacio frágil entre fuerzas antagónicas, aspirar a que todas las personas tengan la libertad de buscar la vida que valoran, independientemente de sus circunstancias de origen, es una forma de ensanchar dicho espacio. Los autores de este libro logran poner sobre la mesa herramientas conceptuales muy valiosas para que esta perspectiva sea bandera de quienes aspiran a una sociedad más justa.

			LUIS FELIPE LÓPEZ-CALVA

			Washington (DC), octubre de 2023
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			Presentación

			Desde 2017 hemos trabajado juntos en la reflexión e investigación sobre cómo en México las desigualdades están, en buena medida, determinadas por factores fuera del control de las personas. En eso estábamos cuando, en 2019, recibimos una invitación de Raúl Bravo Aduna, en ese momento editor del blog de Economía y Sociedad de la revista Nexos, para participar en la elaboración de un dossier sobre el “echaleganismo”. En esa época y hasta nuestros días, en las redes sociales y en reflexiones de personas influyentes es común encontrar discusiones sobre si el esfuerzo individual basta para lograrlo todo en la vida, independientemente de las circunstancias de cada persona. La otra idea más puntual que gira en torno a este concepto aparece a menudo en las discusiones de sobremesa, que no es otra que la de preguntarse si la gente en condición de pobreza se encuentra en ella porque así “lo quiere”. Esta última discusión se entrelaza, muchas veces, con las diversas posturas que se tienen sobre el hecho de que el gobierno distribuye dinero entre la población mediante transferencias monetarias.

			No recordamos exactamente cuándo, pero en algún momento comenzamos a hablar con Tomás Granados Salinas sobre la posibilidad de escribir un libro sobre igualdad de oportunidades en México. Desde un principio abrazamos la idea, ya que nuestro objetivo era, por un lado, producir un texto que estuviera al alcance del público más amplio posible y, por el otro, contar con un documento, sin la parafernalia académica, que resultara útil y aportara conceptos y estudios a la discusión sobre algunos asuntos públicos del país. Nos motivaba hacerlo porque, en primer lugar, la discusión sobre las desigualdades, las circunstancias, el esfuerzo, el mérito y lo justo, entre otras ideas, aunque no necesariamente de manera explícita, siempre está presente cuando se habla sobre asuntos públicos, pero también privados. Y, en segundo, porque estamos convencidos de que el enfoque de igualdad de oportunidades puede acercar posturas en principio alejadas y utilizarse como un eje rector de la organización de nuestra sociedad.

			El camino para la elaboración del libro no fue continuo. Ya en algún momento anterior nos habíamos planteado escribir algo por el estilo, pero por razones diversas no lo habíamos logrado. Sin embargo, un detonante clave para que finalmente lo hiciéramos fue el inicio de todo el proceso político con miras a la elección presidencial de 2024. Ese periodo, justo antes y durante la campaña electoral para elegir presidente de la república, siempre abre una ventana de oportunidad para discutir la agenda pública. Así que, después de prometerle a Tomás una nueva fecha de entrega, nos pusimos manos a la obra. Al no vivir en el mismo lugar, aprovechamos que coincidimos a principios de julio en Francia, en la conferencia de la Society for the Study of Economic Inequality [Sociedad para el Estudio de la Desigualdad Económica] (ECINEQ), para aterrizar el índice y el esquema de colaboración. De vuelta de la conferencia, dedicamos todo el verano a escribir el borrador completo. En el camino hubo algunos cambios, pero la estructura básica se mantuvo.

			Aunque estamos contentos con el producto resultante, sabemos que no fuimos capaces de simplificar ciertas discusiones. A cambio de eso intentamos, por consejo del editor, acompañar varios de los planteamientos con ejemplos de la vida cotidiana. Esperemos ser capaces de transmitirte, lector, la misma emoción de análisis y el sentido de urgencia para que este problema, el de la desigualdad de oportunidades, se coloque en el centro de la agenda y la opinión públicas. También esperamos convencerte, así como nosotros lo estamos, de que una cancha pareja que garantice igualdad de oportunidades e impulse la movilidad social es posible y que, si como país decidimos seguir esa ruta, México se convertirá en una sociedad justa.

			ROBERTO VÉLEZ GRAJALES

			San Pedro La Cueva, Tlaxcala

			LUIS MONROY-GÓMEZ-FRANCO

			Northampton, Massachusetts

		


		
			Nota introductoria

			Desde hace unos años, Ricardo Salinas Pliego señala que el principal problema de México no es la desigualdad de ingresos, sino la pobreza y la desigualdad de oportunidades. Según este empresario, la de ingreso sólo refleja la desigualdad de talento y de cualidades que naturalmente existe entre las personas. Bajo esa suposición, por ejemplo, el salario multimillonario que recibe Lionel Messi es proporcional a su nivel de talento en el futbol y lo mismo, según Salinas Pliego en una de sus intervenciones en medios escritos, se ve en los distintos ámbitos de la sociedad: los mejor pagados son los más talentosos. A partir de ahí concluye que “debemos trabajar: en crear oportunidades para que todos lleven una vida plena”.1 Sin embargo, el empresario sostiene su argumento en, al menos, dos ideas que no se observan en la realidad. La primera es que las cualidades o los talentos de las personas son valorados de la misma forma más allá de quien los posea; si esto fuera cierto, en un mundo paralelo en el que Messi fuera mujer, tendría que ganar lo mismo que en éste. Lo segundo es que el talento siempre supera cualquier obstáculo que se le presenta. En todo caso, lo que parece que Salinas Pliego cree es que la razón por la que hay poquísimos jugadores con las habilidades de Messi es porque se trata de un talento naturalmente escaso, pero no concibe que haya más casos como el del argentino que se quedaron en el camino debido a barreras insuperables en ámbitos que nada tienen que ver con el talento. Como ya dijimos, estos dos supuestos de Salinas Pliego no se cumplen en la realidad. Hoy en día, la cancha de juego está lejos de estar pareja e incluso un talento tan inmenso como el de Lio puede perderse en el camino.

			Pero no nos detengamos en el caso excepcional de Messi, sino que pensemos en un grupo completo de la población. Es ahí donde con mayor claridad se observa que lo que supone Salinas Pliego, que no es otra cosa que la posibilidad de generalizar el caso del futbolista argentino a otros ámbitos de la vida económica, no sucede con el simple hecho de establecer un piso mínimo de oportunidades para garantizar que las personas puedan desarrollarse. Si bien esta visión reconoce que los puntos de inicio de la vida de cada persona son diferentes, omite mencionar que los mismos factores que ocasionan esas desigualdades en el punto de arranque también afectan la forma en que la sociedad valora las habilidades de la gente, así como las posibles trayectorias de vida que tienen ante sí.

			Hace casi cien años, Virginia Woolf describía cómo la vida y el alcance cultural de William Shakespeare habrían sido radicalmente diferentes si, habiendo nacido con el mismo talento, hubiera sido mujer. Woolf mostraba que en ese mundo alternativo difícilmente Judith Shakespeare —la versión femenina de William— habría podido dedicarse a las letras, debido a todas las obligaciones que la sociedad isabelina imponía a las mujeres. También hacía ver que, incluso si hubiera logrado dedicarse a ello, muy probablemente su obra habría sido atribuida a un autor anónimo, porque la sociedad no reconocía a las mujeres como escritoras.2 Si avanzamos cien años y repetimos el ejercicio de Woolf, incluso en nuestros días, con la tendencia histórica en el cierre de brechas de género, Lionela Messi —la versión femenina del jugador nacido en Rosario— muy probablemente no tendría la oportunidad de recibir el tratamiento de hormona del crecimiento para desarrollar su talento en Barcelona. E incluso, superando esa barrera, Lionela no recibiría un salario equivalente por un talento igualmente equivalente al de su versión masculina. Para darnos cuenta de la magnitud de las diferencias que en una cancha dispareja conlleva algo tan circunstancial como el hecho de ser Lionel o Lionela, pensemos en los actos de premiación de los dos últimos mundiales de futbol, uno masculino y otro femenino. En el primero, el número 10 de Argentina recibió todos los honores. En el segundo, la número 10 de España recibió un beso, sin su consentimiento, del presidente de la federación de su país.

			Por razones como las anteriores es necesario ampliar la noción de oportunidades y alejarnos todavía más de la del “echaleganismo” al que hacemos referencia en la presentación del libro, que no es otra que la idea de que en la vida basta con hacer el mejor esfuerzo. Para que la población alcance su potencial, también resulta necesario establecer las condiciones para que éste sea reconocido y recompensado en su justa medida. No se trata de que, de vez en cuando, unas cuantas personas logren romper el techo de cristal establecido, sino de retirarlo por completo para que no le estorbe al resto. Claro que las historias de éxito excepcionales son llamativas y nos gustan, pero resultaría más significativo que dejaran de ser anómalas por el simple hecho de que sean mucho más frecuentes.

			A grandes rasgos, la idea del “echaleganismo” y todas las demás que la acompañan buscan establecer en el imaginario que quien no “la hace” en la vida —más allá de los logros con los que determinemos eso— no se esforzó lo suficiente. La implicación directa de lo anterior es que aquello que las personas logran, sin más, es lo que se merecen. El argumento es, por decir lo menos, ingenuo, porque resulta en extremo reduccionista, pero también resulta perverso por dos razones. Por un lado, porque opta por plantear el problema desde una perspectiva individualista, bajo la cual la responsabilidad es de cada persona sin mediar organización, corresponsabilidad, solidaridad y contrato social de ningún tipo. Y por el otro, porque convierte una situación material en una falla moral al establecer que las recompensas que recibe una persona están determinadas por sus acciones virtuosas y, por ello, por ejemplo, encontrarse en condición de pobreza es consecuencia de que las personas no se esfuerzan en realizar esa clase de acciones.

			A diferencia de lo que mucha gente supone, lo que la evidencia empírica en la investigación académica arroja es que el esfuerzo no basta, sino que, por el contrario, las circunstancias de las personas —o sea, aquellos factores fuera de su control— influyen mucho en sus logros en la vida. Esto sucede porque las condiciones para hacerse de las credenciales que el mercado valora no son las mismas para todos, pero también porque dicha valoración premia o castiga de acuerdo con las diversas circunstancias de cada uno, entre ellas el estatus económico y educativo de origen, las condiciones del lugar en el que se crece y las características personales, como el género (en general castigando el ser mujer), la adscripción étnica y el tono de piel. De ahí que nuestro postulado general sea que, en un proceso competitivo, todas las personas deben tener acceso a bienes y servicios fundamentales para su desarrollo y que las reglas de competencia del mercado no deberían permitir que las circunstancias personales influyeran en la determinación de las recompensas que habrán de obtener. Desafortunadamente, México dista mucho de ser un país en el que este postulado se sostenga. Con base en la evidencia disponible, uno de nosotros apuntaba en un artículo de opinión que “En la sociedad mexicana de hoy el acceso a bienes y servicios fundamentales se encuentra mediado no sólo por el grado de esfuerzo, sino también por las condiciones de origen de las personas. En la provisión de esos bienes y servicios las desigualdades se preservan de generación en generación.”3

			De entrada, sabemos que en México nacer en la parte más baja de la escalera social hace muy complicado superar esa posición de origen, lo que, en un contexto como el de nuestro país, implica que las personas que nacen y crecen en un hogar en condición de pobreza, que no son pocos, difícilmente logran superarla en su edad adulta. Esto sucede, entre otras cosas, porque el acceso y la calidad de bienes y servicios como la educación, la salud y la protección social no están disponibles para toda la población. Además, lo anterior se refuerza porque incluso las personas que logran superar las vicisitudes relacionadas con factores como los mencionados se enfrentan a un contexto en el cual sus circunstancias de origen se convierten en una limitante de reconocimiento, por ejemplo, en el mercado de trabajo. Lo opuesto sucede con las personas que nacen en circunstancias favorables, sobre todo porque sus hogares de origen cuentan con la capacidad para realizar las inversiones necesarias en capital humano, además de contar con ciertas características que, más que limitar sus logros, son valoradas positivamente por la sociedad y potencian las recompensas que reciben en el mercado de trabajo. En este punto, también cabe aclarar que existen ciertas circunstancias de origen que, incluso en contextos económicos de origen favorable, limitan el espacio de desarrollo de las personas. Un ejemplo recurrente de lo anterior son las barreras de desarrollo que, por razones de una asignación tradicional de tareas, sufren las mujeres. Otro es la región en que alguien nace y crece.

			Nuestro objetivo con esta obra es transmitir una noción de desarrollo bajo la cual las personas, independientemente de sus circunstancias de origen, tienen la posibilidad de elegir de manera libre quiénes quieren ser y qué quieren hacer en su vida. En ese sentido, planteamos la necesidad de garantizar a todos el acceso a las oportunidades que les permitan, con base en sus preferencias, alcanzar y aprovechar todo su potencial. Además, concebimos dicho espacio de oportunidades como una condición necesaria para lograr un beneficio colectivo. En general, la existencia de barreras de acceso a las oportunidades no sólo acarrea costos respecto de la justicia social, sino también para el crecimiento económico y la cohesión social. Si el acceso a oportunidades se restringe a unos cuantos, por definición se desaprovechan recursos, con lo cual las posibilidades de crecimiento económico quedan limitadas. Además, la asignación inequitativa de recompensas deriva en sociedades con integrantes desconectados entre sí, con lo cual los objetivos comunes se diluyen y el tejido social se rompe. De ahí que, en la medida en que la desigualdad de oportunidades persista, no habrá justicia social, al tiempo que la desigualdad de resultados y la concentración de riqueza crecerá y se consolidará todavía más. La concentración de recursos económicos y de poder político que lo anterior conlleva se convierte en una limitante para la participación social que afecta, entre otras cosas, los derechos de las personas y la productividad económica. Esto a su vez genera situaciones de polarización que eliminan la posibilidad de alcanzar acuerdos de interés común, con lo que se rompe el contrato social que, se supone, hace que la vida en comunidad sea viable y conveniente para toda la población. Sin contrato social, además de los costos descritos, resulta más complicado garantizar la sostenibilidad social, sobre todo en un contexto tan desafiante como el que hoy enfrentamos por factores como la automatización del trabajo y el cambio climático.

			Para plantear, discutir y tratar de convencerte, a ti, lector, de la importancia de adoptar un enfoque e instrumentar un sistema social de igualdad de oportunidades que derive en una sociedad justa, estructuramos el libro en tres grandes secciones. En los tres capítulos iniciales de la primera, establecemos definiciones, planteamos conceptos, intentamos justificar nuestros argumentos en favor de la igualdad de oportunidades y confrontamos nuestras ideas con las críticas más comunes a este enfoque; dedicamos el último capítulo de esa primera sección a contrastar el enfoque de la igualdad de oportunidades con el de la meritocracia, pues a menudo se confunden el uno con la otra. Para motivar y entender la necesidad de realizar este tipo de discusión, vale la pena recordar la forma en que Debraj Ray inicia su capítulo sobre desigualdad económica en el libro de texto sobre desarrollo con el que muchos economistas comenzamos nuestros pasos en esta materia. Al tiempo que plantea que no se puede hacer responsables a los hijos por las fallas (pecados) de sus padres, señala que resulta complicado privar a los padres del derecho a transmitir un legado a sus hijos. Sin embargo, Ray también apunta que este dilema filosófico se diluye si se construye una sociedad con menores niveles de desigualdad y resalta que, incluso si la desigualdad no nos preocupara por razones intrínsecas, sí debería hacerlo por razones funcionales, es decir, en relación con su influencia sobre el patrón de crecimiento económico.4

			La segunda sección, que se conforma con los capítulos 4 y 5, la dedicamos a describir, con datos basados en gran parte de nuestras investigaciones, el estado de la desigualdad de oportunidades en México. Tras justificar la selección de circunstancias para las cuales presentamos evidencia empírica, las agrupamos en tres tipos: 1] recursos económicos y educativos de los hogares de origen, 2] territorio y 3] características personales (género, adscripción étnica y tono de piel). A partir de ahí, y con base en un análisis de movilidad social intergeneracional (entre dos generaciones), contrastamos las diferencias de logro de vida de las personas partiendo, en la mayoría de los casos, de la interacción de cada una de las circunstancias con la de recursos económicos del hogar de origen. También, y sobre todo en el caso de las características personales, ofrecemos alguna evidencia sobre la interacción de dos o más circunstancias. Abordar la discusión sobre desigualdad de oportunidades con base en evidencia de movilidad social facilita el entendimiento de la problemática y permite dimensionarla de una manera muy simple. A mayor movilidad social, menor es el grado de asociación que se observa entre las circunstancias de origen de las personas, es decir, aquellos factores sobre los que no tienen control, y su logro de vida.

			En este punto cabe mencionar que a lo largo del libro hacemos referencia a términos como “logro de vida” o “resultado de vida”, que pueden parecer vagos o tener un significado tan amplio que resultan inútiles. En ese sentido, cuando aportamos evidencia empírica, dichos logros o resultados los materializamos en la dimensión de recursos económicos (un indicador construido a partir de una metodología de análisis multivariado con base en los bienes y servicios de que dispone un hogar) y en la educativa (medida por el grado de escolaridad de las personas, que va desde no contar con instrucción formal hasta contar con estudios profesionales). Reconocemos desde ahora que circunscribirse solamente a estas dos dimensiones hace que el análisis resulte instrumentalista en alguna medida, pero dada nuestra formación y nuestro recorrido de investigación preferimos aceptar las limitaciones que eso conlleva. Por sesgadas que puedan ser nuestras conclusiones, estamos seguros de que revelan aspectos relevantes de nuestra sociedad.

			También queremos resaltar que prácticamente toda la evidencia empírica de nuestra autoría presentada en la segunda sección del libro surge del análisis de dos fuentes de información: la Encuesta ESRU de Movilidad Social en México (ESRU-EMOVI), sobre todo en su versión de 2017, y el Módulo de Movilidad Social Intergeneracional (MMSI) de la Encuesta Nacional de Hogares (ENH) de 2016. En el primer caso, se trata de un levantamiento que realiza cada seis años, desde 2005, el Centro de Estudios Espinosa Yglesias (CEEY). En cuanto al MMSI, se trata de un levantamiento que en su momento realizó el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI). Ambas fuentes son recursos indispensables para el estudio de las desigualdades intergeneracionales en México. Invitamos a las personas interesadas en el tema a conocer sus resultados y, en la medida de lo posible, a utilizarlas para producir nuevo conocimiento.5

			En cuanto a la tercera y última sección del libro, conformada por los capítulos 6 y 7, analizamos las implicaciones de la política pública del Estado sobre la desigualdad de oportunidades en México. En el primero de los capítulos, la discusión plantea la necesidad de abordar la problemática desde un enfoque integral que incorpore todas las circunstancias contrastadas empíricamente en la sección anterior. El último capítulo se concentra en la discusión sobre dos fenómenos que se han constituido como grandes desafíos para las sociedades contemporáneas y que pueden ser enfrentados desde el enfoque de la igualdad de oportunidades: la automatización y el cambio climático. Si, como quedará claro con la evidencia presentada en los capítulos de la segunda sección del libro, la sociedad mexicana se caracteriza por una alta desigualdad de oportunidades, que a su vez se refleja en una baja movilidad social, resulta necesario establecer rutas que eliminen el peso de las circunstancias de origen de las personas en sus opciones de logro de vida. Lo anterior nos llevó a pensar en soluciones integrales que sean sostenibles en el tiempo. Para lograrlo, se requiere no sólo identificar las circunstancias que de forma convencional abonan a la desigualdad de oportunidades, sino detectar otras circunstancias cuyo efecto no se ha medido en los estudios sobre esta materia, como podrían ser la automatización y el cambio climático.

			Queremos cerrar esta nota introductoria con una cita de otro artículo de opinión de uno de nosotros. Esperemos que sirva de motivación para que decidas adentrarte en este libro:

			Cuando leo y escucho a personas decir que la gente “tiene lo que se merece” o, incluso, que si se es pobre es porque “así se quiere”, no me detengo a observar a los pocos que, a pesar de todo lo disparejo de la cancha de juego, lograron superar las desventajas de origen. Afortunadamente para ellos —y, sobre todo, para la sociedad—, su potencial se desarrolló y aprovechó. En cambio, no puedo dejar de pensar en quienes, aun con un potencial no tan distinto al de los casos de éxito, no pudieron lograrlo. Ahí está la mayoría: es tan injusto para ellos como costoso para la sociedad. De eso se trata la desigualdad de oportunidades.6

		


		
			1. Lo que entendemos por oportunidades

			LA LOTERÍA DE LA VIDA

			A las personas nos cuesta aceptar que no podemos controlar todas las cosas que influyen sobre nuestro día a día. Aunque digamos que no nos preocupa conocer nuestro futuro, sí queremos estar seguros de que nos irá bien. De ahí que tengamos la necesidad de contar con certezas sobre las consecuencias de nuestras acciones: mientras mayor sea el papel del azar y de los factores que no podemos controlar en la consecución de nuestras metas, menor es la certeza que tenemos de que nuestras decisiones y acciones nos llevarán al puerto que deseamos. Como ejemplos de los diferentes grados de influencia del azar sobre las consecuencias de nuestras acciones, podemos considerar tres tipos de juegos: los sorteos de la Lotería Nacional, el Turista (o Monopoly) y los videojuegos de acción.

			Los sorteos de la lotería son un caso extremo en el que el azar determina por completo lo que obtienen los participantes. La única decisión que puede tomar una persona es si compra su “cachito” o no (aparte de elegir su “número de la suerte”). Fuera de eso, que el participante se lleve o no el premio depende enteramente de factores ajenos a su control. En el otro extremo se encuentran los videojuegos de acción, en los cuales el jugador escoge el grado de dificultad, conoce de antemano las reglas y sabe (o al menos eso cree) qué hacer para conseguir sus objetivos. El Turista ocupa un lugar intermedio: los jugadores conocen las reglas, todos empiezan desde el mismo punto y con la misma riqueza, y en principio todos saben qué hacer para ganar, pero los dados, o sea el azar, tienen un papel determinante en la posibilidad de hacerlo.

			La relación entre el azar, los factores que están fuera de nuestro control y el esfuerzo y las acciones que sí dependen de nosotros es clave para entender a qué nos referimos cuando hablamos de igualdad de oportunidades. Para los economistas, igualdad de oportu­nidades significa que los factores no aleatorios fuera del control de las personas, como las características del hogar de origen, el color de piel y el género, entre otros, no están relacionados con su ingreso, su riqueza, sus logros educativos o las condiciones generales de vida. Dicho de otra forma, estos resultados sólo dependen del esfuerzo de cada persona, de sus decisiones y de la aleatoriedad propia de la existencia, pero no de factores predeterminados sobre los que no se puede incidir.1 Así como en los juegos hay resultados que usualmente se expresan en un puntaje, los economistas solemos referirnos a los elementos que ya mencionamos (el ingreso, la riqueza, los logros educativos o las condiciones generales de vida) con el término general de “resultados de vida”, pues representan los resultados de la vida socioeconómica de cada persona. En este capítulo y en los subsecuentes seguiremos esta convención.

			En ese sentido, una sociedad en la que rige la igualdad de oportunidades es similar a un juego en el que las personas saben que, para alcanzar el resultado que desean, deben realizar cierto grado de esfuerzo, en el que todos los jugadores parten del mismo punto y en el que su esfuerzo es valorado de la misma forma. Esto implica que, en este tipo de sociedad, los resultados de las generaciones anteriores no influyen sobre los puntos de arranque de una generación dada, y que los resultados de ésta no influyan sobre los de la siguiente. De ahí que, en una sociedad con igualdad de oportunidades, las personas puedan decidir con plena autonomía qué quieren ser y hacer en sus vidas.2

			Entendida así, la igualdad de oportunidades va más allá de la noción de simplemente garantizar un piso mínimo para todos, o de que todos sean tratados como iguales por la ley. Implica reconocer que otros factores sociales fuera del control de las personas —las circunstancias— pueden influir sobre las trayectorias de vida y por lo tanto producir diferencias en las oportunidades que tiene una persona para desarrollarse. Definida como el escenario en donde estas influencias no existen o son mínimas, una sociedad con igualdad de oportunidades supone un arreglo social en el que las instituciones, tanto las plasmadas en leyes y regulaciones (formales) como las que se aplican a partir de usos y costumbres (informales), están pensadas para atenuar al mínimo esa influencia y maximizar la capacidad de agencia de las personas sobre sus vidas.

			Esto podrá parecer un escenario demasiado abstracto o alejado de la realidad, pero es una referencia que sirve como un objetivo hacia el cual aproximarse. Bajo este principio podemos calcular la magnitud de la desigualdad de oportunidades en cualquier sociedad: mientras mayor sea la asociación entre las circunstancias y los resultados de vida, mayor es la desigualdad de oportunidades. La pregunta clave entonces es definir cuáles son las circunstancias cuya influencia sobre los resultados de vida de las personas se considera injusta. Esta influencia no es algo natural, sino que surge de prácticas y normas sociales que convierten las diferencias en las características de las personas en desigualdades en el acceso a algunos recursos. En este libro consideramos como circunstancias relevantes las siguientes: los recursos económicos del hogar de origen, la educación de los padres, la región en que nace la persona, el género y el tono de piel. Nuestra selección de estas circunstancias no es fortuita, sino que surge de la investigación que hemos hecho sobre las desigualdades económicas en México. Esta investigación muestra que la sociedad mexicana distribuye los recursos y el acceso a éstos según las diferencias en las circunstancias mencionadas, lo que las convierte en ejes de la desigualdad en el país. Sin embargo, hay que reconocer que hay otras circunstancias que también pueden ser relevantes, pero para las que, hasta el momento, no se cuenta con evidencia empírica sistemática que permita ubicarlas en el mismo nivel que las otras.

			PERO, ¿QUÉ ES UNA OPORTUNIDAD?

			Oportunidad es un término muy utilizado en distintos ámbitos. En el personal, se puede referir a tener la oportunidad de estudiar, viajar, desarrollarse en un deporte, hacer amigos, trabajar, descansar, entre otras. En los negocios también se habla a menudo de oportunidades: para echar a andar un nuevo proyecto, ampliar el mercado, lograr mayores ganancias e incorporar nuevas tecnologías, entre otros contextos. En la vida política y de gobierno también se identifican oportunidades, como la de ampliar el electorado, realizar una negociación legislativa, establecer una política pública, mejorar los procesos de la administración pública y muchas más.

			En este libro, definimos oportunidades como los factores que nos permiten establecer las bases para hacer elecciones de vida de forma libre. Es decir, “tener una oportunidad de hacer una determinada acción” significa que la única condición que determina si una persona la hace o no es que decida hacerla. Por ejemplo, tener la oportunidad de caminar libremente por la noche en nuestra colonia implica que la única restricción al elegir esa acción es que no queremos hacerla, y no otras razones como, por ejemplo, el grado de inseguridad pública en ese lugar. Otro ejemplo que resulta cercano es el uso común que se le da a un libro, que no es otro que el de leerlo. En ese caso, lo que determina la posibilidad de hacerlo, más allá de restricciones como el tiempo disponible, no es otra cosa que saber leer. En este caso se podría argumentar que siempre está la alternativa de pedirle a alguien que nos lo lea en voz alta, lo que implica añadir al proceso lo que en economía se conoce como “costo de transacción”. Lo mismo sucede en el caso del ejemplo sobre la inseguridad de la colonia. En efecto, se puede pagar por un servicio de seguridad que nos permita caminar, pero, desde el momento en el que se incurre en un gasto extra para realizar dicha actividad, la acción deja de equipararse con una decisión que se toma en plena libertad, sin que medie el costo de transacción. En ambos casos, si para realizar la acción específica —caminar libremente por la colonia o conocer el contenido del libro— se tiene que cubrir un costo de transacción, entonces no todos pueden realizarla, ya que algunas personas podrían verse limitadas en sus posibilidades de elección, si no cuentan con los recursos para cubrir ese costo, y por lo tanto, en los dos ejemplos descritos, las personas no serían libres de elegir. Esta perspectiva nos permite analizar y entender las elecciones de las personas no sólo respecto de sus preferencias innatas, sino a partir de las condiciones bajo las cuales se toman esas decisiones, lo que a su vez pone en el centro la noción misma de libertad efectiva, entendida como la libertad de una persona de decidir sobre su destino. Esta perspectiva abreva tanto del enfoque de desigualdad de oportunidades planteado por John Roemer como del enfoque de funcionamientos y capacidades propuesto por Amartya Sen, ganador del premio Nobel de Economía en 1998.

			El enfoque de funcionamientos y capacidades parte de una idea muy simple: las personas pueden elegir quiénes ser y qué hacer en la medida en que puedan realizar las acciones que esa elección implique.3 En este enfoque, a los diversos conjuntos de acciones a los que se puede tener acceso se les conoce como capacidades. En la medida en que el acceso a estos conjuntos dependa menos de los factores fuera del control de las personas, mayor será la igualdad de oportunidades. Si nos concentramos en el caso de una acción concreta, esto se puede plantear a partir de las restricciones que una persona enfrenta para realizarla. Si estas restricciones son nulas, entonces decimos que la persona tiene la oportunidad de hacer esa acción.

			Vale la pena, entonces, hacer explícita la noción de justicia que se encuentra en los argumentos que planteamos a lo largo de todo el libro. Consideramos que una sociedad justa es aquella en la que todas las personas tienen la misma oportunidad de desarrollarse en lo que desean ser y hacer.4 Esto implica una noción más amplia que la de únicamente garantizar una igualdad de recursos iniciales, ya que agrega la exigencia de que todas las personas tengan la misma oportunidad de transformar esos recursos en lo que sea necesario para que alcancen aquello que desean ser o hacer. Dicha noción es más amplia que la de igualdad de bienestar, ya que no sólo abarca el nivel de satisfacción alcanzado por las personas, sino que incorpora el rango de acciones disponibles para ellas. Se trata de una noción de justicia que, en palabras del filósofo inglés G. A. Cohen, consiste en la eliminación de las desventajas involuntarias y la compensación de los efectos de la suerte, entendida ésta como el resultado de procesos aleatorios en los cuales las personas participan sin haber tenido la oportunidad de elegir.

			Una pregunta de gran importancia es cuáles son las acciones indispensables que todos los miembros de una sociedad deben tener la oportunidad de realizar por el simple hecho de pertenecer a ella. Es decir, las acciones que conforman lo que consideraríamos como una vida en la que se ejerce la libertad de forma efectiva. De regreso con los ejemplos de caminar libremente por la colonia o leer un libro, cabe mencionar que los elegimos luego de considerarlos como acciones que caen dentro de lo que podría calificarse como acciones indispensables en una sociedad contemporánea. Desde el enfoque de oportunidades, esto implica que la sociedad debe garantizar que todas las personas puedan realizar tales acciones sin importar sus condiciones de origen. De ahí se derivan dos importantes implicaciones en materia de justicia, que recuperaremos en los capítulos de este libro: desde una perspectiva de igualdad de oportunidades se vuelve necesario compensar a las personas que carecen de la oportunidad de realizar alguna de estas acciones que consideramos constitutivas de la libertad efectiva, así como eliminar las restricciones que impiden a algunas personas realizar esas acciones.

			De alguna u otra manera, las sociedades modernas han ido estableciendo metas para las acciones cuya realización debería estar garantizada para sus poblaciones. Es decir, acciones que se considera que todas las personas deben poder realizar y que más adelante podrían consolidarse como derechos. Por ejemplo, en el caso de la posibilidad de leer un libro, la Constitución mexicana la traduce en un derecho básico al garantizar el acceso a la formación escolar por medio del sistema público de educación. Aquí también vale mencionar que la noción de lo que se considera básico ha cambiado con el tiempo, haciéndose más demandante conforme la sociedad y el mercado han avanzado. De esa forma, en el caso de la formación escolar, la sociedad mexicana ha incrementado la obligación del Estado mucho más allá de la mera alfabetización. Esta búsqueda de las acciones cuya realización debe estar garantizada ha sido retomada por autores como Martha Nussbaum, partícipe de la elaboración del enfoque de funcionamientos y capacidades, quienes se han comprometido a enlistar lo que consideran el paquete mínimo o ineludible de capacidades básicas necesarias para que una población ejerza sus libertades.5 Hay acciones que todas las personas deberían tener la oportunidad de realizar en un Estado de bienestar moderno. Ejemplo de ellas son contar con buena salud y estar educado. Contar con buena salud nos abre la posibilidad de participar a plenitud en distintas actividades relacionadas con nuestra realización de vida, como ir a la escuela y jugar durante la infancia o participar en actividades laborales, sociales y políticas durante la vida adulta. También nos da la posibilidad de vivir la última etapa de la vida de forma plena. Actualmente, la salud no se circunscribe sólo al reto de, digamos, reducir la mortalidad infantil, sino que incorpora otros desafíos contemporáneos que agregan como objetivo la calidad de vida. Esto se da en un contexto de enfermedades crónicas, muchas de ellas relacionadas con el estrés y el sobrepeso, en el que también las sociedades han experimentado avances que las llevan a reconocer, poco a poco, la importancia de la salud mental. Además, todo esto se da en una época en la que el periodo de vida de lo que se cataloga como vejez se ha alargado de manera muy importante. Por otro lado, que las personas estén educadas les abre una serie de opciones de realización, tanto por razones laborales como de desarrollo personal. En ese caso, como ya lo comentamos, para participar en condiciones competitivas en el mercado laboral, cualquier nivel educativo ya no basta, sino que se requiere uno que se ajuste a la realidad del empleo actual, que no es otra que una en la cual los estudios profesionales se han convertido prácticamente en el nivel básico.

			Entonces, el reto para una sociedad es doble. Por un lado, aspira a garantizar el acceso efectivo de toda la población al paquete mínimo de acciones básicas que se han establecido como derechos. Sin embargo, dicho paquete mínimo puede no ser lo suficientemente amplio como para garantizar el ejercicio pleno de la libertad efectiva en cada elección que deben tomar las personas. De ahí que el segundo reto sea todavía más ambicioso: consolidar como derecho paquetes de acciones cada vez más amplios. En la medida en que los dos retos se resuelvan, nos acercaremos a un escenario en el que todas las personas tendrán la oportunidad de realizar las acciones necesarias para su realización. Sólo en ese momento podremos decir que contamos con sociedades justas que dotan a toda su población de la oportunidad de desarrollarse plenamente como personas sin importar su origen, es decir, contaremos con igualdad de oportunidades.

			EL ALCANCE DE LA INVERSIÓN EN LAS CAPACIDADES

			A simple vista, parecería que el marco teórico que acabamos de plantear implica que basta con garantizar que todas las personas tengan acceso a educación y salud, por ejemplo, para afirmar que nos encontramos en una sociedad con igualdad de oportunidades. Ésta es una concepción común cuando se habla de este tema en la discusión pública:6 basta con garantizar un piso mínimo para considerar que hay igualdad de oportunidades. Esta concepción, sin embargo, está equivocada. Garantizar que todas las personas tengan la oportunidad de desarrollarse según sus deseos supone tanto la existencia de dicho piso mínimo como el que las acciones vinculadas a ese proceso de desarrollo personal sean valoradas de la misma forma independientemente de quién las realiza, recompensando dichas acciones conforme el grado de esfuerzo que su realización requirió. Es decir, no sólo todas las personas tendrían que partir del mismo punto, sino que el esfuerzo equivalente entre personas debería ser valorado por igual.

			Esto puede quedar más claro con un ejemplo. Imaginemos una sociedad en la que, al momento de nacer y hasta antes de ingresar al mercado laboral, todas las personas tienen el mismo grado de acceso a servicios de salud, educación, vivienda, agua potable y alimentación de la misma calidad. En esta sociedad imaginaria, por cuestiones de su historia, se tiene la creencia de que las personas de cabello rubio son poco hábiles en el trato personal, mientras que las de cabello castaño son consideradas como afables y carismáticas. Por lo mismo, cuando llega el momento de buscar empleo, las personas rubias que lo intentan en el sector de servicios difícilmente encontrarán trabajo en ocupaciones en las que la convivencia interpersonal sea tan importante como la formación escolar. En cambio, dada su fama, las personas castañas pueden encontrarlo sin complicaciones. El resultado es que las de cabello rubio que trabajan en estos sectores tienden a ser muchas menos que las de cabello castaño y que, en promedio, están más calificadas que estas últimas por lo que respecta a la escolaridad: la mayor escolaridad compensa por el déficit que se les achaca en materia de trato personal.

			Según la visión que equipara la igualdad de oportunidades con un piso mínimo común, ésta sería una sociedad con igualdad de oportunidades. Todos parten del mismo punto y legalmente nadie está impedido para trabajar en una ocupación cualquiera. Sin embargo, desde nuestra perspectiva, en esa sociedad hay desigualdad de oportunidades, pues, si una persona con cabello rubio quisiera ser médico, por elegir una profesión, tendría que esforzarse más que una persona con cabello castaño para ser contratada en su sector por el simple hecho de que esta última es considerada más carismática en esa sociedad. Ante esta situación, la de cabello rubio, a diferencia de la de cabello castaño, tendrá que remar contra la corriente para demostrar que sí puede tratar con otras personas. La sociedad convierte una característica sobre la que la persona no tiene control, en este caso el color del cabello al nacer, en una circunstancia, ya que le asigna un valor diferente al esfuerzo que realizan las personas con esa característica respecto al valor que asigna al esfuerzo del resto de la población.

			Al igual que en el ejemplo anterior, en la vida real el principal espacio en el que ocurre la asignación de recompensas en proporción al grado de esfuerzo es el mercado laboral. En él, las recompensas adquieren la forma concreta del salario, las prestaciones laborales y el estatus asociado al tipo de empleo que una persona realiza. Las circunstancias ejercen su influencia sobre el acceso a dichas recompensas mediante dos mecanismos. El primero es que las circunstancias se constituyen en recursos económicos, culturales y sociales de los que la persona puede hacer uso para tratar de asegurarse el acceso a las mayores recompensas posibles. Un ejemplo es la búsqueda del primer empleo. Una persona que nació en una familia en la cual uno de sus miembros es dueño de una empresa puede aspirar a que ese familiar le ayude a conseguir un empleo en ese negocio, mientras que una persona sin esa circunstancia no puede beneficiarse de esa situación. El otro mecanismo son las costumbres y las leyes que utilizan las diferencias en características personales como el tono de piel, la adscripción étnica o el género para determinar la distribución de dichas recompensas. Esas costumbres y leyes, que los economistas llamamos instituciones, son las que convierten esas características personales en circunstancias. Por ejemplo, en México ha existido la costumbre de considerar que las personas de tez blanca dan una mejor imagen a las empresas que las de tez oscura y por ello las contratan con mayor frecuencia para fines publicitarios. La diferencia en tonos de piel en sí no influye en la habilidad de la persona, pero es usada por la sociedad para valorar de forma diferente el grado de esfuerzo realizado.

			Aunque el mercado laboral es uno de los espacios en donde la influencia de las circunstancias sobre los resultados de vida se materializa con mayor fuerza, no es el único. Las circunstancias desempeñan un papel preponderante en las interacciones de las personas en los múltiples mercados en los que transcurre su vida económica, como lo son, por ejemplo, el inmobiliario,7 el financiero8 y el de autos.9 De ahí que el efecto de la desigualdad de oportunidades sea acumulativo y que, por lo mismo, las intervenciones necesarias para reducirla tienen que ir más allá de la simple garantía de un piso básico para todos los miembros de la sociedad. Se requiere además neutralizar los dos mecanismos que mencionamos anteriormente. Por un lado, hay que desvincular la importancia que tienen las circunstancias como movilizadores de recursos en favor de ciertas personas y, por el otro, eliminar costumbres y leyes que conviertan las características individuales en circunstancias, es decir, que construyen jerarquías a partir de ese tipo de diferencias.

			Para entender de mejor manera lo anterior, utilicemos de nuevo el ejemplo de la educación. Si una persona obtiene ciertas credenciales educativas y no se diferencia de otra más que por sus circunstancias de origen —por ejemplo, su tono de piel o su género—, las recompensas obtenidas por ambas en el mercado laboral no tendrían que ser distintas. Si lo anterior no sucede, la sociedad correspondiente no podrá ser catalogada como una con igualdad de oportunidades. En este caso, la fuente de la desigualdad no tiene que ver con la posibilidad de alcanzar ciertas credenciales educativas partiendo de circunstancias de origen distintas, sino que dicha fuente se ubica en el proceso de realización de la vida laboral de las personas, dado que con las mismas credenciales educativas no se obtiene el mismo resultado.

			Del ejemplo anterior aflora la importancia de darle el mismo peso a los procesos de formación de capacidades y a los procesos en que se da la realización de vida de las personas. En otras palabras, y siguiendo con el ejemplo de las credenciales académicas, no es suficiente con realizar una inversión educativa de alcance universal y calidad equivalente si las circunstancias de origen de las personas se constituyen en determinantes de distintos resultados de vida para personas con atributos equivalentes en todo lo demás, comenzando por las propias credenciales educativas adquiridas. En ese caso se requiere asegurar —por ejemplo, en el mercado laboral— que las reglas del juego establecidas por el Estado contemplen una regulación que no permita que haya este tipo de barreras de entrada y avance en las trayectorias vitales de las personas, ni sesgos en las recompensas que reciben.

			Hay que subrayar que en el ejemplo anterior asumimos que las circunstancias de origen no influyen en el acceso a los distintos niveles educativos. De no cumplirse este supuesto, el peso de la desigualdad de oportunidades no sólo estaría representado por las recompensas diferenciadas en el mercado laboral, sino que a ellas habría que sumar el efecto de estas circunstancias en el acceso a los distintos niveles educativos. Como se ve, a final de cuentas, la desigualdad de oportunidades tiene efectos acumulativos que, además, no se borran al final de la vida de una generación, sino que se heredan a las siguientes, con lo cual ocurre un problema de injusticia intergeneracional.

			MOVILIDAD SOCIAL: LA REALIZACIÓN DE LAS OPORTUNIDADES

			En los párrafos precedentes hemos mencionado de manera reiterada los resultados de vida. Vale la pena precisar a qué nos referimos con ello, pues se trata de la dimensión que nos permite identificar si efectivamente las personas están alcanzando un desarrollo pleno por lo que respecta a la posibilidad de elegir qué quieren ser y hacer en su vida. Es decir, nos permite evaluar si existe igualdad de oportunidades tanto en el arranque como en el resto de la trayectoria vital de las personas.

			En este libro vamos a emplear el grado de movilidad social observada en una sociedad como una forma de aproximarnos a la noción general que hemos establecido sobre la idea de “resultados de vida”. Por movilidad social nos referimos a los cambios que las personas experimentan en alguna dimensión de los logros de vida en comparación con su punto de partida —usualmente utilizamos el hogar de origen, es decir, en el que cada uno nace y crece—. Por lo que respecta a los logros, en la economía es común utilizar el ingreso y la acumulación de recursos económicos. En cambio, en la sociología es más común utilizar la dimensión de estatus o posición ocupacional en el mercado de trabajo. Hay otras dimensiones que también se utilizan para medir los logros, como la educación. Sin embargo, en este último caso se está suponiendo algo que no necesariamente se sostiene en la realidad: que nuestro grado de educación determina la mayor parte de nuestro ingreso, de la acumulación de riqueza y del estatus o posición en el mercado de trabajo. Lo anterior puede no suceder, en buena medida, si es que a lo largo de la trayectoria de vida la desigualdad de oportunidades incide en la remuneración recibida por los miembros de ciertos grupos sociales, es decir, por el tipo de problemáticas que hemos discutido anteriormente.

			Hay distintas definiciones y tipos de movilidad social, pero, en el caso de la igualdad de oportunidades, una que la traduce de manera más cercana respecto de los logros en la vida es la que llamamos “movilidad social posicional de una generación a otra”. Ésta es similar al juego de las sillas: cuando damos vueltas alrededor de ellas, y si el moderador es imparcial, la probabilidad de que acabemos en la misma silla de la que originalmente nos levantamos será la misma que para el resto de las sillas. Si pensamos en las sillas como una escalera social que va de menos a más, lo anterior implica que, independientemente del escalón de partida, todas las personas que participan en el juego tienen la misma probabilidad de acabar en su escalón de origen —la posición que ocupaba su hogar de origen entre todos los hogares de la generación de sus padres— o en cualquier otro, incluido el de su propio de origen. De ahí que este tipo de movilidad social también se entienda como uno que mide el grado de fluidez social. En una sociedad con igualdad de oportunidades plena, la asociación entre origen y destino se diluye, es decir, el punto de arranque no influye en el punto de llegada. En cambio, si las circunstancias de origen de las personas son las que pesan en la determinación de los logros en la vida, la probabilidad de terminar en la silla de origen es alta y, por lo tanto, se observa poca o nula movilidad social.

			Cabe mencionar que un tipo de movilidad social como la descrita en el párrafo anterior no captura los cambios que se dan en los niveles de logro de vida o bienestar. Es decir, no permite observar si el último lugar del escalón social es uno, en términos absolutos, más alto o más bajo en la generación actual que en la que la precede. Por qué, entonces, ¿debería preocuparnos este tipo de movilidad social intergeneracional? Una primera respuesta es que, si bien la movilidad posicional no captura directamente la evolución de los niveles de bienestar de una generación a otra, sí señala qué tan fácil es tener acceso a los distintos conjuntos de realización personal existentes en la sociedad. Es decir, expresa qué tan accesibles son para las personas las distintas opciones de lo que puede ser o hacer. Esto se vincula directamente con el principio de justicia que mencionamos líneas atrás: independientemente de la posición de arranque de las personas, todas deberían tener la misma oportunidad de tener acceso a las opciones para elegir quiénes ser y qué hacer que ofrece la sociedad. Sin duda, es deseable complementar este tipo de medidas con otras que señalen cómo se amplía o reduce dicho conjunto de opciones. Un ejemplo de lo anterior es el índice de desarrollo humano (IDH) del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), el cual tuvo como objetivo original aproximarse de manera multidimensional (ingreso, salud y educación) al enfoque de funcionamientos y capacidades de Amartya Sen. Hay que decir, sin embargo, que este tipo de medida no captura la noción de igualdad de oportunidades, aunque sí resulta complementario. De hecho, desde su presentación original en 1990, se ha transformado, de tal manera que desde hace poco más de una década su fórmula de estimación es sensible a las desigualdades.10

			Una segunda respuesta, parcialmente derivada de la anterior, es que un escenario en el que se garantiza que todas las opciones de desarrollo estén abiertas a todas las personas con la misma probabilidad implica también que todas ellas estuvieron en condiciones de sacarles provecho de la mejor manera posible según sus preferencias, con lo cual dicha sociedad alcanzó un resultado más cercano a su máximo potencial posible y deseado. Lo anterior implica, por ende, una sociedad con un logro de vida que en promedio es mayor y con menor desigualdad de resultados entre sus participantes, pues las diferencias de esfuerzo posibles tienen un límite natural, que no es otro que el tiempo finito de cada día, dentro del cual hay una parte que se va en actividades ineludibles que realizamos como seres humanos, como dormir o comer. A pesar de esto último, es necesario considerar que el mejor resultado colectivo posible va creciendo de generación en generación, dado que la posibilidad de una máxima realización posible en una generación hace que el valor agregado obtenido amplíe el potencial de la generación subsecuente. En resumen, el argumento central en torno a la movilidad social posicional es que ésta se constituye en un determinante del crecimiento económico, pero al mismo tiempo, y adoptando una perspectiva dinámica, la propia fluidez social hace que la población sea partícipe de las recompensas de dicho crecimiento. Se trata de un círculo virtuoso entre movilidad social posicional y crecimiento económico que está mediado y potenciado por la igualdad de oportunidades.

			LA IGUALDAD DE OPORTUNIDADES Y EL DESEMPEÑO DE LA ECONOMÍA

			A partir de la conclusión de la sección anterior vale la pena ahondar un poco más en cómo la igualdad de oportunidades también nos lleva hacia una sociedad más productiva. Nuestro argumento es que, conforme se reduce el grado de desigualdad de oportunidades, el acceso a los recursos de la sociedad, ya sean económicos, educativos o de otro tipo, depende cada vez menos de las circunstancias de las personas. Esto les permite tomar decisiones con mayor libertad y en mayor sintonía con sus deseos y habilidades. Y, precisamente, este proceso de alineación hacia las actividades más deseadas o adecuadas para las personas, además de la justicia, tiene tal efecto que la economía logra un mayor nivel de actividad y de ingreso.

			Nuestro argumento encuentra respaldo en una serie de hallazgos en estudios que muestran que la desigualdad de oportunidades tiene un efecto negativo sobre la tasa de crecimiento de la economía, particularmente en el ingreso de los más pobres de la sociedad.11 Otros estudios presentan evidencia que muestra que el efecto negativo de la desigualdad de oportunidades en la actividad económica es la imposibilidad para algunas personas de explotar al máximo su potencial. Por ejemplo, para el caso de Estados Unidos, Alex Bell y sus coautores encontraron que la probabilidad de que una persona se convierta en inventora, entendida como la persona que registra una patente, está estrechamente ligada a las condiciones de vida que tenía en la niñez, es decir, a sus circunstancias.12 Los niños y las niñas, de inicio, muestran la misma capacidad inventiva. Sin embargo, la diferencia entre ambientes de desarrollo la detona o la limita. En particular, las personas que durante la infancia tuvieron contacto con inventores tienen una mayor probabilidad de convertirse a su vez en inventores. Sin embargo, el acceso a dicho contacto se restringe a los grupos con mejores condiciones socioeconómicas de origen, lo cual, en consecuencia, restringe el número de innovadores en la economía. Lo anterior no tendría por qué ser así pues, ampliando el acceso al contacto entre pares, el número de inventores crecería y con él también la capacidad de innovación y de crecimiento de la economía.

			Ahora bien, no sólo mediante la exposición a diferentes contextos es que las circunstancias influyen en la trayectoria inventiva de una persona. Si socialmente se castiga la posesión de ciertas características personales, como el tono de piel o el origen étnico, entonces las personas que poseen esas características difícilmente podrán desarrollar su potencial inventivo. Ése es el hallazgo fundamental del trabajo de Lisa Cook,13 quien muestra que el número de linchamientos de personas afroamericanas en Estados Unidos entre 1870 y 1940 tuvo como consecuencia una caída en el número de patentes obtenidas por afroamericanos en todo el país. Es decir, el ejercicio de la violencia en contra de ese tipo de personas trajo consigo un efecto disuasivo en el desarrollo de las potencialidades de todos los miembros de ese grupo. La consecuencia de estos dos tipos de fenómenos es que no sólo el número de patentes es menor al que existiría en condiciones de igualdad de oportunidades, sino que también hay una menor variedad de tipos de patentes, lo que restringe el espacio de elección para las trayectorias de vida de un mayor número de personas.14

			La magnitud del efecto que tiene la desvinculación de las circunstancias de origen de los resultados de vida de las personas sobre la actividad económica no es menor. Por ejemplo, Chang-Tai Hsieh y sus coautores encontraron en un estudio sobre Estados Unidos que entre 20 y 40 por ciento del crecimiento observado en el producto por habitante entre 1960 y 2010 se debió a la eliminación de barreras a la incorporación de mujeres y de afroamericanos al mercado laboral.15 Por su parte, David Cuberes y Marc Teignier muestran que estos efectos no sólo se observan en el caso estadounidense, sino que están presentes, aunque en magnitudes distintas, en múltiples países.16 Ambos estudios señalan que, al eliminarse las restricciones a las posibilidades de elección de vida, las personas se ubican en los sectores que mejor se acomodan a sus necesidades y preferencias. La implicación de lo anterior es clara: las políticas que reducen la desigualdad de oportunidades tienen un efecto positivo sobre el crecimiento de la economía en su conjunto. Lo anterior sucede como parte de un proceso en el cual tanto la formación de capacidades como su realización tienen un papel preponderante. En primer lugar, las personas alcanzan su potencial de desarrollo y, en segundo, se encuentran en condiciones de aprovecharlo al máximo al colocarse en el mejor espacio de realización posible. Esto último, en economía, se conoce como una asignación o un emparejamiento óptimo de recursos.

			Estamos convencidos de que la construcción de una sociedad con mayor igualdad de oportunidades, además de hacerla más justa e incluyente, la potencia en la dimensión económica. El argumento sobre la ampliación continua del potencial y la posibilidad de participación en las recompensas que éste genera sostienen este argumento. La explicación cuenta con un respaldo de lógica económica; sin embargo, también sabemos que tanto la argumentación como la evidencia que presentamos no necesariamente te convencerá de que estamos en lo correcto. Por eso, en el siguiente capítulo responderemos a muchas de las dudas que surgen en quienes se aproximan al enfoque que defendemos, que no son otras que algunas de las objeciones más importantes sobre la validez teórica y empírica de un enfoque como el de la igualdad de oportunidades.

		


		
			2. Los argumentos en contra

			Como en todo en esta vida, hay visiones contrapuestas respecto a la igualdad de oportunidades como elemento central de la sociedad a la que debemos aspirar. En este capítulo buscamos dialogar con varias de las objeciones al concepto mismo de igualdad de oportunidades con las que nos hemos encontrado a lo largo de los años, para a partir de ellas afinarlo y hacerlo más relevante para el caso mexicano. Creemos en la necesidad de una discusión pública y abierta sobre los criterios con los que se distribuyen los recursos en nuestra sociedad. Eso pasa necesariamente por reconocer que ningún argumento es perfecto y que hay críticas sensatas a los planteamientos de los que partimos. Si logramos persuadirte a ti, lector, de nuestros argumentos, habremos conseguido el objetivo que originalmente nos propusimos al escribir este libro.

			UNA MAYOR IGUALDAD DE OPORTUNIDADES SE CONTRAPONE A UNA MAYOR IGUALDAD DE RESULTADOS

			No es poco común encontrarse con personas que se declaran a favor de la igualdad de oportunidades y en contra de la igualdad de resultados. En México, uno de los comentaristas más animosos al respecto es el empresario Ricardo Salinas Pliego, quien en uno de sus manifiestos de opinión señaló: “Lo que todos debemos exigir es igualdad ante la ley e igualdad de oportunidades, no de resultados.”1 El argumento generalmente se sostiene en la idea de que garantizar igualdad de resultados resulta ineficiente e injusto porque, al no premiar a las personas en correspondencia con su grado de esfuerzo, inhibe la disposición a esforzarse. Una manera simple de explicar esta línea de pensamiento es con el ejemplo de la competencia deportiva. En los Juegos Olímpicos, los primeros tres lugares en cada competencia se llevan una medalla: oro, plata y bronce, conforme al orden de clasificación. Para ganarlas, los deportistas se esfuerzan al máximo, porque si superan a los demás obtendrán su premio. Lo que los mueve es eso: el triunfo. Pero, ¿qué pasa si la contienda deja de serlo y el resultado final de la competencia no implica ganar una medalla? La competencia pierde sentido porque ya no hay premio de por medio y, entonces, los deportistas dejan de competir, es decir, de echarle ganas, con el correspondiente efecto negativo sobre la calidad del espectáculo.

			Este argumento establece la necesidad de que haya premios diferenciados que motiven el esfuerzo, pero con un supuesto clave que lo justifica: la competencia se dará en condiciones de igualdad de oportunidades. Y es justo ahí donde, en muchos casos, los críticos de la igualdad de resultados que se declaran a favor de la igualdad de oportunidades no consideran que esta última implica que las circunstancias de las personas no deberían tener un papel determinante en el resultado. Si alguien omite esta condición, en realidad está a favor de premiar de forma diferenciada el mismo grado de esfuerzo. Es decir, en realidad está en contra de la igualdad de oportunidades. Es importante señalar que las personas no escogen su grado de esfuerzo en el vacío, sino que lo eligen en función de sus circunstancias. A ello hay que agregar que el esfuerzo implica algún tipo de costo para quien lo realiza. Si las circunstancias implican una desventaja mayúscula o si son la base a partir de la cual se considera menos valioso su esfuerzo, es sensato ni siquiera competir o echarle ganas, dado que la probabilidad de ser recompensando por encima de los costos que exige el esfuerzo es muy pequeña.

			Esto último puede quedar más claro con otro ejemplo: imagina que se organiza una carrera de 100 metros planos entre cada uno de los lectores de este volumen y Usain Bolt, y que el premio a quien salga victorioso es un millón de pesos. Para participar, la cuota de recuperación se fija en 5 mil pesos. Claramente, para la gran mayoría de las personas, o al menos entre las que conocen todo lo que Bolt logró en su carrera atlética, ésta es una oferta absurda porque implica perder esos 5 mil pesos casi con total certeza. Sin duda, habrá quien quiera participar en la carrera, pero a sabiendas de que no ganará. La valoración que una persona realiza al momento de decidir si participa o no en una carrera de estas características es similar a la que se hace en múltiples momentos de la vida cuando se contrastan las circunstancias personales con la probabilidad de recibir la recompensa prometida, sea ésta un grado educativo, un salario o un monto dado de riqueza. Por supuesto que hay gente que querrá correr con Usain Bolt, pero no con el objetivo de ganar la carrera, sino quizá sólo para tomarse una selfi y contar la anécdota a sus amistades.

			Los críticos de la desigualdad de resultados que apoyan la igualdad de oportunidades asumen implícitamente que se trata de conceptos contrapuestos;2 no lo son, y entre ambos existe una relación muy estrecha. Para entender por qué, recuperemos la discusión del capítulo anterior sobre cómo podemos conceptualizar la relación entre esfuerzo, circunstancias y resultados de vida.

			Hemos argumentado que los resultados de vida de una persona dependen de su grado de esfuerzo y de sus circunstancias, así como del valor que la sociedad le asigna a estas últimas. Pensemos entonces en la historia de dos generaciones de dos familias, los Infante y los Negrete, en las que los padres quieren que sus hijos obtengan los mejores resultados de vida posibles e invierten lo necesario para alcanzar ese objetivo. Supongamos que la primera generación de ambas familias nace en una sociedad en la que existe igualdad de oportunidades. Es decir, para esa generación, lo único que determina sus resultados de vida es el grado de esfuerzo que decidan aplicar. También supongamos que en la primera generación, en un contexto de igualdad de trato, los Infante se esforzaron más que los Negrete, por lo que obtuvieron mejores resultados. Es decir, debido únicamente a la diferencia de esfuerzo entre las dos familias, a partir de un escenario de igualdad de oportunidades se alcanza otro de desigualdad de resultados que fácilmente podemos considerar justo, pues respondió al esfuerzo deliberado de los Infante. En este punto se quedan quienes sostienen que la igualdad de oportunidades es algo opuesto a la igualdad de resultados. Pero, ¿qué pasa si nos movemos de un escenario estático de una sola fotografía —en este caso, una generación— y pasamos a uno dinámico que nos permita ver una película de dos fotografías —es decir, de dos generaciones—? En efecto, dada la diferencia en el esfuerzo realizado por la primera generación de cada familia, los Infante cuentan con más recursos que los Negrete para ofrecer oportunidades a sus hijos, por lo que los Infante de segunda generación parten con ventaja respecto a los Negrete de segunda generación. Lo anterior implica, dada la forma en que se dieron las cosas, que esta diferencia de oportunidades en la segunda generación, aunque emana de una diferencia de esfuerzo en la primera, no se puede catalogar más que como una circunstancia para la segunda. Así como los hijos no escogen a sus padres, tampoco pueden elegir el grado de esfuerzo que sus padres hayan realizado. Este desbalance, surgido de la diferencia de esfuerzos en la primera generación, hace que la segunda ya no arranque en un escenario de igualdad de oportunidades y, si la sociedad carece de un mecanismo nivelador, ahora las circunstancias de origen de las personas tendrán injerencia sobre sus resultados de vida. Esta situación lleva a que la competencia en la segunda generación se realice en una cancha dispareja, beneficiosa para la segunda generación de los Infante, perjudicial para la de los Negrete.

			La discusión anterior tiene dos implicaciones. Por un lado, si nos declaramos a favor de la igualdad de oportunidades, no podemos estar en contra de un mecanismo nivelador, por medio del cual todas las personas de cada generación disfruten de esta condición de igualdad. A falta de un ente ajeno a la sociedad que resuelva este problema por arte de magia, no nos queda más que hacer de los resultados de cada generación la fuente de financiamiento para generar los bienes y servicios que permitan a todas las personas alcanzar su desarrollo pleno. A partir de ahí, el esfuerzo —y no las circunstancias— será la fuente principal de las diferencias de resultados.

			La segunda implicación tiene que ver con lo que algunos especialistas reconocidos en el estudio de la desigualdad han señalado sobre el vínculo entre la distribución de oportunidades y la de resultados. Anthony Atkinson, por ejemplo, apunta que la reducción de la desigualdad de resultados es una condición necesaria para un escenario con menor desigualdad de oportunidades.3 En este punto debemos volver a pensar en la dinámica de estos dos espacios de desigualdad. En primer lugar, entendemos que el argumento anterior se da en el contexto de una alta concentración de la riqueza, que en buena medida es producto de una acumulación histórica de desigualdad de oportunidades, que a su vez ha derivado en una acumulación de desigualdades de resultados entre grupos específicos de la población. En otras palabras, las ventajas acumuladas de unos cuantos ganadores se han constituido en un umbral de diferencias de circunstancias insalvables para el resto —la mayoría— de la población. En segundo lugar, derivado de lo anterior, hay que reconocer que un contexto opuesto, es decir, uno en el que las circunstancias de desventaja no se acumulan de generación en generación, llevaría a la sociedad a una situación en la que las diferencias en los resultados no serían tan grandes y, por ende, el costo para la eliminación del efecto de las diferencias en circunstancias de cada generación sería menor y más igualitariamente distribuido, con lo cual nos acercaríamos mucho más a la posibilidad de hacer funcionar nuestro contrato social.

			De los dos escenarios descritos, la sociedad contemporánea se encuentra más cerca del primero, es decir, uno de alta concentración de las ganancias. Dado lo anterior, llegar a un acuerdo alrededor de un esquema de redistribución que permita igualar las oportunidades y elimine la preponderancia de las circunstancias en la determinación de los resultados resulta más complicado. Esto se debe a que la distancia entre las partes involucradas es muy grande y, por lo tanto, el espacio de intereses comunes es muy pequeño. La solución pasa por mostrar que la igualdad de oportunidades genera beneficios colectivos con un efecto positivo en los individuales, es decir, que se trata de lo que técnicamente se conoce como un juego de suma positiva: lo que se gana en conjunto es mayor que lo que pierden algunos. De esta manera, además de las ganancias agregadas, la percepción de justicia entre los participantes mejora.

			¿IGUALDAD SIN COMPETENCIA?

			Otra crítica a la idea de colocar la igualdad de oportunidades en el centro de la discusión sobre cómo se organiza una sociedad es la que hace François Dubet en Repensar la justicia social, cuyo subtítulo es muy pertinente en este capítulo: “contra el mito de la igualdad de oportunidades”.4 Su postura es establecer como objetivo la reducción de la desigualdad en el acceso a los recursos disponibles para cada miembro de la sociedad, de tal manera que la distancia entre las personas, definida por sus posiciones, sea la menor posible. En particular, Dubet se refiere a las diferencias de ingreso y riqueza entre las distintas ocupaciones que realizan las personas, así como a la diferencia en las remuneraciones que reciben los trabajadores y los dueños de maquinaria y equipo utilizados en la economía. Para el sociólogo francés, reducir las diferencias en las retribuciones que cada persona recibe por su trabajo o por el uso de su maquinaria resulta en una menor desigualdad en el poder que cada persona tiene de influir en el orden social. De esta forma se incrementa el espacio de cooperación entre las personas y se atenúa el efecto negativo de la individualización de la competencia.

			Efectivamente, como lo menciona Dubet, el enfoque de la igualdad de oportunidades no establece un límite concreto en cuanto a la magnitud de las diferencias en los niveles de ingreso o riqueza que alcanza cada persona. Si las diferencias en estas dimensiones se explican únicamente por diferencias de esfuerzo y no pueden ser transmitidas a las siguientes generaciones, de manera que no se constituyan en circunstancias determinantes de los resultados de vida de esas nuevas generaciones, entonces, más allá de su magnitud, tales diferencias serían aceptables con el criterio de igualdad de oportunidades. Dubet evidencia que ésta es una conceptualización muy optimista sobre la posibilidad de que las desigualdades no alcancen un nivel tal que produzcan desigual­dades de poder. Como bien apunta Dubet, la capacidad relativa de movilizar recursos para modificar las instituciones en favor de los grupos que ostentan el poder depende de la posición que ocupan en la distribución de recursos en la sociedad.

			Que las críticas de Dubet al enfoque de igualdad de oportunidades sean válidas no implica que debamos desechar ese enfoque y apoyar su propuesta de igualdad de posiciones. En todo caso, sus señalamientos realzan la importancia de asumir una perspectiva intergeneracional al momento de discutir cuál de los principios distributivos es más adecuado. De su argumentación resulta clave la introducción en el debate de la idea de poder, lo que nos obliga a revisar los mecanismos institucionales para la asignación de recompensas. De ahí surge la importancia de considerar esquemas de diseño institucional que eliminen la posibilidad de que algunos grupos concretos, a partir del ejercicio del poder, impongan reglas que produzcan sesgos en su favor. De no hacerlo, derivaremos en un diseño institucional que premie o castigue por circunstancias de origen específicas y que, por ende, provoque dinámicas de concentración de recursos y beneficios económicos, lo que bajo ninguna consideración puede ser entendido como una situación justa. En ese sentido, estamos de acuerdo con Dubet en la necesidad de adoptar este enfoque al momento de pensar en el diseño de políticas públicas.

			Sin embargo, también es necesario señalar que, a pesar de la validez de sus críticas, tenemos una discrepancia fundamental con el sociólogo francés. Al proponer la igualdad de posiciones como alternativa a la igualdad de oportunidades, plantea reducir el papel que la competencia entre personas ocupa en la asignación de recursos en la sociedad. En contraste, la noción de igualdad de oportunidades propone que el criterio fundamental para la asignación de recursos sea el grado relativo de esfuerzo, lo que necesariamente implica un escenario de competencia. Ante esa diferencia sobre la función de la competencia en la asignación de recursos, nos decantamos por el papel que le da la igualdad de oportunidades. Por un lado, lo hacemos porque al tratarse de una competencia en condiciones de arranque similares, en la que el esfuerzo se valora por igual, las personas tienen un mayor grado de certidumbre sobre el grado de esfuerzo a realizar para obtener los resultados que desean. En ese sentido se trata de un mecanismo transparente. Además, entendemos que el principio de igualdad de oportunidades mantiene los incentivos a innovar que están asociados a la competencia. También hay que señalar que, si bien en lo individual se mantiene el principio de competencia como mecanismo de asignación de recursos, en lo colectivo el principio de igualdad de oportunidades se sostiene sobre la solidaridad entre los miembros de la comunidad, pues se reconoce la necesidad de garantizar a todos la posibilidad de realizarse como personas en los términos que deseen, sin ser evaluados a partir de factores fuera de su control. De esta forma, consideramos que el principio de igualdad de oportunidades permite un equilibrio benéfico entre los principios de solidaridad y competencia que se traduce en una percepción de justicia.

			¿QUE TODO DEPENDA DEL ESFUERZO?

			Una justificación central del enfoque de igualdad de oportunidades es que las diferencias en los resultados de vida son justas porque se dan como parte de un proceso de competencia en el que las circunstancias de origen de las personas no tienen ninguna influencia. Sin embargo, lo anterior no toma en cuenta la posibilidad de que una persona acabe con unas recompensas que la ubiquen en una situación que socialmente sea considerada insuficiente para vivir con dignidad. Las razones de acabar en una situación así pueden ser muchas. Una posibilidad es que, de manera consciente, la persona no aproveche las oportunidades que se le presentan en la vida porque simplemente no quiere, es decir, no desea esforzarse. En ese caso, ante su resultado de vida a nuestra mente pueden venir expresiones como “se lo tiene bien merecido” o “solito se lo buscó”, con lo cual se justifica que no se haga nada para aminorar el efecto de la falta de esfuerzo de esa persona. En cambio, un caso opuesto al anterior es cuando esto sucede por un hecho de mala suerte. Un ejemplo típico de lo anterior es cuando una persona contrae una enfermedad o sufre un accidente que limita sus posibilidades de desarrollo o realización. En ese caso, la reacción natural ante la mala suerte que corre esa persona puede ser más benigna, e incluso puede provocar un sentimiento de solidaridad que derive en algún tipo de apoyo. Si bien estos casos pueden provocar una reacción emocional diferenciada en el resto de las personas, en ellos subyace la misma pregunta: ¿permitiremos que exista la pobreza en nuestra sociedad, cualquiera que sea la razón por la que ésta exista?

			A partir de esa pregunta, Paul Hufe, Ravi Kanbur y Andreas Peichl realizan una crítica al enfoque de igualdad de oportunidades al señalar que siempre está la posibilidad de que suceda alguna de las situaciones que describimos anteriormente.5 El problema radica en el hecho de que, si en una sociedad hay igualdad de oportunidades, el enfoque valida la posibilidad de que haya pobreza. Ante dicha posibilidad, estos autores proponen complementar la instrumentación de la noción de igualdad de oportunidades con la de libertad efectiva, tal como la propone Amartya Sen. La idea es que las circunstancias no ejerzan una influencia sobre las oportunidades disponibles para las personas y que éstas cuenten con suficientes recursos en todo momento para desarrollarse como deseen ser y en lo que deseen hacer.

			Coincidimos con la crítica anterior. Desde nuestra perspectiva, garantizar la igualdad de oportunidades no implica que como sociedad nos desentendamos de la obligación de establecer un piso mínimo de bienestar para todas las personas, incluidas las que por alguna razón no logran esforzarse. De hecho, las razones de falta de esfuerzo no deberían ser una fuente de preocupación y, en todo caso, se debería considerar, tanto por razones éticas como funcionales, el establecimiento de ese piso mínimo. En otras palabras, consideramos que no basta con que las personas estén en condiciones de tener el completo control de su destino, sino que deben contar con la garantía de llevar una vida digna a lo largo del tiempo. De no hacerlo, no sólo consideramos que se rompe con el principio de solidaridad implícito en nuestro contrato social, sino que además, dado que dicho principio prevalece en las familias, se les traslada a ellas el costo de la falta de solidaridad a escala social. La consecuencia de lo anterior es la afectación tanto del espacio de oportunidades como del de resultados de terceros, pues se da una circunstancia cuyo efecto recae sobre los hombros de la siguiente generación de cada familia, con lo cual se genera una situación de injusticia intergeneracional. Si se entiende de esta manera, el establecimiento de un piso mínimo de resultados se constituye en un pilar básico que sostiene el principio de igualdad de oportunidades de generación en generación.

			Dicho todo lo anterior, también hay que reconocer que el piso mínimo quedará determinado por la propia capacidad de la sociedad de establecerlo y sostenerlo en el tiempo. Queremos dejar en claro con esto que los pisos mínimos no se garantizan por decreto, sino que para su establecimiento y sostenimiento en el tiempo se requiere contar con una organización social que resulte viable gracias a la producción económica y a los acuerdos políticos. Sin embargo, también hay que reiterar que dicha organización resulta más factible si se construye sobre los principios de la igualdad de oportunidades.

			En conjunto, las críticas de Dubet y de Hufe, Kanbur y Peichl apuntan en una dirección con la que coincidimos: las diferencias relativas entre las distintas posiciones en la sociedad importan en términos de la dignidad de las personas y de la capacidad de ejercer poder para modificar las reglas del juego a favor de quien se encuentra en las posiciones con mayores recursos. En ese sentido, al momento de traducir el enfoque de igualdad de oportunidades en política pública, consideramos ineludible tanto la necesidad de establecer un piso mínimo de realización como la adopción de una perspectiva intergeneracional que evite el surgimiento y la ampliación de asimetrías de poder en la sociedad, sin olvidar que las reglas del juego establecidas deben eliminar la posibilidad de una asignación (sesgo) de recompensas determinada por las circunstancias de las personas.

			Hasta este punto hemos abordado críticas al concepto de igualdad de oportunidades que señalan sus limitaciones o confusiones sobre a qué se refiere en particular. De aquí en adelante nos centraremos en otros dos tipos de crítica, las cuales se oponen a la idea de una sociedad con igualdad de oportunidades debido a que viola principios filosóficos que se consideran fundamentales.

			¿LIMITA LA LIBERTAD INDIVIDUAL?

			Como ya mencionamos, la igualdad de oportunidades tiene su base en un concepto de libertad que permite a las personas ser y hacer según sus preferencias. Es a lo que el filósofo británico Isaiah Berlin llamó “libertad positiva”. Sin embargo, ésta no es la única forma en que puede entenderse la libertad. Como también menciona Berlin, otra noción de libertad, a la cual califica de “negativa”, se refiere al hecho de que una persona esté libre de la interferencia de otras personas sobre sus acciones y decisiones.6 Bajo la concepción positiva, la igualdad de oportunidades incrementa la libertad de la persona al reducir los factores que limitan su capacidad de ser o hacer. En caso de que se parta de una concepción de libertad negativa, sin embargo, no es claro que la igualdad de oportunidades necesariamente lleve a una mayor libertad individual, pues, si bien requiere la no interferencia de otra persona en múltiples decisiones de vida, a la vez implica la existencia de algunas políticas redistributivas en la sociedad.

			Entender la libertad como la ausencia de interferencia de otros en el espacio de decisión de cada persona se encuentra en el centro de las tradiciones libertarias modernas. De igual forma, se encuentra acompañado de una noción del derecho a la autopropiedad de la persona como un derecho natural, es decir, como uno que la persona tiene más allá de la sociedad de la que forme parte. El derecho a la autopropiedad es entendido por la filosofía libertaria como el derecho de las personas de poseerse a sí mismas, poseer sus acciones y, por lo tanto, los frutos de éstas. Así, los libertarios consideran cualquier acción que limite el ejercicio del derecho de propiedad de las personas —por ejemplo, los impuestos— como una violación a este derecho a la autopropiedad.7 En ese sentido, nos queda claro que, muy probablemente, para una persona que suscriba estos postulados libertarios la idea de igualdad de oportunidades será poco atractiva, porque, por un lado, impide la transmisión de padres a hijos de ciertas ventajas —que toman la forma de circunstancias— y, por otro, porque lo anterior implica que la persona no podrá obtener recompensas extraordinarias derivadas de dicha transmisión. Todo ello resulta contrario al derecho a la autopropiedad.

			Nuestra respuesta a esta objeción descansa en tres puntos. El primero es que la noción de que existen derechos naturales definidos de forma ahistórica y absoluta resulta difícil de sostener si prestamos atención a los últimos 200 años y a la progresiva expansión tanto de aquellos a quienes las sociedades reconocen como sujetos de derecho (minorías raciales y mujeres, por ejemplo) como del número de derechos reconocidos por las diversas sociedades. Ambas son muestra de que los derechos se encuentran definidos por la sociedad de la que las personas forman parte. Este carácter histórico y social de los derechos nos lleva a nuestro segundo punto, que afirma que la vida en sociedad es incompatible con concepciones absolutistas de los derechos relacionados con la propiedad. Esto es particularmente cierto cuando nos referimos a economías de mercado cuyo sustento institucional depende necesariamente de la existencia de un Estado y, por lo tanto, de un sistema de impuestos que lo financie. En esas sociedades, como señalan Liam Murphy y Thomas Nagel,8 la existencia del Estado es lo que posibilita que las personas puedan ejercer acciones que lleven a la existencia de los bienes y servicios que poseen, y por ello mismo la idea de un derecho de propiedad absoluto sobre ellas resulta insostenible, ya que no fue sólo gracias a sus acciones que se crearon dichas propiedades. De ahí viene la legitimidad de los sistemas impositivos como fuente de financiamiento de los Estados.

			Y esto a su vez conduce a nuestro tercer punto, que quizá sea el más importante. La noción de libertad implícita en el concepto de igualdad de oportunidades es mucho más amplia que la noción de libertad como la ausencia de restricciones en el espacio de decisión de la persona. De hecho, la incluye, porque la noción de libertad que valoramos es la que busca maximizar la capacidad de una persona de incidir sobre su propio destino, aminorando el peso de los factores fuera de su control. Entre estos factores se encuentran las intervenciones ilegítimas por parte de otras personas sobre su espacio de decisión. Estas intervenciones son las que pasan por encima de los derechos socialmente reconocidos y sobre los marcos legales acordados. Por ejemplo, mientras que se reconoce la necesidad de que haya semáforos para regular el tránsito, ese no es el caso con la existencia del cierre de una calle concreta de forma unilateral por agentes privados. Mientras que el primero es parte del marco legal, el segundo lo violenta. La primera es una intervención legítima, la segunda no lo es. En el marco de una sociedad con igualdad de oportunidades, las intervenciones legítimas incluirían aquellas que fueran necesarias para sostener ese principio de generación en generación.

			Estas intervenciones tienen como fin neutralizar el efecto de las circunstancias por dos vías. Por un lado, hay que eliminar las penalizaciones a la valoración del esfuerzo y las restricciones al espacio de oportunidades de las personas cuyas características se han erigido socialmente como circunstancias que guardan una asociación negativa con sus resultados de vida. Un ejemplo de este tipo de intervenciones son las políticas antidiscriminatorias en los lugares de trabajo, así como las que garantizan que los empleados reciban un salario equivalente por responsabilidades y cargas de trabajo iguales. En ambos casos, son políticas que buscan garantizar que el mismo esfuerzo y nivel de responsabilidad reciba la misma retribución. Y, por el otro, hay que convertir en irrelevantes las ventajas asociadas a ciertas circunstancias, desligando el acceso a ellas de las propias circunstancias de cada persona. Un ejemplo de lo anterior es garantizar que en todos los estados de la República la oferta educativa sea tal que las personas tengan acceso a todos los niveles educativos sin necesidad de migrar a otra región.

			En ambos casos se requieren importantes transformaciones en las instituciones que ordenan nuestra vida en sociedad, tanto aquellas que codificamos en leyes como las que forman parte de la cultura y las costumbres. La primera vía entraña la erradicación de los sistemas que construyen jerarquías en el acceso a recursos a partir de las características de las personas —como el racismo, el machismo, la xenofobia y la transfobia, entre otras—, es decir, las características que influyen en la distribución desigual de los recursos. La segunda vía requiere la construcción de sistemas de provisión universal que garanticen el acceso a lo que en su momento John Rawls llamó los bienes y servicios básicos, es decir, aquellos que permiten el desarrollo del potencial en el ser y hacer de las personas.9

			Ahora bien, entendemos que puede haber preocupaciones sobre las restricciones a los elementos que padres y madres pueden heredar a sus hijos, en particular cuando se trata de cuestiones no monetarias como son las habilidades de convivencia, el capital social y la disciplina de trabajo, entre otros. El disfrute y el compromiso con el desarrollo de los hijos, en ningún caso, puede entenderse como algo negativo. En este caso, hay que señalar que el enfoque de las oportunidades no establece restricciones de acceso a factores que permiten a las personas alcanzar todo su potencial. Por el contrario, propone el establecimiento de las condiciones necesarias para que todas las personas lo alcancen. De ahí que cualquier transmisión de madres y padres a hijos que sea valiosa para su desarrollo debe promoverse. Por ello, los mecanismos de compensación dirigidos a quienes la sociedad ha puesto en desventaja por haber convertido sus características de origen en circunstancias que limitan su espacio de oportunidades deben ser en modo de suma. Es decir, debe tratarse de mecanismos de compensación que busquen ampliar el espacio de oportunidades, abriendo el acceso a las ventajas que no estuvieron disponibles para ellos o compensando directamente a esas personas por no haber contado con dicho acceso. Obviamente, lo anterior plantea un escenario más demandante para un Estado que se compromete con la igualdad de oportunidades. Sin embargo, lo anterior también implica que la transmisión de ventajas de madres y padres a hijos sume algo al colectivo social.

			Reconocemos que quizá para algunos de nuestros lectores la noción de neutralizar las ventajas —en forma de circunstancias que se pueden transmitir a los hijos—, haciéndolas disponibles para todas las personas, puede parecer un tanto extrema. A final de cuentas, los padres buscan legar a sus hijos ciertas ventajas valoradas y no accesibles para el resto porque conocen bien la ausencia de igualdad de oportunidades en la sociedad; por ello resulta imprescindible garantizar que los hijos cuenten con las circunstancias que les permitan recorrer un camino menos complicado en la vida. Sin embargo, en lo que se refiere a circunstancias como las socialmente construidas que establecen jerarquías a partir de características personales como las antes descritas, vale la pena cuestionarse por qué se acepta este estado de cosas como el único posible. Por el contrario, si se construye una sociedad con igualdad de oportunidades, en la que este tipo de características no influye en la determinación del acceso y las recompensa en, por ejemplo, el mercado laboral, la necesidad de legar ventajas a hijos e hijas se relativiza, dado que el camino se allanaría para todos. En ese sentido, una sociedad con igualdad de oportunidades resulta ser el mejor legado —colectivo— posible.

			Por último, no hay que olvidar que, para lograr que una sociedad con igualdad de oportunidades sea sostenible en el largo plazo, es necesario que los resultados de una generación sean la fuente de recursos con que se financie el espacio de oportunidades de las siguientes. Lo anterior, por definición, incluye un componente de progresividad, es decir, de mayor aportación por parte de quienes más pudieron aprovechar su espacio de oportunidades. Y aunque en ciertas formulaciones extremas del principio de libertad individual esto puede parecer inaceptable, nosotros lo consideramos una inversión necesaria para construir sociedades solidarias y sostenibles en el tiempo que sean consideradas como justas por parte de sus integrantes.

			¿EXISTE UNA JERARQUÍA NATURAL?

			Uno de los planteamientos que van y vienen para argumentar en contra de la posible efectividad de una política que iguale oportunidades es el de la existencia de una jerarquía natural por razones genéticas. Si bien este argumento está lejos de ser nuevo y su falsedad se ha probado en múltiples ocasiones, reaparece con frecuencia a manera de justificación de las desigualdades, quizá porque las establece como si fueran algo “natural”. Este argumento es, por ejemplo, el que sostiene la oposición de algunos libertarios inspirados en la obra de Murray Rothbard.10 Se trata también de un argumento presente en libros de gran difusión internacional, como The Bell Curve [La curva de Bell], un libro de Charles Murray y Richard J. Herrnstein,11 quienes dan por sentado que las diferencias en inteligencia medidas con el coeficiente intelectual son reflejo de diferencias genéticas y que éstas explican, a su vez, las diferencias de ingreso y educación entre los diversos grupos raciales de Estados Unidos. Aun cuando este libro ha sido desacreditado por sus muchos problemas con las fuentes y por sus métodos de análisis,12 hasta hace no mucho (hacia 2018) era posible encontrar en los medios mexicanos a comentaristas que defendían la tesis de esta obra, como Macario Schettino.13 Dada esta capacidad de supervivencia del argumento, a pesar de la abundante evidencia en contra, consideramos importante responder de la forma más completa posible, no sólo porque es una idea que no se sostiene con evidencia empírica, sino porque se trata de algo que ha acompañado e intentado justificar varias de las atrocidades más grandes en la historia humana, como son el Holocausto y la esclavitud de la población africana.

			La versión moderna de este argumento establece que la inteligencia está fuertemente determinada por la genética y que, debido a ello, las desigualdades en escolaridad e ingreso, en realidad, no son otra cosa que la expresión de las diferencias en los genes relacionados con la inteligencia. Así, habría una jerarquía en inteligencia determinada por la genética. A modo de evidencia se suele citar el coeficiente de heredabilidad de los coeficientes intelectuales o de otros comportamientos. Por ejemplo, en un artículo, Schettino afirma: “Aunque la evidencia de la heredabilidad es clara (los hijos se parecen a los padres), trasladar lo que vemos en rostros, formas de andar, figura, a características de comportamiento, nos cuesta mucho trabajo.” Sin embargo, la interpretación que este autor hace de la evidencia sobre la heredabilidad, si bien se ha popularizado, es errónea. El problema radica en que el significado de la palabra heredabilidad en estudios sobre genética es diferente al que se le da en el lenguaje cotidiano. Mientras que en del día a día la palabra se entiende como la transmisión de una cosa o una característica de padres a hijos, en los estudios de genética se refiere a la relación entre la variabilidad en los genes y la variabilidad en un comportamiento o un rasgo.14 La confusión entre ambos significados no es trivial ni inocente, pues lleva a interpretaciones por completo distintas de la evidencia empírica. Si se utiliza la definición del lenguaje común, se impone de forma implícita una interpretación monocausal a lo que vemos en la realidad: ésta muestra el grado en que de padres a hijos se transmite un rasgo o comportamiento. Si en cambio se emplea la definición técnica, no es posible imponer una interpretación de este tipo a los datos empíricos, pues los coeficientes de heredabilidad no dicen nada sobre las causas detrás de la relación entre el genotipo y el comportamiento analizados.

			Lo anterior queda más claro con un ejemplo originalmente propuesto por Christopher Jencks y sus coautores.15 Imaginemos una sociedad en la que a las personas pelirrojas se les prohíbe ir a la escuela. Si calculamos el coeficiente de heredabilidad para ese comportamiento, encontraríamos que la variabilidad en el color de cabello está estrechamente ligada a la variabilidad de la asistencia escolar. En particular, se observaría que la expresión del gen del color de cabello rojo está ligada a una nula asistencia escolar. Si entonces alguien nos dijera que ese alto coeficiente de heredabilidad es una muestra de que los genes ligados al cabello rojo afectan directamente la asistencia escolar, no lo tomaríamos en serio. Y con justa razón, sabemos que el color de cabello nada tiene que ver con la asistencia escolar, ya que la razón de la relación se encuentra en una causa ambiental: la prohibición que enfrentan los pelirrojos. Sin embargo, quienes interpretan los coeficientes de heredabilidad como evidencia de una transmisión genética directa del comportamiento o rasgo caen en ese tipo de interpretación errónea.

			El ejemplo anterior sirve también para ilustrar dos características de los coeficientes de heredabilidad que no suelen mencionar quienes los emplean como confirmación de la supuesta existencia de un componente genético en la transmisión de comportamientos. La primera es que los coeficientes sólo son relevantes para la población y el momento histórico para los que se calculan. Si en lugar de analizar la sociedad del ejemplo anterior analizamos una en la que la restricción a los pelirrojos no existiera y calculamos el coeficiente de heredabilidad de dicha sociedad, lo que encontraríamos sería que en ésta la relación sería mucho menor que en la primera, aun cuando los genes del cabello rojo no habrían cambiado. La segunda es que los coeficientes de heredabilidad cambian cuando cambia el ambiente para el que se calculan. Si en la sociedad de la prohibición a los pelirrojos cambiara la legislación y se eliminara la restricción, el coeficiente de heredabilidad cambiaría. De nuevo, nada cambió en los genes, sino en el ambiente. Por estas características, los coeficientes de heredabilidad de un comportamiento no pueden ser interpretados como coeficientes de transmisión genética. No sólo eso, sino que, dados los malentendidos que causa en la discusión pública esa interpretación errónea, biólogos,16 psicólogos,17 economistas18 y econometristas19 han abogado por que este tipo de medición deje de utilizarse.

			El último ejemplo que mencionamos resalta el papel que puede tener el contexto socioeconómico (ambiente) de las personas en su desarrollo y cómo dicho efecto puede ser confundido con el efecto genético. Una disciplina que ha buscado erradicar esas confusiones e identificar una relación causal, si existe, entre la genética y los resultados de vida de las personas es la antropometría histórica, área en la cual uno de nosotros ha realizado investigación para el caso mexicano.20 Esta rama de las ciencias sociales, con algo de economía y algo de historia, se concentra en la dinámica del bienestar de la humanidad a partir del análisis, principalmente, de la estatura promedio de las poblaciones. Robert W. Fogel, premio Nobel de Economía, explica que la estatura es una medida que refleja la nutrición neta de las personas. En ese sentido, señala que la estatura final refleja la experiencia nutricional de las personas durante su etapa de crecimiento físico, lo cual también incluye la etapa de desarrollo dentro del vientre materno.21 Así, una mayor estatura promedio de la población indica una mejora en el bienestar biológico. Cuando se realizan comparaciones entre poblaciones de distintas adscripciones étnicas, la discusión se centra en si la ventaja de un grupo sobre el otro se debe a factores naturales o a diferencias causadas por el entorno socioeconómico en el que cada uno se desarrolla.

			Una manera de aproximarse a una posible respuesta a lo anterior es por medio de comparaciones dentro de un mismo grupo étnico. Si suponemos que el principal determinante de la estatura es la genética, para comprobarlo tendríamos que observar que la diferencia de estatura entre sus miembros es cercana, independientemente del entorno ambiental, por ejemplo socioeconómico, en el que se desarrollan. Un ejemplo de estudio para contrastar lo anterior es el de Smith y sus coautores,22 quienes compararon el desarrollo en estatura de menores mayas (6-12 años) en dos entornos distintos, el guatemalteco y el estadounidense; en el segundo caso se trata de niños que migraron a Estados Unidos y que los autores catalogan como equivalentes (comparables) a los no migrantes, es decir, que descartan algún tipo de problema por lo que se conoce como sesgo de selección (por ejemplo, que los niños migrantes sean distintos a los no migrantes por distintos factores, incluso los genéticos). Lo que encuentran es sorprendente, ya que la diferencia a favor de los niños migrantes, una vez expuestos al entorno socioeconómico más favorable en Estados Unidos, alcanza los diez centímetros de estatura. Es decir, de vuelta con el planteamiento inicial, se muestra que el entorno socioeconómico, más allá de la genética, produce una gran diferencia.

			La otra posible aproximación es por medio de comparaciones entre distintos grupos étnicos expuestos a entornos socioeconómicos lo más parecidos posible. En ese caso, si la genética resulta más determinante, lo que se esperaría observar son estaturas promedio diferentes entre distintos grupos étnicos. Un ejemplo para comprobar esto es el estudio de Habicht y sus coautores, quienes comparan la estatura promedio de niños (0-7 años) de ocho países en desarrollo (Brasil, Costa Rica, Guatemala, Haití, Jamaica, Nigeria, India y Hong Kong) con el promedio de las tablas de estatura oficiales de Estados Unidos.23 En ese caso, lo que suponen es que hay diferencias genéticas por razones de distinta adscripción étnica, por lo cual, para definir un grupo que sea comparable en términos de entorno socioeconómico con el estadounidense, dividen en dos grupos a los niños de los países en desarrollo, entre los cuales uno de ellos se cataloga como de nivel socioeconómico alto. Su resultado muestra que la estatura promedio de este grupo en cada país en desarrollo se encuentra alrededor de la mitad de la escalera de estaturas en Estados Unidos (en el percentil 50). Es decir, volviendo al planteamiento de la aproximación alternativa, lo que este caso muestra es que, en términos de estatura, la diferencia genética no marca una gran diferencia si el entorno socioeconómico es más parecido.

			Como ya mencionamos, la evidencia sobre la heredabilidad no puede ser interpretada como evidencia a favor de una jerarquía genética de la inteligencia. Más bien, esa evidencia debería hacernos reflexionar sobre cómo las instituciones sociales, al asociar diferencias en poder y recursos con rasgos de las personas, terminan por “naturalizar”, y por lo tanto normalizar y justificar, ciertas desigualdades económicas. Como muestra la evidencia antropométrica, son esas instituciones las que producen en mayor medida las diferencias en los resultados de vida de las personas en términos económicos o educativos. Este hallazgo se ha visto confirmado incluso por estudios que emplean los genotipos completos de millones de personas para identificar el grado de relación de los genes y algunos resultados de vida, como el logro educativo.24 Estos resultados no niegan que los genomas de las personas sean diferentes o que la genética tenga un papel en la trayectoria de vida de cada persona. Hacerlo resultaría absurdo. Lo que sí dicen es que la diversidad genética de la humanidad no tiene una “jerarquía natural”.25 Son las reglas y las normas que las sociedades construyen lo que crea esas jerarquías, y eso determina que ciertos rasgos o habilidades reciban una mayor recompensa que otras. Al igual que el contexto de origen, los genes de la persona deben ser vistos como circunstancias, en la medida en que no son elegidos por ésta. Que socialmente recompensemos o castiguemos la expresión de ciertos genes es lo que hace que existan las jerarquías. Dicho de otra forma, esas jerarquías no son naturales sino sociales y no son otra cosa que la materialización de una forma de la desigualdad de oportunidades que deriva en situaciones injustas.

		


		
			3. La meritocracia

			Uno de los temas que en tiempos recientes se ha colocado con mayor intensidad en la discusión pública es el de los méritos —o, de forma más sucinta, el mérito— de una persona. En particular, se hace referencia a la meritocracia como el régimen distributivo en el que las recompensas disponibles para cada persona dependen de los méritos —o del nivel de mérito— con que cuente cada una. Así, el mérito se convierte en una especie de llave que, en una sociedad meritocrática, abre la puerta hacia la posición que una persona alcanzará en la distribución de recursos.

			Si bien el concepto de meritocracia fue acuñado por el sociólogo inglés Michael Young en su libro de 1958 The Rise of the Meritocracy [El auge de la meritocracia], desde hace algunos años está en el centro del debate público. En el escenario internacional, obras como The Meritocracy Trap [La trampa de la meritocracia] de Daniel Markovitz, The Tyranny of Merit [La tiranía del mérito] de Michael Sandel, Success and Luck [Éxito y suerte] de Robert Frank y The Aristocracy of Talent [La aristocracia del talento] de Adrian Wooldridge han puesto en el centro del debate la pregunta sobre si es deseable vivir en una meritocracia.1 Por el lado de los críticos se encuentran Sandel y Markovitz, quienes argumentan que, incluso en una meritocracia sin imperfecciones, este régimen distributivo implica la adopción de la competencia entre personas en todos los aspectos de la vida, lo que trae consigo un debilitamiento de los lazos comunitarios, pues todos los miembros de la sociedad son percibidos como posibles competidores. De igual forma, obliga a cada persona a dedicar más y más recursos con tal de alcanzar una posición más alta en la escala social. El resultado es que si todas las personas hacen esto, las posiciones no se modifican, pero se incrementa el costo de mantenerse en la misma posición en la que arrancó cada cual. Lo anterior implica una caída en el bienestar de todos los involucrados, punto en el que coinciden con Frank. En cambio, por el lado de los que apoyan la idea de la meritocracia se encuentra Wooldridge, quien señala que este tipo de organización permite que las personas se ubiquen en las ocupaciones para las que son mejores, a la vez que se establecen reglas claras sobre cómo ascender a posiciones con acceso a mayores recursos. El resultado es un mayor nivel de recursos para la sociedad en su conjunto, dentro de un sistema legítimo de recompensas, dado que todos conocen y juegan bajo las mismas reglas.

			En México, este debate ha tenido lugar en las secciones de opinión de algunos medios de comunicación. Autores como Máximo Jaramillo2 y Alice Krozer3 cuestionan la idoneidad de la meritocracia como principio organizador de la sociedad mexicana. Además de suscribir los argumentos planteados por Sandel y Markovitz, ellos añaden que entre nosotros la meritocracia funciona como una forma de legitimar los altos niveles de desigualdad. Señalan que hay una narrativa que se construye sobre la base de que quienes gozan de mayores recursos económicos es porque los merecen, mientras que quienes se encuentran en la pobreza no han hecho “suficientes méritos”. Así, sostienen que la meritocracia no sólo es un principio que no se cumple en el caso mexicano, sino que en general no es uno que deba funcionar como ideal a perseguir. Del lado opuesto se encuentran autores como José Antonio Aguilar Rivera,4 quien, si bien coincide en que México no es en su mayor parte una sociedad meritocrática, sí es deseable diseñar instituciones que nos acerquen a ella.

			Dado que en la discusión pública es frecuente asumir que una meritocracia es equivalente a una sociedad con igualdad de oportunidades, en este capítulo buscamos señalar las diferencias entre ambos conceptos. La diferencia no es sólo de terminología, sino que se ubica en el reconocimiento del papel que tienen las circunstancias de las personas en la determinación de los resultados de vida individuales y en su distribución. La discusión sobre la meritocracia va más allá de una pugna conceptual y filosófica, ya que tiene implicaciones directas sobre qué tan legítimas consideramos las desigualdades sociales y por ende influye directamente sobre la política pública dedicada a la recaudación de impuestos y a las transferencias de recursos a distintos miembros de la sociedad. Por ejemplo, usar el mérito como criterio de asignación implica determinar que algunas personas merecen recibir programas sociales, al tiempo que otras no. Nuestro objetivo en las siguientes páginas es explorar a detalle las diferencias entre meritocracia e igualdad de oportunidades para que, una vez entendidas, identifiquemos aquellas políticas públicas que se presentan como de igualdad de oportunidades sin que en realidad lo sean y que, por lo tanto, no necesariamente abonen en ese sentido.

			¿QUÉ ES EL MÉRITO?

			Hay que comenzar por discutir qué es el mérito. Una primera dificultad a considerar es que no hay una definición bien establecida del término. Como señala Amartya Sen, aquello que se considera mérito o meritorio depende de lo que en cada sociedad se entiende por deseable y bueno.5 En el caso de las sociedades occidentales, no sólo la noción de qué es deseable y bueno ha cambiado con el paso del tiempo, sino también la de qué puede ser considerado como meritorio: las personas o las acciones. Como lo han señalado Joseph Kett6 y John Carson,7 durante la Ilustración y hasta antes de la mitad del siglo XIX la noción de mérito estaba muy asociada a rasgos intrínsecos de las personas, los cuales no podían ser adquiridos a voluntad y cuya existencia era revelada mediante las acciones individuales en distintos ámbitos, como el militar, el político o el intelectual. Al concebirse como algo innato a la persona, esta concepción del mérito implicaba la existencia de una “aristocracia natural” compuesta por las personas meritorias, las cuales estaban llamadas a ocupar las posiciones de poder y de mayor relevancia en la escala social. Así, más que acciones meritorias, habría personas meritorias.

			Esta noción se transformó a partir del régimen napoleónico en Francia8 y, en mayor medida, a partir de la segunda mitad del siglo XIX. En ese periodo, la noción de mérito pasó de la esencia de las personas al conjunto constituido por los talentos y las habilidades, acompañados unos y otras del esfuerzo individual. De esta manera, el mérito dejó de ser algo con lo que sólo unas cuantas personas contaban por razones innatas, ya que también podía alcanzarse si se realizaban ciertas acciones para hacerse de talentos y habilidades considerados socialmente valiosos. A partir de ahí, el mérito dejó de concebirse como una cualidad constitutiva de las personas y se convirtió en una cualidad derivada de sus acciones.

			Una vez que nos hemos aproximado a una definición un tanto más precisa de mérito, podemos describir las razones por las cuales un régimen meritocrático puede resultar más o menos atractivo. Por un lado, si el mérito es una cualidad innata de ciertas personas, un régimen meritocrático no sólo provoca que éstas ocupen las posiciones con acceso a una mayor cantidad de recursos, sino que las lleva a ocupar las de mayor responsabilidad en la sociedad. La implicación de lo anterior es que los asuntos públicos y las decisiones que les conciernen deben ser conducidos por las personas a las que se les considera más meritorias para hacerlo. Al recompensar el mérito, la meritocracia se asegura de que esas personas siempre busquen estar a cargo de dichas responsabilidades debido a las recompensas materiales y sociales que traen consigo. Dada su conclusión lógica, esto llevaría a la develación de lo que Thomas Jefferson llamó “aristocracia natural”, constituida por las personas que intrínsecamente son más meritorias.9

			Si, en cambio, el mérito es una cualidad de las acciones individuales y no de las personas, la meritocracia se constituye como un sistema de incentivos que impulsa a las personas a realizar las acciones que se consideran meritorias. Ese carácter meritorio de las acciones puede basarse en que éstas son consideradas en esencia buenas o deseables, o en que realizarlas acarrea una serie de resultados socialmente deseables. En ambos casos, la meritocracia llevaría a que ese tipo de acciones se realizara con mayor frecuencia, lo que derivaría en una mejor situación para la sociedad en su conjunto.

			Para entender mejor la dicotomía sobre el carácter meritorio de las acciones, vale la pena poner un ejemplo. En lo social, consideramos que ir a la escuela es algo intrínsecamente bueno para cada persona, tanto que en México éste es uno de los derechos garantizados en la Constitución. Así, sin importar cuáles sean los resultados de pasar por las aulas, realizar esta acción es algo considerado meritorio en lo individual. Sin embargo, sabemos que ir a la escuela también tiene efectos socialmente positivos, dado que una población con mayores niveles educativos puede emplearse en una mayor variedad de tareas y, con ello, ampliar las posibilidades de producción de la sociedad en su conjunto. En este sentido, ir a la escuela también puede ser considerado como algo socialmente meritorio. En ambos casos, un sistema meritocrático sería aquel que recompensara más por ir a la escuela que por no hacerlo, pues se trataría de una acción meritoria bajo cualquiera de los dos criterios que mencionamos.

			Con estos argumentos en mente, vale la pena regresar a la formulación original de Michael Young para discutir por qué, aunque pueden sonar parecidos, una meritocracia no necesariamente implica un régimen de igualdad de oportunidades.

			LOS LÍMITES DE LA MERITOCRACIA

			En The Rise of the Meritocracy, Young plantea como caso de análisis una sociedad en la que el mérito de sus miembros está definido por los resultados que obtienen en ciertas pruebas de habilidades cognitivas a lo largo de su vida. Ello implica que esta sociedad considera el mérito como la combinación de las habilidades y los talentos intelectuales que poseen las personas y del grado de esfuerzo que realizan para desarrollarlos. Si este escenario nos resulta relativamente familiar es porque Young se basaba en la sociedad británica de mediados del siglo XX, en la que las pruebas de habilidades y los exámenes de admisión habían adquirido un papel cada vez más predominante en la vida de las personas, pues determinaban el tipo de escuela al que asistirían y el tipo de ocupaciones que tendrían. Ese modelo de sociedad es, en parte, el que hoy se considera como meritocrático.

			Con esa definición, un sistema meritocrático es aquel que identifica de forma certera las habilidades cognitivas y la preparación educativa de las personas. En el escenario que Young analiza, esa identificación adquiere la forma de un examen de habilidades cognitivas, las cuales dependen de la combinación del contexto de las personas y de sus capacidades naturales. A partir de esa identificación, y dependiendo del “nivel de mérito” obtenido en el examen, se determina el conjunto de ocupaciones a las que las personas podrían dedicarse y, por lo mismo, el abanico de recompensas al que tendrán acceso. En particular, Young plantea una sociedad en la que las ocupaciones de corte administrativo con capacidad de toma de decisiones y enfocadas en tareas cognitivas son exclusivamente el coto de las personas con el mérito que surge de las mayores calificaciones educativas y de la habilidad cognitiva. En cambio, las ocupaciones que realizan en su mayoría tareas manuales serán ocupadas por las personas en el otro extremo de dichas calificaciones.

			De acuerdo con Young, ese modelo dota a la sociedad de una estructura estamentaria similar a la de la “aristocracia natural” de Thomas Jefferson. Esto ocurre por dos procesos que se dan de manera simultánea. Por un lado, la asignación de perfiles para cada ocupación, resultado de un examen, lleva a que de manera progresiva las historias de vida de las personas en cada una de las ocupaciones sean cada vez más similares entre sí. Esto sucede debido a que el nivel de “mérito” que alcanzan es el resultado mismo de esas historias de vida, que no son otra cosa que la combinación de ciertas circunstancias con ciertos grados de esfuerzo. Esta homogeneización de los perfiles en cada uno de los escalones de la jerarquía del mérito implica que, progresivamente, las personas de cada escalón van a convivir menos con las personas de otros estratos de dicha jerarquía. Es decir, se forman estamentos impermeables. Este proceso se enraíza cuando se considera que los miembros de cada uno de los escalones en la jerarquía del mérito tienen la capacidad de heredar, en mayor o menor medida, las circunstancias que les permitieron alcanzar dicho escalón. Si los padres están interesados en que sus hijos alcancen un nivel de condiciones de vida similar al de ellos, entonces buscarán transferir la mayor cantidad de circunstancias a sus hijos. Si a mayor mérito, mayores recursos disponibles, este proceso termina por hacer que los estamentos formados sean impermeables, en el sentido de que personas con padres con menos “méritos” parten en desventaja, en términos de los bienes y servicios a los que tienen acceso, respecto de aquellos cuyos padres tuvieron más méritos. Si todos los padres hacen esto al mismo tiempo, lo que termina ocurriendo es que la posición que cada familia ocupa en la escalera social tiende a mantenerse estática: se producen sociedades con muy escasa movilidad social entre las distintas posiciones de la escalera de ingresos, a pesar de que los mecanismos de selección ya no sean hereditarios, sino meritocráticos. De ahí que Jefferson no erraba al hablar de aristocracias: en el límite, una meritocracia puede llevar a una sociedad tan rígida como aquella a la que originalmente buscaba combatir. De ahí también que Young acuñara el término meritocracia, no para definir un estado deseable del mundo, sino para nombrar al esquema social cuyos efectos nocivos deseaba resaltar.

			Un ejemplo puede servir para aclarar la forma en que ambos procesos operan y llevan al resultado expuesto por Young en su libro. Vamos a suponer que en una universidad los estudiantes de nuevo ingreso son asignados a los distintos grupos con base en el resultado que obtienen en un examen de conocimientos y habilidades cognitivas. En los semestres sucesivos, los estudiantes son libres de elegir en qué grupo inscribirse, pero lo harán en un orden que depende de la calificación obtenida en un examen estandarizado que se realiza al final del semestre anterior: mientras más alta sea su calificación, más temprano pueden inscribirse. Vamos a suponer además que todos los estudiantes tienen información sobre el cuerpo docente en términos de la calidad de sus clases y que el estudiantado tiene el mismo deseo de asistir a clase con los mejores profesores por lo que toca a la calidad de los cursos. Este sistema de asignación de clases cumple con los parámetros de un sistema meritocrático: asigna la mayor recompensa —la más alta probabilidad de inscribirse con un buen profesor— a los estudiantes que hicieron mayores méritos —los de mejor puntuación en el examen estandarizado—. Este tipo de sistema provoca una segregación del cuerpo estudiantil, en la que los estudiantes de mejor desempeño en el examen estandarizado tienen siempre la preferencia de acceso a los profesores de mejor calidad, mientras que los estudiantes de peor desempeño, de forma consistente sólo pueden tomar clases con los peores profesores. Si un estudiante del segundo grupo desea pasar al primero, tiene que hacer un esfuerzo mucho mayor que el de todos los estudiantes, pues sólo para alcanzar el nivel de arranque de los estudiantes del primer grupo tiene que estudiar para complementar las deficiencias de las clases que atiende, subsanar las carencias que arrastra de semestres previos y aprender lo suficiente como para ser de los mejores de su generación. Esto reduce la probabilidad de que el estudiante escale hasta llegar a una posición que le permita tomar clase con los mejores profesores, con lo cual la segregación inicial se mantiene en el tiempo. Esto es, justamente, a lo que se refiere Young con la creación de estamentos impermeables: se vuelve imposible escalar porque las raíces del mérito son sembradas desde el momento inicial y el sistema sólo refuerza la trayectoria que esas raíces, fuera del control de la persona, ocasionan.

			Es cierto que el análisis de Young se basa en un caso extremo, pero, como muestra el ejemplo anterior, las dinámicas que su análisis revela están presentes por diseño en los sistemas meritocráticos: este tipo de sistemas establecen jerarquías con relativamente baja movilidad entre los escalones. El grado de movilidad social depende de lo que diferencia a la meritocracia de un régimen de igualdad de oportunidades: la definición misma que cada sociedad da a lo meritorio y qué tan democrático es el acceso a ello.

			MÁS ALLÁ DE LA MERITOCRACIA: VERDADERA IGUALDAD DE OPORTUNIDADES

			Pensemos en la forma más común en que el concepto de meritocracia se lleva hoy a la práctica. En la actualidad, la definición de mérito suele hacer referencia a la combinación de habilidades “naturales” y de calificaciones formales (usualmente educativas) relacionadas con la actividad que se considera. Ésta es, por ejemplo, la caracterización que hace Adrian Wooldridge en The Aristocracy of Talent [La aristocracia del talento] del criterio con el cual los sistemas meritocráticos actuales asignan recompensas entre los participantes.10 Por lo general, estos sistemas meritocráticos asumen de entrada que el acceso a las calificaciones formales está disponible para todos y que las “habilidades naturales” están dadas por un factor fuera del contexto en el que se desarrollan las personas. Es decir, se trata de un factor aleatorio que favorece, o no, a las personas. Esto es más o menos una versión moderada de lo que Young concebía cuando acuñó el término. Cuando vemos esta definición de mérito bajo la lupa del enfoque de igualdad de oportunidades, se vuelve patente que el mérito de una persona no está determinado exclusivamente por ella, sino por la combinación de sus circunstancias y su esfuerzo. Como ya dijimos, las circunstancias son las características de la persona o de su entorno con base en las cuales la sociedad determina las oportunidades a las que puede tener acceso con su propio esfuerzo.

			Es justo debido a que las circunstancias determinan el acceso a aquello considerado meritorio que las meritocracias terminan volviéndose sociedades en mayor o menor medida estamentales. Si el acceso a las calificaciones formales depende de las circunstancias, dar una mayor recompensa a las mayores calificaciones implica, a su vez, una mayor recompensa para las circunstancias que favorecen la adquisición de dichas calificaciones. Esto les permite a quienes las poseen transmitirlas a su descendencia en forma de circunstancias favorables, y así sucesivamente. El resultado es que, con el paso de las generaciones, las oportunidades dependen cada vez más de las circunstancias y cada vez menos del grado de esfuerzo, al tiempo que el acceso a lo considerado meritorio se cierra para quienes parten de circunstancias diferentes de las que gozan aquellos que sí tienen ese acceso.

			Volvamos a las dos definiciones de lo meritorio que presentamos al inicio del capítulo y a las críticas de Young. Bajo cualquiera de ellas, la diferencia con el enfoque de igualdad de oportunidades se mantiene, por una misma razón: el papel que tienen las circunstancias de las personas. En el caso de la primera crítica, referente a la “aristocracia natural” de Jefferson, hay que considerar que, incluso si para una generación en particular el esquema de selección que permite identificar a dicha aristocracia funciona de forma correcta, esas personas son recompensadas por la suerte de haber nacido con las circunstancias correctas —que las vuelven meritorias— y no por su esfuerzo. En ese sentido, el proceso de homogenización de los perfiles de las personas de cada estamento en torno al “perfil meritorio” correspondiente se vuelve, desde la óptica del enfoque de desigualdad de oportunidades, en uno en torno a las circunstancias de las personas en cada estamento. Es decir, cada estamento estaría compuesto de personas con circunstancias equivalentes, pues éstas determinan el grado de mérito que alcanzan sus miembros. Eso es justamente algo que quiere evitar un régimen de igualdad de oportunidades. Sin un esquema que compense la obtención de resultados menores debido a unas circunstancias adversas de origen, los “talentos” intrínsecos de las personas no resultan suficientes para contrarrestarlas.

			La historia del futbolista Lionel Messi es un ejemplo de cómo ni siquiera el más grande de los talentos naturales puede revertir la preponderancia de las circunstancias de origen y cómo, de hecho, se necesitan intervenciones externas para lograrlo. Es innegable que Messi cuenta con un gran talento para jugar al futbol y que sin duda está entre los tres jugadores más destacados de la historia de ese deporte. Sin embargo, su biografía hace patente que la clave original que después le permitió obtener todos los trofeos y campeonatos que ahora posee fue una intervención, en este caso de una entidad privada, para reducir la importancia de sus circunstancias de origen sobre sus resultados de vida. Esa intervención fue la decisión del equipo Barcelona de pagar un tratamiento de hormona de crecimiento. Si bien desde su infancia Lionel demostró grandes habilidades en la cancha, siempre tuvo una menor estatura que sus compañeros de juego, lo que representaba una desventaja cada vez mayor. Inicialmente, su familia decidió pagar el tratamiento, pero el alto costo lo volvió prohibitivo después de un tiempo. Ante esto, sus padres buscaron que el club argentino Newell’s Old Boys se hiciera cargo del tratamiento, a lo cual el club se negó. Ni siquiera uno de los clubes más grandes de Argentina, River Plate, contrató a Messi, por la misma razón. Fue en ese momento que el Barcelona decidió aceptarlo en las fuerzas básicas del club y pagar su tratamiento hormonal.11 De no haber ocurrido esto, la carrera de Messi difícilmente habría llegado hasta los niveles que alcanzó. Su talento, por más inmenso que fuera en materia futbolística, no podía compensar la importancia de una circunstancia de origen como el déficit de hormona de crecimiento. Se requirió de una intervención explícita para contrarrestar esa circunstancia y que así Lionel pudiera convertirse en el gran jugador que hoy es. Es necesario subrayar que tuvieron que confluir muchos factores para que Messi llegara a ojos del Barcelona. Sin su conjunción, a la cual podemos llamar suerte, el desenlace feliz que todos conocemos no habría sido posible. Eso muestra cómo en las meritocracias, ante la ausencia de intervenciones que minimicen el papel de las circunstancias, incluso el mejor jugador de futbol del planeta necesitó un estímulo externo.

			Ahora consideremos el caso en el que lo meritorio son las acciones de las personas, no las personas en sí. Esta noción de lo meritorio es más cercana a la noción de grado de esfuerzo a la que hace referencia el enfoque de igualdad de oportunidades. Si las acciones meritorias, y por lo tanto el grado de mérito, dependen exclusivamente del grado de esfuerzo de las personas, entonces no existe, de entrada, un factor que limite las posibilidades de ascenso o descenso social más allá de los deseos de las personas. Es decir, el acceso al mérito es completamente democrático porque todas las personas pueden tener acceso al nivel de mérito que más se ajuste a sus preferencias. Si consideramos sólo una generación, entonces podríamos decir que un régimen meritocrático, construido sobre la noción del mérito como grado de esfuerzo, es equivalente a una sociedad con igualdad de oportunidades. Sin embargo, esta equivalencia deja de ser necesariamente cierta cuando se toma una perspectiva intergeneracional. Como dice Young, bajo ese enfoque hay otro componente que entra en juego: la capacidad que tienen los integrantes de una generación de heredar a la siguiente la posición que hayan alcanzado. Mientras esa capacidad exista, la importancia de las circunstancias de origen participará en la determinación de los resultados de vida de las personas. Si bien en una generación inicial el mérito sólo era el grado de esfuerzo, en la siguiente las personas en la parte alta de la escala de mérito pueden transferir parte de él a sus hijos mediante bienes y servicios que reduzcan el grado de esfuerzo que los segundos deberán realizar en el futuro. Esto hace que, incluso una formulación de la meritocracia en la que el mérito sea equivalente al grado de esfuerzo, no necesariamente implique igualdad de oportunidades. Para ello se requiere un esfuerzo dedicado a contrarrestar la importancia de las circunstancias de origen y de su transmisión entre generaciones.

			En ese sentido, un régimen de igualdad de oportunidades exige cuestionar la idea del mérito como criterio de asignación y, en cambio, emplear la del grado de esfuerzo. El cambio en ese criterio de asignación implica reconocer que se busca contrarrestar la importancia, ya sea a favor o en contra, de las circunstancias. Así, una sociedad con igualdad de oportunidades busca tanto igualar los puntos de partida de las personas como eliminar los factores que hacen que el esfuerzo de unas personas valga más que el de otras respecto de los resultados de vida que dicho esfuerzo trae consigo. Es decir, se trata de una sociedad en la que el criterio por el cual se distribuyen los recursos sólo depende de la agencia individual. Mantener la noción de mérito como centro de los criterios de asignación implica introducir, así sea por la puerta de atrás, a las circunstancias en la determinación de los resultados de vida de la persona, lo que con el tiempo deriva en una menor movilidad social. Sólo bajo el supuesto de que el mérito es igual al grado de esfuerzo es que ambos regímenes distributivos coinciden, por lo que es un error identificar una sociedad con verdadera igualdad de oportunidades con una sociedad meritocrática. En ese sentido, y como respuesta a la pregunta del inicio del capítulo, coincidimos con quienes señalan que no es deseable un régimen meritocrático. Y añadimos que lo deseable es un régimen de igualdad de oportunidades.

			Es necesario llevar las implicaciones de todo lo anterior a la arena de la acción pública. Si, como muchas veces sucede, sólo equiparamos el mérito con el grado de esfuerzo, no estaremos considerando la importancia de las circunstancias de cada persona en la determinación de sus resultados de vida. Al no considerarlo, en los hechos el Estado no concibe esta diferencia como un problema público a resolver, lo que tiene una consecuencia ineludible: una sociedad con desigualdad de oportunidades en la que prácticamente no hay opciones de movilidad social. Esta transición entre el pizarrón y lo que se juega día a día en la sociedad mexicana es la que planteamos en los siguientes capítulos.

		


		
			4. México, la tierra de las oportunidades desiguales

			EL PESO DEL HOGAR Y LA REGIÓN DE ORIGEN

			Hasta hace unos años, cuando hablaban de desigualdad, los políticos y los expertos se concentraban en la de resultados, y en particular ponían atención especial en las diferencias de ingreso entre las personas. Sin embargo, cada vez se voltea más hacia la desigualdad de oportunidades, en parte porque se considera más importante en sí misma, pero también porque es una desigualdad que determina la desigualdad de resultados. Si la sociedad no atiende la disparidad de oportunidades, es poco probable que se corrija la enorme disparidad de resultados.

			En el primer capítulo del libro hablamos sobre la libertad efectiva de las personas desde una perspectiva económica. Hicimos referencia al hecho de que, en la medida en que las personas acumulen más capacidades, contarán con más opciones para elegir qué ser y qué hacer en la vida. También mencionamos que, desafortunadamente, no todo el mundo cuenta con las mismas oportunidades para hacerse de esas capacidades, debido a las diferencias en el contexto de origen entre los miembros de la sociedad y a la forma en que ésta valora ciertas características de las personas sobre las cuales éstas no pueden decidir nada. En ese punto, la pregunta sobre el caso mexicano no es sólo sobre la magnitud de la desigualdad de resultados, sino sobre qué proporción de ella se debe a esas desigualdades de contexto en las que nos desenvolvemos y a las desigualdades de trato que enfrentamos a lo largo de la vida, es decir, qué tanto influye la desigualdad de oportunidades en la desigualdad de resultados. Si las circunstancias —es decir, factores que no son achacables a las personas— pesan de manera importante en la conformación de la desigualdad de resultados que estamos observando en el país, entonces podemos decir que la desigualdad de oportunidades es un factor determinante de ella y, por ende, que en buena medida las diferencias observadas en dichos resultados no son justas.

			Hace unos años nos hicimos esa misma pregunta. Así que decidimos medir la relación entre las diferencias en circunstancias con las diferencias en recursos económicos de los hogares.1 Para hacerlo usamos la información disponible en la Encuesta ESRU de Movilidad Social en México (ESRU-EMOVI) del Centro de Estudios Espinosa Yglesias (CEEY), con el que ambos autores colaboramos.2 Para calcularla seguimos la metodología desarrollada por Francisco Ferreira y Jérémie Gignoux.3 Básicamente se trata de identificar el grado de relación entre los resultados de vida de las personas (ingreso, educación, riqueza o recursos económicos) y sus circunstancias. Para ello se comparan los resultados de vida de la persona con aquellos esperados dadas sus circunstancias, sin considerar el efecto del esfuerzo. Mientras más cerca se encuentren entre ellos, mayor es el efecto que tienen las circunstancias sobre los resultados de las personas y, por lo mismo, mayor es el grado de desigualdad de oportunidades. Mediante distintas técnicas estadísticas se puede calcular, posteriormente, cuál es la influencia de cada una de las circunstancias consideradas en el análisis.4

			¿Cuál es, entonces, el grado de desigualdad de oportunidades en México? Lo que los resultados más recientes nos muestran es que las circunstancias en su conjunto explican, al menos, cerca de la mitad de la desigualdad de recursos económicos entre los hogares actuales. Esto significa que, si en México pudiéramos eliminar por completo la desigualdad de oportunidades, la desigualdad en la distribución de los recursos económicos se reduciría, por lo menos, a la mitad de su tamaño actual. Si utilizamos el coeficiente de Gini,5 que es una de las medidas más utilizadas para medir el nivel de la desigualdad de ingreso, y con base en la información de la Encuesta de Ingreso y Gasto de los Hogares, en México en 2022 era de 0.43 unidades, lo cual representa un nivel alto para los estándares internacionales —este coeficiente se mueve en un rango que va de 0, que representa igualdad perfecta, hasta 1, que implica la desigualdad máxima posible—.6 Reducirla por lo menos a la mitad corresponde a los niveles de desigualdad más bajos en Europa continental. En su Ensayo político sobre el reino de la Nueva España, Alexander von Humboldt describía el México de 1811 como el país de la desigualdad. Doscientos años después dicha descripción sigue vigente, con el agregado de que dicha desigualdad no emana de las diferencias en el grado de esfuerzo de sus habitantes, sino, como en tiempos de Humboldt, de nacer bajo ciertas circunstancias.

			Pero, ¿cuáles son esas circunstancias? Con base en la metodología antes mencionada, podemos identificar tres grandes grupos de circunstancias a partir de los cuales se construye la desigualdad de oportunidades en México. Las primeras, por la magnitud de su aportación a dicha desigualdad, son las relativas a los recursos económicos y educativos del hogar de origen de las personas. Las segundas de mayor importancia son las asociadas con cuestiones territoriales de origen, como la región del país y la condición urbana (o rural). Y finalmente se encuentran las circunstancias relativas a las características personales, como el tono de piel, la adscripción étnica y el género. En el resto de este capítulo describiremos los primeros dos tipos de circunstancias y su efecto en las opciones de movilidad social de la población mexicana.

			Antes de hacerlo es importante explicar la relación entre movilidad social y desigualdad de oportunidades. Si bien hay distintos conceptos de movilidad social intergeneracional (es decir, entre una generación y otra), en este libro nos concentramos en el que se conoce como movilidad social posicional.7 Si ordenamos a las personas de menor a mayor nivel de recursos económicos y hacemos lo mismo para sus padres, la movilidad posicional se define a partir del cambio en la posición ocupada por los hijos en esa jerarquía respecto a la que ocupaban sus padres. Ejemplifiquemos lo anterior: si hay 100 personas y las ordenamos de acuerdo con sus recursos económicos, tendremos una “escalera” con 100 escalones. Podemos hacer lo mismo para los hogares de sus padres. Si el hogar de origen de una persona ocupaba el escalón 15 en la distribución de todos los padres y el hogar actual de esa persona ocupa el lugar 20 en la distribución de hogares actuales, decimos que la persona experimentó movilidad posicional ascendente, ya que mejoró su posición en cinco escalones con respecto a la que ocupaba su hogar de origen. En cambio, si la misma persona actualmente está en el escalón 10, entonces decimos que experimentó movilidad posicional descendente, ya que empeoró su posición en cinco escalones con respecto a la que ocupaba su hogar de origen. Este concepto de movilidad nos permite analizar qué tan fácil es para una persona cambiar de posición en la escala social respecto a su posición de origen.

			En sociedades con igualdad de oportunidades esperamos que este tipo de movilidad sea muy alta, es decir, que la mayoría de las personas no permanezca en la misma posición que la que ocupaban sus padres. Esto se debe a que la igualdad de oportunidades implica que la posición de origen, que no es más que una circunstancia, no ejerce una influencia sobre los resultados de las personas (la posición que alcanzan). Cuando hablamos de sociedades fluidas, a esto es a lo que nos referimos: sociedades en donde la posición de la que parten las personas (la circunstancia) ejerce una influencia menor sobre la posición que alcanzan (el logro). Vale la pena señalar que una alta movilidad social posicional implica que, en el conjunto de la sociedad, se dé toda una variedad de ascensos y descensos de posiciones. Esto sucede porque, dado que las posiciones en la escalera son relativas, para que unas personas asciendan, otras tienen que descender. Que a costa de que haya ganadores habrá perdedores podría parecer algo negativo, pero en una sociedad con igualdad de oportunidades no lo es. Los cambios en posición se deben a las decisiones de las personas, a su capacidad de agencia, a la vez que las caídas no implican una reducción absoluta en el nivel de logro de vida, mucho menos caer en situaciones de pobreza. De hecho, resulta todo lo contrario, ya que garantizar alcanzar el desarrollo potencial a toda la población amplía las posibilidades de avance colectivo. Respetar la capacidad de agencia implica reconocer que el grado de esfuerzo puede resultar en no mantener la posición de origen de las personas y que ésta no ejerza una influencia determinante en la trayectoria de vida.

			A partir de los principios y la definición sobre movilidad social descritos, en la siguiente sección exploramos el papel que tienen los recursos del hogar de origen como base para la construcción de la desigualdad de oportunidades en México, seguido del que tienen las regiones de origen. Dejamos para el siguiente capítulo esta misma discusión para el caso de las circunstancias relativas a las características personales.

			LOS RECURSOS DEL HOGAR DE ORIGEN

			En nuestro país, entre los factores que más pesan en la desigualdad de oportunidades destacan los recursos educativos y económicos del hogar de origen de las personas. A escala nacional, cerca de la mitad de la desigualdad de oportunidades se debe a la diferencia en recursos económicos, pero al sumar el componente educativo del hogar de origen la importancia de dichas circunstancias alcanza casi dos terceras partes del total. Una manera de entender dicha importancia se encuentra en la baja eficacia del Estado como mecanismo nivelador de oportunidades. Éste es el papel que el Estado desempeñaría mediante la oferta de bienes y servicios, como la educación, la salud y la protección social, con una muy amplia cobertura y la misma calidad para todos. Que los recursos educativos y económicos de los hogares de origen sean tan importantes para los futuros logros de vida de la gente implica que el Estado no está cumpliendo su función a cabalidad. También es señal de que muchas de las inversiones en la formación de las personas sólo las pueden realizar quienes provienen de hogares con recursos suficientes para hacerlo, lo cual limita el desarrollo de quienes provienen de hogares con menos recursos.

			Como es de esperarse, la ausencia de un mecanismo nivelador de oportunidades afecta con mayor intensidad a los hogares más pobres y casi no influye en los más ricos. En el primer caso, al no contar con suficientes recursos educativos y económicos propios, la falta de bienes y servicios públicos limita el espacio de oportunidad de las personas. En el segundo caso sucede lo opuesto: la ausencia puede ocasionar ciertas afectaciones, pero incluso así los hogares cuentan con recursos para resolver sus necesidades de inversión. De esta manera, al comparar estos dos extremos, encontramos que las posibilidades de logro de vida entre estos dos grupos son completamente distintas. Esto lo confirman los patrones de movilidad social de la población mexicana.

			En general, la educación se ha entendido como el principal vehículo de movilidad social, pues el mercado laboral suele recompensar de mejor manera a los trabajadores con niveles de formación educativa más altos. En el caso mexicano se observa que la educación comienza a recompensar salarialmente de manera diferenciada a partir de la preparatoria,8 lo que significa que, aunque el nivel salarial es más alto conforme se avanza en el nivel educativo, es a partir de la preparatoria que el incremento salarial resulta más que proporcional en comparación con los incrementos de los niveles educativos anteriores. La gran pregunta que debemos hacernos después es si todas y todos en México cuentan con el mismo acceso a la educación, pero no únicamente a la básica, sino a la de los niveles de mayor especialización. El lector sabe bien que ni siquiera necesitamos dar una respuesta explícita.

			Antes que nada, hay que reconocer que el Estado mexicano ha realizado un gran esfuerzo para incrementar la escolaridad promedio de la población. Un reflejo de lo anterior es, por ejemplo, el nivel educativo que tiene la población adulta mexicana cuyos padres no tuvieron ninguna formación escolar. Casi la mitad, 48 por ciento, alcanzó al menos el nivel de secundaria, lo que representa una mejoría de al menos nueve años de escolaridad de una generación a otra. Sin embargo, la evidencia también muestra que el acceso a los distintos niveles educativos no es el mismo para toda la población. Comparar los extremos en términos de recursos educativos de origen nos permite darnos cuenta de lo anterior: mientras que, por un lado, 5 de cada 100 personas con padres sin formación educativa formal lograron alcanzar los estudios profesionales, por el otro, 64 de cada 100 personas con padres con estudios profesionales lograron hacerlo. Esto implica que quienes provienen de hogares encabezados por adultos con estudios profesionales tienen una probabilidad prácticamente 13 veces mayor (64 entre 5) que las personas con un origen en el otro extremo del espectro educativo, o sea padres sin educación formal alguna. Eso se traslada, aunque no de manera lineal, a un potencial ingreso laboral diametralmente opuesto.
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			FIGURA 1. Ejemplo de dos posibles destinos —permanecer en la parte baja de la escalera o experimentar movilidad social ascendente—: una persona que nace en el grupo económicamente más desfavorecido (G1), de un total de cinco grupos, en su edad adulta permanece en el mismo grupo (G1) o logra ascender al más favorecido (G5).

			La conclusión anterior se refuerza al realizar la comparación tomando en cuenta el nivel de preparatoria, que, como mencionamos antes, es el nivel a partir del cual la educación es recompensada de manera diferenciada en el mercado laboral. En este caso, 18 de cada 100 personas con padres sin formación educativa lograron alcanzar al menos estudios de preparatoria; en cambio, 90 de cada 100 personas con padres con estudios profesionales lograron hacerlo. En este caso, aunque es menor que lo descrito en el párrafo anterior, la diferencia en las probabilidades de logro entre los dos extremos del espectro educativo de origen es dramática, por decir lo menos: además de que tienen casi certeza absoluta de lograrlo (90 por ciento de probabilidad), los hijos de padres con estudios profesionales tienen una probabilidad cinco veces mayor de alcanzar al menos los estudios de preparatoria que los hijos de padres sin formación educativa (90 entre 18). En resumen, más allá de las barreras a las que las personas se enfrentan en el mercado laboral debido a una amplia variedad de factores, tanto por el lado de la oferta como por el de la demanda, la propia estructura de acceso a la educación se constituye en un embudo de oportunidades para la población con mayor desventaja educativa de origen.
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			FIGURA 2. Otro ejemplo de movilidad social: algunas personas que nacen en el cuarto grupo (G4) permanecen en ese mismo grupo o logran ascender al más favorecido (G5), es decir, experimentan movilidad social ascendente. Y algunas personas que nacen en el grupo económicamente intermedio (G3) permanecen en ese mismo grupo o caen al más desfavorecido (G1), es decir, experimentan movilidad social descendente.

			Para los párrafos siguientes vale la pena recordar la explicación sobre movilidad social posicional, pero enfocándonos en un caso en el que consideramos sólo cinco escalones en la distribución de recursos económicos, tanto en la de los padres como en la de los hogares actuales. Para construir esos cinco peldaños, primero ordenamos a todas las personas de quien menos recursos tiene en la actualidad a quien más tiene, y hacemos lo mismo para los hogares de origen de las personas. Agrupemos ahora los hogares de cada generación en cinco grupos del mismo tamaño que van de menor a mayor nivel de recursos económicos e imaginemos que cada grupo es el peldaño de una escalera (véanse las figuras 1 a 3). Si un hogar se encuentra en el primer peldaño de su generación, pertenece al grupo con menores recursos económicos; por el contrario, si ese hogar está en el quinto peldaño, el más alto de la escalera, entonces pertenece al grupo con mayores recursos económicos de su generación. Ahora veamos con qué frecuencia los hogares de la generación de los hijos se ubican en el mismo peldaño que sus padres. En otras palabras, veamos qué tan frecuente en promedio es que la población mexicana se mantenga en la misma posición económica (relativa) que su hogar de origen. La frecuencia con que esto ocurre es el reverso del grado de movilidad social posicional en una sociedad: mientras más frecuente sea que la persona permanece en su posición de origen, menor es la movilidad social. Y mientras menor sea esa frecuencia, mayor es la movilidad social.
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			FIGURA 3. Ejemplo de dos posibles destinos —permanecer en la parte alta de la escalera o experimentar movilidad social descendente—: una persona que nace en el grupo económicamente más favorecido (G5), de un total de cinco grupos, en su edad adulta permanece en el mismo grupo (G5) o cae al más desfavorecido (G1).

			Concentrémonos ahora en los resultados para las personas que en México nacieron en los extremos de la escalera social. En el primer caso, es decir, quienes nacen en la parte más baja de la escalera social, las posibilidades de superar esa posición y, sobre todo, la condición de pobreza,9 son muy limitadas: prácticamente la mitad de las personas que nacen en el peldaño más bajo de la escalera de recursos económicos mexicana se queda en la misma posición al alcanzar su vida adulta y formar su propio hogar. Además, de entre los que sí logran cambiar su posición, una cuarta parte alcanza apenas el escalón siguiente, en este caso el segundo, lo cual en la realidad mexicana actual se traduce en un avance que no alcanza para superar la condición de pobreza. Es decir, si para alguien la circunstancia de origen en México es el escalón más bajo (de cinco) por lo que toca a los recursos económicos, la probabilidad de que no haya superado la condición de pobreza al llegar a la adultez es de casi 75 por ciento. Peor aún: dada esa misma circunstancia de origen, la posibilidad de recorrer toda la escalera social y alcanzar el peldaño más alto se reduce a sólo 3 por ciento.

			En el otro extremo de la escalera de origen, el resultado es el opuesto y se ve casi como una imagen invertida de la anterior. De las personas que nacieron en el peldaño más alto de nuestra escalera de recursos económicos, 57 de cada 100 se quedaron en la misma posición al alcanzar su vida adulta y formar su propio hogar. De hecho, si sumamos a esos 57 los que bajan sólo al cuarto peldaño, o sea que bajan un escalón, la probabilidad de no caer más allá de esa posición es del 83 por ciento. Además, dada una circunstancia de origen en el escalón más alto de recursos económicos, la probabilidad de caer al escalón más bajo es de únicamente 2 por ciento. Tal vez alguien encuentre consuelo en que en nuestro país hay mayor probabilidad de que alguien salga de la miseria y llegue a la riqueza que a la inversa.

			EL LUGAR EN EL QUE SE NACE MARCA UNA DIFERENCIA

			Las circunstancias geográficas del lugar en el que uno crece son, después de los recursos educativos y económicos del hogar de origen, las segundas que aportan más a la desigualdad de oportunidades que hoy se vive en México. La región, las características del barrio y la condición urbana de la localidad, en su conjunto, representan 31 por ciento del total de la desigualdad de oportunidades. La dimensión territorial de origen es muy importante para explicar las diferencias de logro de vida entre los mexicanos. Al igual que en el caso de los recursos educativos y económicos descritos en la sección anterior, las diferencias en ubicación territorial que se observan en la composición de la desigualdad de oportunidades se trasladan a diferencias importantes en la movilidad social.

			Es importante señalar que, cuando hablamos del efecto de la dimensión territorial en los resultados de vida de las personas, nos referimos al efecto que tiene la disponibilidad de bienes, servicios y actividades en las distintas regiones del país. Es la diferencia en esa disponibilidad la que incide sobre la vida de las personas, no el hecho de vivir en una región llamada de una u otra forma. Si bien esa oferta depende de las características geográficas y de la historia de las regiones, no hay que perder de vista que puede ser modificada mediante intervenciones de política pública. Tener esto en cuenta permite evitar caer en un fatalismo geográfico, en el cual se piensa que unas regiones están condenadas al atraso. También de esa manera evitamos negar el factor territorial y movernos hacia ideas sin sustento como considerar que las diferencias culturales se traducen en diferencias de esfuerzo.

			Para entender la importancia del territorio de origen en las opciones de movilidad social, nos concentraremos en los resultados de las personas que nacieron en el peldaño más bajo de la escalera social respecto de los recursos económicos. En cuanto a la variable de territorio, tomaremos en cuenta algunas grandes regiones del país, que, en el caso de la representatividad estadística de la ESRU-EMOVI 2017 del CEEY, son cinco. De esta manera, podemos comparar la frecuencia con la que las personas que nacieron en el peldaño más bajo de recursos económicos a escala nacional se mantienen en la misma posición o la superan, dependiendo de la región del país en donde nacieron. En este caso, nos concentraremos en los resultados de las dos regiones que presentan los resultados extremos, que no son otras, como cabía esperar, que la norte y la sur. La primera está conformada por todas las entidades federativas que tienen frontera con Estados Unidos: Baja California, Sonora, Chihuahua, Coahuila, Nuevo León y Tamaulipas; la segunda, por su parte, incluye a Guerrero, Oaxaca, Chiapas, Veracruz, Tabasco, Campeche, Yucatán y Quintana Roo (véase la figura 4). A escala nacional se observa que 49 de cada 100 personas que nacieron en la parte más baja de la escalera de recursos económicos no lograron salir de ahí. En el caso de la región sur, la cifra sube a 67 de cada 100 personas; en cambio, en el caso del norte este número se reduce drásticamente a 23 de cada 100. En otras palabras, la probabilidad de no superar la condición máxima de desventaja de origen es casi tres veces mayor (67 entre 23) en el sur que en el norte. Aunado a esto, si tomamos en cuenta la frecuencia con la cual se sube al segundo peldaño y la sumamos a la frecuencia anterior, resulta que 86 de cada 100 personas de la región sur que nacen en la parte más baja de la escalera nacional no superaron la condición de pobreza. En cambio, para el norte esta suma de frecuencias es de sólo 54 de cada 100. Es decir, si consideramos que en el total del país los primeros dos escalones de la escalera de recursos económicos están conformados por la población en condición de pobreza, entonces podemos concluir que la probabilidad de superarla, habiendo nacido en el peldaño más bajo, es más de tres veces mayor para las personas que nacen en la región norte que para las que nacen en la región sur (46 de cada 100 en el norte en comparación con 14 de cada 100 en el sur).
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			FIGURA 4. Regiones de México empleadas en el análisis de la encuesta ESRU-EMOVI 2017 del CEEY. 

			Sobre esta última comparación, dada la gran magnitud de la diferencia entre estas dos regiones, cabe preguntarse qué región del país es la segunda con menores opciones de movilidad ascendente en recursos económicos y, quizá más importante, de qué tamaño es la diferencia con la región sur. Lo que se observa entre todas las regiones es un gradiente que va de sur a norte, por lo que la región centro, conformada por Guanajuato, Querétaro, Hidalgo, Estado de México, Ciudad de México, Morelos, Tlaxcala y Puebla, es la que sigue a la región sur en cuanto a menores opciones de movilidad social ascendente para las personas que nacen en la parte más baja de la escalera de recursos económicos. Lo anterior se traduce en que 68 de cada 100 personas que nacen en la parte más baja de la escalera social no logran superar la condición de pobreza; si comparamos esa cifra con la observada para el sur, la diferencia resulta de una magnitud muy importante: 18 puntos porcentuales (68 contra 86 de cada 100).

			Finalmente, es importante señalar qué tan distintas son las opciones entre estas dos regiones para que alguien, habiendo nacido en la parte más baja de la escalera de recursos económicos, escale hasta el peldaño más alto. En el caso de la región norte, 8 de cada 100 que nacen en el peldaño más bajo lograron escalar hasta el más alto; por el contrario, en el caso de la región sur la frecuencia es de tan sólo 2 de cada 100. Esto implica que la probabilidad de experimentar un ascenso social de la máxima magnitud posible, en un espectro de cinco escalones, es cuatro veces mayor en la región norte que en la sur. En conclusión, aunque se trata del mismo país, la región de origen marca una gran diferencia en cuanto a las opciones de logro de vida.

			Pero, ¿a qué se debe esto? Aunque no es posible dar una respuesta definitiva, investigaciones recientes apuntan a que la causa de las diferencias de movilidad social que describimos se encuentra en el desempeño económico tan dispar de las regiones del país. Uno de nosotros examinó qué tan diferente es la movilidad social de las regiones cuando consideramos cada una por separado, es decir, en relación con su propia escalera social y no respecto de la escalera nacional.10 La pregunta que se buscó contestar es qué tan diferente es la probabilidad, entre una región y otra, de que una persona nacida en el escalón más bajo de la distribución regional permanezca ahí al llegar a la edad adulta. La respuesta es que en todas las regiones, más allá de las diferencias entre ellas por lo que toca a los niveles de recursos económicos, la probabilidad de permanecer en la parte más baja es muy similar: alrededor de 40 de cada 100 nacidos en el escalón más bajo de cada distribución regional se quedan ahí. Lo anterior implica que las diferencias presentadas en los párrafos anteriores no se deben a que la región sur, internamente, sea menos móvil que las otras, sino a que se ha quedado estancada en términos agregados. Dicho de otra forma, subir de un escalón a otro en la región sur trae consigo una menor ganancia en comparación con hacerlo en la región norte.

			Vale la pena agregar que esta interpretación está sustentada en una amplia bibliografía sobre la divergencia entre el sur del país y el resto de la república. Esos estudios11 apuntan a que las condiciones de vida promedio de la región sur dejaron de igualarse con las del resto del país en los años ochenta del siglo XX, lo que tiene como consecuencia que, aun cuando las personas del sur experimenten movilidad ascendente respecto a otros miembros de la región, comparados con el resto del país no estarían experimentando movilidad ascendente. Si bien las razones de esta divergencia no son la materia de nuestro libro, una explicación que nos parece convincente es la de Ricardo Hausmann y sus coautores,12 quienes encontraron que el factor limitante al crecimiento de Chiapas es que se especializó en industrias de bajo grado de complejidad en sus productos, lo que evita que aprovechen por completo las capacidades de la población de la región. Parafraseando a los autores, el problema no son los habitantes del sur del país, sino las condiciones productivas de la región.

			En conclusión, realidades regionales tan opuestas en cuanto a las opciones de movilidad social no hacen otra cosa que confirmar la importancia del territorio como un factor clave que explica el tamaño vigente de la desigualdad de oportunidades en México. Otro tema es la magnitud de la desigualdad de oportunidades dentro de cada región, ya que los promedios antes descritos acaban ocultando realidades contrastantes dentro de ellas. Por ejemplo, dentro de la misma región norte, mientras que alguien nacido en Nuevo León en el escalón más bajo de la distribución nacional en promedio llega al tercer escalón, alguien nacido en la misma posición, pero en Sonora, sólo alcanza el segundo escalón.13

			En ese sentido, es fundamental desarrollar las fuentes de información que permitan este tipo de análisis. Por ejemplo, para el caso de Nuevo León, en 2021 se levantó una encuesta de movilidad social específica para el estado. A partir de esa fuente de información pudimos calcular la magnitud de la desigualdad de oportunidades en ese estado, así como sus componentes.14 Así, podemos afirmar que, en Nuevo León, la desigualdad de oportunidades representa al menos 35 por ciento de la desigualdad en recursos económicos. Igual que en el caso nacional, los principales factores sobre los que se construye la desigualdad de oportunidades son los recursos del hogar de origen (tanto los educativos como los económicos), seguidos por el tipo de comunidad de origen (si es urbana o rural) y, en tercer lugar, las características personales, como el origen étnico, el tono de piel y el estatus de migrante o no. Desarrollar estas fuentes de información para cada entidad federativa nos permitiría entender mejor al país en su conjunto. La desigualdad de oportunidades en México es de tal magnitud que, para comprender mejor sus efectos y sus determinantes, necesitamos entenderla mejor en cada estado de la república. Esa aproximación a ras de pasto nos permitirá diseñar mejor las intervenciones necesarias para emparejar la cancha.

		


		
			5. Género, adscripción étnica y tono de piel como circunstancias

			En el capítulo anterior señalamos que la desigualdad de oportunidades en México explica, al menos, alrededor de la mitad de la desigualdad de resultados. También mencionamos que hay tres tipos de circunstancias a partir de las que se construye la desigualdad de oportunidades: las relativas a las características del hogar de origen, las territoriales y las personales. El tipo de análisis estadístico que realizamos usando la ESRU-EMOVI 2017 como fuente de información apunta a que, si bien tienen un efecto directo de menor magnitud al de los otros dos tipos de circunstancias, las desigualdades construidas a partir de las características personales —el género de las personas, su adscripción étnica y su tono de piel— también contribuyen de manera significativa a la desigualdad de oportunidades en México.1

			Vale la pena hacer algunas aclaraciones respecto de la menor aportación relativa de las desigualdades construidas a partir del género, la adscripción étnica y el tono de piel a la desigualdad de oportunidades. En principio, el indicador sobre el que se calcula la magnitud de la desigualdad de oportunidades se basa en los resultados de vida para un hogar en su conjunto, ya sea en términos de ingreso o de una definición más amplia de recursos económicos. Es decir, el indicador suma los ingresos o los recursos de todos los miembros del hogar, lo que hace que las diferencias de recursos entre los miembros del hogar sean omitidas en el cálculo. De ahí que debamos resaltar que la estimación que presentamos es una cota inferior, es decir, un mínimo de lo que en realidad puede representar la desigualdad de oportunidades de la totalidad de la desigualdad de recursos económicos.

			Un segundo elemento a considerar es que las fuentes de información con las que contamos en el caso mexicano sólo contienen información de dos generaciones, no más. Esto es relevante particularmente en el caso de las desigualdades construidas sobre las diferencias de tono de piel y adscripción étnica, pues ambas son fruto de arreglos institucionales que anteceden, por mucho, el marco temporal de nuestra fuente de información.2 Esto hace que la aportación mayoritaria a la desigualdad de oportunidades por parte de los recursos económicos y educativos del hogar de origen, así como por los factores territoriales se deba, muy posiblemente, a la acumulación de largo plazo (es decir, más de dos generaciones) de las desigualdades construidas sobre las diferencias en tono de piel, género y adscripción étnica existentes en la población mexicana.

			En tercer lugar, vale la pena insistir en algo que mencionamos en los capítulos anteriores. Cuando hablamos del papel que tienen características personales como el tono de piel, la adscripción étnica y el género de las personas en la construcción de la desigualdad de oportunidades en la sociedad mexicana, no nos referimos a que las diferencias en esas características entre las personas impliquen algún tipo de jerarquía entre los grupos y entre los individuos que los conformen. Por el contrario, la evidencia muestra que las jerarquías se relacionan con esas características para dar legitimidad a las asimetrías de poder entre los grupos. Es decir, se devalúan ciertas características con el fin de justificar que quienes las tengan enfrenten mayor dificultad en el acceso a mejores oportunidades.3 De ahí que resaltemos que la desigualdad de oportunidades se construye sobre esas diferencias, no que esas diferencias las causen.

			En el resto del capítulo describiremos la importancia del género, la adscripción étnica y el tono de piel como circunstancias en la movilidad social en México, lo que nos permitirá valorar el grado de desigualdad de oportunidades.

			LAS BARRERAS DOBLES QUE ENFRENTAN LAS MUJERES

			Tradicionalmente, los estudios de movilidad social se habían concentrado en utilizar como referencia a la persona que encabeza el hogar en términos económicos, es decir, la que aporta la mayor parte de los ingresos, conocida como “jefe de hogar”. Tradicionalmente, y con mayor intensidad en sociedades como la mexicana, la jefatura del hogar recae en un hombre, por lo que en el pasado la posibilidad de conocer la situación de movilidad social de las mujeres estaba muy limitada, pues las encuestas no recolectaban información sobre ellas, a menos que fuesen las jefas del hogar. Vale la pena apuntar que el hecho de que ésta fuera la configuración más común en los hogares era ya una muestra de la desigualdad de género existente en el país y de cómo los roles de género asignaban papeles y tareas diferenciadas dentro del hogar. A partir de la ESRU-EMOVI 2011 del CEEY, las encuestas de movilidad social intergeneracional en el país se diseñan de tal manera que recopilen información representativa tanto para mujeres como para hombres, independientemente de quién ejerza la jefatura económica del hogar. Como ya mencionamos, esto no resuelve todos los problemas, pues los indicadores de recursos económicos siguen construyéndose con el agregado de la información de todos los miembros del hogar, de tal manera que no es posible identificar y aislar las desigualdades que existen dentro de los propios hogares. Estas limitaciones, derivadas del tipo de datos disponibles en el caso mexicano, hace difícil detectar la magnitud real que tienen las desigualdades construidas sobre el género en la conformación de la desigualdad de oportunidades en el país. A pesar de ello, los resultados muestran que el género de la persona es un factor estadísticamente significativo en la conformación de dicha desigualdad. De ahí que podamos afirmar que lo que capturamos con los cálculos es el mínimo que dicha desigualdad contribuye a la conformación de la desigualdad de oportunidades.

			La comparación de los resultados en movilidad educativa que experimentan quienes de origen están en los extremos de la escalera educativa nos permite identificar un patrón diferenciado entre mujeres y hombres que afecta de forma negativa a las primeras. Mientras que, por un lado, 4 de cada 100 mujeres con padres sin formación educativa logran alcanzar estudios profesionales, por el otro, 6 de cada 100 hombres de padres sin estudios logran hacerlo. Lo anterior implica que los hombres que provienen de hogares con esta característica educativa de origen tienen una probabilidad 50 por ciento mayor que las mujeres con el mismo origen. En cuanto a las mujeres y los hombres con padres que sí alcanzaron estudios profesionales, se vuelve a observar una diferencia a favor de los hombres: mientras que, por un lado, 61 de cada 100 mujeres con padres con estudios profesionales replican el mismo nivel de estudios que sus padres, por el otro, 66 de cada 100 hombres logran hacerlo. Es decir, incluso entre las personas con un origen educativo aventajado, la brecha de género no se ha cerrado del todo.

			En cuanto a la dimensión de recursos económicos, volvamos a concentrarnos en los resultados para mujeres y hombres que nacieron en los extremos de la escalera social. En cuanto a las personas que arrancaron en la parte más baja de la escalera de recursos económicos, la posibilidad de mantenerse en la misma posición es equivalente entre mujeres y hombres: 47 de cada 100. Sin embargo, en lo que se refiere a no superar la condición de pobreza, o sea, no ir más allá del segundo peldaño de la escalera social, la balanza se inclina ligeramente en contra de las mujeres: 75 de cada 100 en comparación con 71 de cada 100 hombres con el mismo origen de desventaja. En el otro extremo de la escalera de origen en cuanto a recursos económicos, el resultado vuelve a dejar a las mujeres en una situación de mayor desventaja que a los hombres: de los que nacieron en el peldaño más alto de la escalera de recursos económicos, 57 de cada 100 se quedaron en la misma posición al alcanzar su vida adulta; en cambio, esa frecuencia se reduce a 50 de cada 100 en el caso de las mujeres, lo que implica que los hombres con un origen de ventaja en recursos económicos tienen una mayor probabilidad de preservarla que las mujeres que nacen en esa misma condición. Por último, comparemos a mujeres y hombres en cuanto a la posibilidad de recorrer y ascender desde abajo hasta la cima de la escalera de recursos económicos. En cuanto a ellas, esto le sucede a sólo 2 de cada 100 mujeres; en cambio, la frecuencia se incrementa a 5 de cada 100 hombres. Así, para éstos la probabilidad de experimentar un ascenso de toda la escalera de recursos económicos es de más del doble que para las mujeres.

			Si consideramos los mecanismos de la movilidad social y las barreras diferenciadas que enfrentan las mujeres en comparación con los hombres, vale la pena detenerse en algunos datos. En primer lugar, hay que señalar que la participación en el mercado laboral, uno de los espacios más significativos de logro de vida de las personas, es completamente distinta entre unas y otros: mientras que dicha participación alcanza 82 por ciento en el caso de los hombres, el porcentaje para las mujeres sin hijos resulta de sólo 43 por ciento y, peor aún, para aquellas con hijos menores de seis años es de apenas 36 por ciento.4 En segundo lugar, cabe mencionar que, aunque la participación laboral de las mujeres es mayor conforme crece su nivel educativo, dicha participación es menor entre las que provienen de hogares con menor nivel educativo. Lo anterior nos señala que la educación no es un vehículo capaz de romper con la desigualdad de oportunidades que las mujeres experimentan; la desigualdad de género se cristaliza por medio de instituciones que les asignan un papel social que limita su espacio de participación y realización personal mediante obligaciones que recaen única o mayoritariamente en ellas, como las labores de cuidado. En tercer lugar, y derivado de lo anterior, está el hecho de que las posibilidades de movilidad social son por completo distintas para las mujeres que viven en localidades que cuentan con al menos un centro de cuidado infantil; en ese caso, 63 de cada 100 de las que nacieron en el escalón más bajo de recursos económicos a escala nacional lo superaron, mientras que únicamente 32 de cada 100 de entre aquellas que se ubican en poblaciones sin centros de cuidado infantil lo lograron.5 Además, no hay que dejar de mencionar que estos resultados no capturan el efecto que implica la carga de trabajo por ofrecer cuidados a sectores de la población diferentes a la niñez, como son los adultos mayores y la población que sufre de alguna discapacidad permanente, alguna condición médica específica o requiere cierta atención por razones de neurodivergencia, los cuales también realizan de manera preponderante las mujeres. Dicho de otra forma, que la sociedad delegue primordialmente en las mujeres el trabajo de cuidados implica hacerlas sacrificar sus perspectivas de movilidad social.

			Estos factores estructurales no sólo ocasionan que las mujeres sean excluidas del mercado laboral, sino que las vuelve más vulnerables ante las crisis. Como uno de nosotros lo documentó, durante la pandemia de covid-19 las mujeres representaron la mayor proporción de personas excluidas del mercado laboral. Esta exclusión afectó principalmente a las de entre 25 y 34 años, quienes se encuentran en la etapa inicial de su trayectoria laboral. Si bien la exclusión laboral regresó a los niveles prepandemia conforme la economía se recuperó, lo ocurrido es una señal de que las condiciones estructurales no sólo limitan la autonomía económica de las mujeres, sino que las deja más expuestas ante los vaivenes económicos.6

			Todos estos resultados refuerzan la idea de que no basta con realizar inversiones en capital humano. Si se quiere disminuir la desigualdad de oportunidades en la sociedad mexicana, se requieren inversiones más ambiciosas en múltiples campos para reducir los obstáculos y las exigencias desproporcionadas que la sociedad impone sobre ciertos grupos sociales, en este caso las mujeres, para que el espacio de participación en cualquier ámbito de la vida resulte igualmente accesible para todos. Se trata de que la sociedad reconozca el valor y equilibre la carga de ciertos trabajos, como los cuidados, que hoy es de responsabilidad, prácticamente única y sin preguntar, de las mujeres.

			LOS INDÍGENAS EN EL PAÍS DEL MESTIZAJE

			Como ya lo comentamos al inicio del capítulo, la adscripción étnica, en particular la adscripción a la identidad indígena, es una de las características personales sobre las que se construye la desigualdad de oportunidades existente en el país, lo que la convierte en una circunstancia relevante para nuestra discusión. Si bien su aportación a dicha desigualdad es relativamente menor, las posibles explicaciones que planteamos antes se ven reforzadas a la luz de los resultados que describiremos en esta sección.

			Antes de discutir estos resultados, vale la pena explicar a qué nos referimos con adscripción étnica e identidad indígena. Como señala John B. Davis, parte de la identidad de las personas se construye en relación con las categorías que el Estado y la sociedad emplean para clasificarlas.7 En particular, se les conoce como “identidades categóricas”, en cuanto que representan una identidad que el Estado reconoce para que las personas se relacionen con él. El proceso por el cual una persona puede reivindicar la pertenencia a una de estas identidades categóricas es a lo que nos referimos con adscripción. En el caso mexicano, la identidad indígena forma parte de estas identidades categóricas. Dado que se trata de una categoría construida desde el Estado, las personas que podrían reivindicarla no necesariamente lo hacen, pues puede tratarse de una identidad irrelevante en el contexto en que se desarrollan. Éste es, por ejemplo, el argumento planteado por la escritora Yásnaya Aguilar Gil, quien explica que la identidad indígena ni siquiera estaba presente en la lengua de su comunidad de origen en la sierra mixe oaxaqueña. En dicha comunidad, las identidades categóricas relevantes eran ayuujk jä’äy (mixes) y akäts (no mixes). No fue sino hasta que migró a la Ciudad de México que la identidad indígena se volvió relevante, pues ésa era la identidad que tanto el Estado como la sociedad de la capital del país le asignaban.8

			Como también lo muestra Aguilar Gil, la categorización de identidad indígena, como tal, suprime la heterogeneidad de los grupos originarios que hay en México, ya que, en el caso particular de la sociedad mixe y la sociedad maya, para el Estado entran bajo la misma categoría, indígena, aunque sus historias, tradiciones e instituciones sean completamente diferentes. De ahí que exista también cierta renuencia a la apropiación del término por parte de las personas a las que pretende identificar, porque es visto como un mecanismo más de homogeneización de la identidad de dichas poblaciones por parte del Estado mexicano.9 A ello hay que sumar, como señala Olivier Barbary, los cambios en los criterios utilizados por el Estado para el reconocimiento de la identidad indígena, los cuales han ido de los lingüísticos, a partir de la lengua de los padres, pasando por los de la lengua propia hasta los actualmente establecidos, que son con base en la autoadscripción.10

			A partir de lo anterior es necesario considerar que tanto en la ESRU-EMOVI como en el Módulo de Movilidad Social Intergeneracional (MMSI) de la Encuesta Nacional de los Hogares 2016 (ENH) del INEGI, que es otra fuente de información que utilizamos de manera recurrente, se utiliza como criterio de identidad indígena si alguno de los padres de las personas entrevistadas hablaba una lengua indígena. Con base en estos datos, uno de nosotros comparó los patrones de movilidad social entre las poblaciones indígena y no indígena de México.11 En cuanto a los resultados, al igual que en el caso de las mujeres presentado en la sección anterior, las frecuencias de ascenso y descenso social muestran una desventaja muy marcada para la población indígena.

			Del capítulo anterior sabemos que las opciones de alcanzar estudios profesionales para la población con padres sin formación escolar resultan muy escasas. Sin embargo, esta situación se recrudece todavía más para la población indígena. Comparemos la movilidad educativa intergeneracional de la población indígena con la de la no indígena: en el primer grupo, poco menos de 4 de cada 100 de quienes tienen padres sin formación escolar alcanzaron estudios profesionales, mientras que en el segundo lo hicieron 6 de cada 100; en el otro extremo —es decir, la frecuencia con que hijas e hijos de padres con estudios profesionales también los alcanzaron—, tenemos que eso pasa con 55 de cada 100 entre la población indígena y con 69 de cada 100 entre la población no indígena. Incluso con ventaja educativa de origen, la población indígena presenta una brecha negativa de logro en la educación de 14 puntos porcentuales en comparación con el resto de la población mexicana. Los datos anteriores nos indican que el esfuerzo estatal en inversión educativa ha resultado segmentado, de tal manera que las diferencias relativas entre distintos grupos de la población, en este caso en contra de la población indígena, no se han eliminado.

			En cuanto a la comparación en materia de movilidad en recursos económicos, es decir, en términos del resultado económico que alcanzan las personas, las opciones de movilidad social también fueron más negativas para la población indígena. Como ya lo vimos en el capítulo anterior, de por sí existen obstáculos que afectan de manera negativa a la población con origen en los escalones de mayor desventaja económica, lo que hace que el resultado para la población indígena sea todavía más dramático. Si nos concentramos en la permanencia intergeneracional en la parte más baja de la escalera de recursos económicos, observamos que, en el caso de la población indígena, 60 de cada 100 que nacieron en el peldaño más bajo no lograron superarlo; en cambio, la misma frecuencia para el resto de la población es de 41 de cada 100. Por otro lado, si nos concentramos en aquellas personas con este mismo origen económico de desventaja que logran ascender hasta la parte más alta de la escalera social, la población indígena vuelve a enfrentar más dificultades que el resto de la población: la frecuencia de ascenso es de casi 2 de cada 100 para la población indígena, mientras que es del doble para el resto de la población mexicana.

			Por último, observemos qué pasa con aquellos cuyo origen está en la parte más alta de la escalera de recursos económicos —quienes nacieron y crecieron en el quinto peldaño de la escalera—. En ese caso, la permanencia en esa posición que se observa es de 49 de cada 100 para la población indígena, mientras que para la no indígena es de 55. También llama mucho la atención la gran diferencia en la probabilidad de caer hasta el escalón más bajo habiendo nacido en el más alto: mientras que esta frecuencia resulta de casi 8 de cada 100 para la población indígena, para el resto de la población mexicana es de poco más de 2 de cada 100. Para la población indígena que nace con una mayor ventaja económica, la probabilidad de caer hasta la parte más baja de la escalera es más de tres veces la que enfrenta la población no indígena.

			Estos datos plantean un escenario en donde las poblaciones indígenas no sólo parten de unas condiciones de mayor pobreza y precariedad que el resto de la población, sino que también se enfrentan a más obstáculos y a ganancias más inciertas.12 Esto último se ve reflejado en que la población indígena enfrenta una menor tasa de permanencia en la cima de la escalera de recursos económicos y en la mayor tasa de caída desde ese punto hasta lo más bajo. Detrás de esto se encuentra, entre otros factores, la discriminación que sufren los indígenas en múltiples arenas, que van del mercado laboral13 hasta el acceso a los servicios de salud, como se pudo ver en la reciente pandemia.14 En el país del mestizaje, la organización social vigente le pone el pie a las poblaciones indígenas, con lo cual reduce la capacidad de realización de sus miembros.

			EL TONO DE LA DESIGUALDAD DE OPORTUNIDADES

			Desde 2016, con el levantamiento del MMSI del INEGI, México contó con información representativa de todo el país sobre el tono de piel de las personas. El antecedente inmediato de ese levantamiento fue otro sobre movilidad social que en 2015 realizó Raymundo Campos Vázquez, el cual contaba con este tipo de información representativa para las zonas urbanas del país. Finalmente, y a partir de 2017, la ESRU-EMOVI del CEEY también recaba ese tipo de información, y, al igual que en el caso del MMSI, esta encuesta cuenta con representatividad nacional, con el añadido de que permite realizar comparaciones entre cinco grandes regiones del país. Contar con información sobre el tono de piel de la población mexicana es algo completamente inédito, ya que el proyecto cultural y de nación del régimen posrevolucionario aspiró a que México fuera un país mestizo en el que el tono de piel no fuera importante como marcador de distinciones sociales. Por lo tanto, no resultaba de interés recabar ese tipo de información en las estadísticas oficiales. Sin embargo, los resultados de los análisis obtenidos a partir de los esfuerzos recientes aquí descritos han probado lo contrario.

			Pero, ¿cómo se mide el tono de piel en una encuesta? Ésa es una pregunta más que válida, pues no es para nada obvio cómo se hace eso. En la actualidad hay tres métodos utilizados en México y en otras partes del mundo, como Estados Unidos.15 El primero de ellos se basa en que la persona entrevistada declare el tono de piel que percibe tener, tomando como referencia una paleta de tonalidades que se le presenta. Es decir, el entrevistador le muestra esa paleta a la persona entrevistada y le pide que identifique a cuál de los tonos se parece más su tono de piel. Usualmente, se le pide a la persona entrevistada que tome como referencia el tono de piel de su cara o de la parte interior de su antebrazo. Otra opción es que, en lugar de pedirle a la persona entrevistada que se autoidentifique, se entrene al entrevistador para identificar y registrar en el cuestionario el tono de piel de la persona en cuestión. Este entrenamiento consiste en identificar en qué condiciones de luminosidad es más apropiado evaluar el tono de piel de la persona, usando como referencia, una vez más, una paleta de tonalidades. El tercer método consiste en utilizar un instrumento, llamado colorímetro de mano, el cual permite identificar de forma directa los componentes cromáticos del tono de piel de la persona entrevistada. Para ello, el colorímetro se coloca sobre la parte del cuerpo cuyo tono de piel se busca registrar y el aparato captura la composición cromática de esa parte de la piel.

			En el caso mexicano, hay encuestas que utilizan cada uno de estos métodos. La ESRU-EMOVI 2017 y el MMSI 2016 utilizan la autoidentificación como criterio para registrar el tono de piel de la persona, usando como referencia la escala desarrollada por el Proyecto sobre Etnicidad y Raza en América Latina (PERLA), con sede en la Universidad de Princeton. En la Encuesta de Movilidad Social del Colmex, realizada por Raymundo Campos Vázquez, se emplea la identificación del tono de piel por parte del entrevistador, tomando como referencia la misma escala de PERLA. Por último, la encuesta del Proyecto sobre Discriminación Étnico-Racial en México (Encuesta PRODER 2019) utiliza los dos últimos métodos antes señalados.16 En un análisis reciente de Patricio Solís, Braulio Güémez y Raymundo Campos Vázquez, los autores encuentran que, si bien la escala PRODER es más próxima a la escala de tonalidades observada en México y registrada con un colorímetro de mano, tanto la escala PRODER como la PERLA obtienen resultados similares al momento de identificar la asociación entre tono de piel y variables socioeconómicas. De igual forma, encuentran que los tres métodos de identificación del tono de piel dan resultados consistentes sobre la magnitud de dicha asociación.17 Esto nos da mayor certeza sobre los resultados de los estudios que a continuación reseñamos, pues matizan la autoidentificación con base en la escala PERLA como método de identificación del tono de piel del entrevistado.18

			¿Qué dicen estos estudios sobre el papel que desempeñan las diferencias en el tono de piel en la construcción de la desigualdad de oportunidades en México? En términos generales, el resultado es muy similar al de adscripción étnica, lo que significa que, aunque la magnitud de la aportación del tono de piel es menor que la de los factores socioeconómicos del hogar de origen y los factores territoriales, está presente y resulta significativa en términos estadísticos. En ese mismo sentido, la posible explicación de su menor influencia también es similar a la que hemos dado para el caso de la población indígena: el resultado es acumulativo y se cristaliza a lo largo del tiempo en las dimensiones socioeconómicas y territoriales. En todo caso, también de manera similar al de la población indígena, una vez que analizamos los resultados de movilidad social, tanto las frecuencias de ascenso social como las de permanencia en posiciones altas de recursos económicos muestran una marcada diferencia en contra de la población de tono de piel más oscuro y a favor de la de tono más claro.19

			Una pregunta recurrente es si lo que explica estas diferencias es sólo el tono de piel o si hay otros factores detrás. Pensemos, por ejemplo, en el desempeño económico tan distinto entre las regiones del país, en particular el rezago relativo del sur, que también es la región con una mayor proporción de gente con tono de piel más oscuro. En ese caso, podría ser que, dado que las diferencias en el desempeño económico de las regiones marcan las trayectorias de sus habitantes por lo que respecta a la movilidad social, en realidad es eso —y no, por ejemplo, un mecanismo de discriminación por tono de piel en el mercado laboral o en el crediticio— lo que provoca que la población con el tono de piel más oscuro experimente una menor frecuencia de ascenso social en la escalera nacional de recursos económicos. Sin embargo, en un trabajo al respecto que realizamos hace poco, pudimos constatar que, independientemente de la región en la que habita la persona, la población con tono de piel más claro y con un origen en la parte alta de la escalera de recursos económicos se mantiene con mayor frecuencia en dicha posición de privilegio que el resto de la población con el mismo origen económico (el de mayor ventaja).20

			Otra hipótesis frecuente es que las desigualdades en patrones de movilidad social que se relacionan con diferencias en el tono de piel en realidad son equivalentes a las diferencias entre la población indígena y la población no indígena. Esto se debe a que los primeros tienen, en promedio, un tono de piel más oscuro que los segundos. En el mismo estudio que mencionamos anteriormente sobre las diferencias en movilidad social entre indígenas y no indígenas, uno de nosotros también analizó si existían diferencias en los patrones de movilidad dentro de cada uno de estos dos grupos relacionadas con las diferencias en el tono de piel de las personas.21 Los resultados muestran que incluso dentro de estas poblaciones las personas de tez más clara tienen una ventaja en opciones de ascenso social sobre las de tez más oscura. Es más, dicha ventaja se mantiene incluso cuando las personas experimentan movilidad educativa ascendente. Por ejemplo, mientras que 73 de cada 100 indígenas de tez blanca que nacen en situación de pobreza permanecen ahí al llegar a la edad adulta, para el caso de los de tez más oscura la proporción se incrementa a 88 de cada 100. De igual forma, mientras que 52 de cada 100 personas no indígenas de tez clara no logran escalar fuera de la pobreza cuando nacen en ella, 65 de cada 100 personas no indígenas de tez más oscura que parten de la misma posición de origen permanecen en la pobreza al llegar a la edad adulta. Nuevamente, esto sucede a pesar de que todas estas personas experimentaron movilidad educativa ascendente.

			Otra manera de aproximarse a las desigualdades en los patrones de movilidad social asociadas a las diferencias de tono de piel es hacer una comparación entre mujeres y hombres. Hay una serie de trabajos sobre el caso de México que tratan la discriminación por apariencia física en el mercado laboral y presentan evidencia de que esa discriminación en efecto existe y es más intensa hacia las mujeres.22 Por esa razón, en un trabajo reciente que realizamos en conjunto con Gastón Yalonetzky, nos dimos a la tarea de analizar los efectos del tono de piel y comparar entre mujeres y hombres las frecuencias de ascenso social y permanencia en los peldaños más bajos y más altos de la escalera de recursos económicos.

			En el caso de la población con tono de piel más claro, si tomamos en cuenta a las personas que nacieron y crecieron en el peldaño más alto de la escalera de recursos económicos, resulta que, tanto mujeres como hombres, alrededor de 67 de cada 100 lograron mantenerse en el mismo escalón; en cambio, la historia para las mujeres y los hombres con tono de piel más oscuro es muy distinta en conjunto y por separado. En este caso, la frecuencia de permanencia en el peldaño más alto, además de menor que la de las personas de piel más clara, es peor para las mujeres que para los hombres: 37 de cada 100 en el caso de ellas y 54 de cada 100 para ellos. Parecería que el tono de piel más claro va aparejado al mantenimiento del statu quo de privilegio por lo que respecta a los recursos económicos de origen, pero no para el tono de piel más oscuro y mucho menos tratándose de mujeres. Esto último se refuerza si observamos lo que sucede por tono de piel, tanto para hombres como para mujeres, con aquellas personas que habiendo nacido en el peldaño más alto de recursos económicos cayeron hasta el más bajo. En el caso del tono de piel más claro, tanto para las mujeres como para los hombres la frecuencia de este tipo de descenso es prácticamente inexistente (menos de 1 por ciento); en cambio, para el tono de piel más oscuro, la frecuencia de este tipo de caída para los hombres es de poco menos de 5 de cada 100, mientras que en el caso de las mujeres dicha frecuencia se encuentra por arriba de 7 de cada 100.

			Por otro lado, hay que ver qué sucede con la población que proviene del peldaño más bajo de recursos económicos. Si nos concentramos en la población con tono de piel más claro que llega hasta el peldaño más alto, las mujeres experimentaron una frecuencia de logro de casi el doble que los hombres: 5 de cada 100 en el caso de ellas. Por el contrario, para este mismo tipo de ascenso social, las mujeres de tono de piel más oscuro presentan una menor frecuencia de logro que las de tono de piel más claro (casi 3 de cada 100) y menor también que la de los hombres con el mismo origen y tono de piel más oscuro (casi 4 de cada 100). Para reforzar la idea de que las diferencias de tono de piel tienen un efecto sobre las opciones de movilidad social que varía con el género de las personas, vale la pena terminar esta descripción de resultados revisando la frecuencia con que las personas con origen en el peldaño más bajo permanecieron ahí mismo. Para la población con tono de piel más claro, dicha frecuencia para las mujeres es de 42 de cada 100, mientras que para los hombres es de casi 46 de cada 100; en cambio, para la población con tono de piel más oscuro, dicha frecuencia de permanencia se incrementa hasta 58 de cada 100 en las mujeres y 53 de cada 100 para los hombres.

			De todo lo anterior concluimos que la sociedad mexicana sí distingue entre sus miembros por el tono de piel en múltiples aspectos de la vida económica de las personas, desde el mercado laboral hasta el financiero.23 Independientemente de la condición de origen en términos económicos, las opciones de movilidad social son menores para la población con los tonos de piel más oscuros que aquellas que enfrenta la población con tono de piel más claro. No sólo eso: esta afectación resulta más intensa en el caso de las mujeres. Son ellas las que están jugando en desventaja numérica y con el árbitro en contra.

		


		
			6. Política pública: un enfoque integral y progresivo

			Decir que México ha sido a lo largo de toda su historia un país altamente desigual respecto de la distribución del ingreso o de la riqueza, y que todavía lo es, no resulta una novedad para nadie, ya que se trata de un hecho ampliamente documentado.1 Como hemos expuesto y discutido en los capítulos anteriores, detrás de esas desigualdades de resultados se encuentra un alto nivel de desigualdad de oportunidades, que hace que las trayectorias de vida de las personas en términos educativos, ocupacionales y de ingreso estén en extremo marcadas por sus circunstancias, lo que afecta la capacidad de decisión sobre su propia vida. Si se busca transformar la sociedad mexicana para que las personas tengan los mayores niveles posibles de libertad efectiva, se requiere colocar la igualdad de oportunidades como un pilar del contrato social y además lograr que se vuelva realidad.

			A quienes abogan por reducir los niveles de desigualdad de resultados con frecuencia se les lanza una pregunta provocadora: ¿cuál es el nivel óptimo de desigualdad? Nuestra respuesta es que este nivel debería ser el que resulte de una desigualdad de oportunidades lo más cercana posible a cero. En el caso mexicano, ello implicaría que el nivel actual de desigualdad de resultados se redujera por lo menos a la mitad. Llevar la desigualdad de oportunidades a cero implica transformar muchas instituciones de la sociedad para lograr dos objetivos: por un lado, erradicar las desigualdades de trato y de acceso a derechos que se construyen sobre las diferencias de género, adscripción étnica y tono de piel, y, por otro, compensar los efectos de las desigualdades entre regiones y hogares en el acceso a bienes y servicios como la educación, la salud, la protección social y los servicios básicos. Dicho de otra forma, requiere la construcción de instituciones que erradiquen la influencia de las circunstancias que mencionamos en los capítulos 4 y 5 en la trayectoria de vida de las personas.

			En la primera parte de este capítulo ofrecemos y justificamos algunas recomendaciones generales de política pública que consideramos necesarias para reducir la desigualdad de oportunidades. Se trata de una discusión general de cada una de las propuestas que busca plantear el marco general en el que todas ellas se insertan. Es decir, se trata de establecer en términos generales cómo se vería una política pública multisectorial enfocada en la reducción de la desigualdad de oportunidades. Creemos que ese primer paso es necesario antes de pasar a la discusión, ésa sí más detallada, sobre la forma específica que tomaría cada una de las propuestas. En la segunda parte, enmarcamos la discusión de economía política en lo referente a los recursos presupuestales e institucionales necesarios para realizar un esfuerzo de tal envergadura.

			UNA AGENDA MÍNIMA DE POLÍTICAS PÚBLICAS EN FAVOR DE LA IGUALDAD DE OPORTUNIDADES

			Para imaginar la intervención del Estado, hay que empezar por reconocer que todas las circunstancias que componen la desigualdad de oportunidades en México interactúan entre sí, de tal manera que cada una por separado, pero todavía más en su conjunto, erige barreras infranqueables para que las personas ejerzan su libertad de manera efectiva. Para que una política pública en esta materia sea eficaz, debe concebirse de manera integral, o sea, debe abarcar todos los factores que atentan contra la igualdad de oportunidades. En otras palabras, establecer acciones aisladas para cada circunstancia puede, sí, tener efectos marginales, pero que difícilmente se sostendrán en el tiempo, ya que podrían no alcanzar un cambio estructural.

			En los dos capítulos anteriores describimos con cierto detalle la manera en que las principales circunstancias de origen que constituyen la desigualdad de oportunidades vigente hoy en México se manifiestan en la movilidad social de las personas. A partir de ahí describimos la importancia de cada una de ellas y las agrupamos en tres tipos, con base en su naturaleza: 1] recursos económicos y educativos del hogar de origen, 2] territorio (región, condición urbana o rural y entorno del barrio de origen) y 3] características personales (género, adscripción étnica y tono de piel). Y buscamos reconocer los mecanismos que operan en cada una de ellas, de tal manera que mediante políticas de acción o de regulación estatal pueda reducirse su importancia.

			La evidencia sobre movilidad social que hemos presentado apunta a que los recursos económicos del hogar de origen interactúan con las circunstancias territoriales y con las características personales, afectando las opciones de logro de vida de las personas. Por ello, sugerimos concentrar los esfuerzos en una política pública que elimine las barreras diferenciadas a la movilidad social por factores de este tipo. Si nos concentramos en las circunstancias territoriales, los resultados obtenidos por uno de nosotros en un trabajo con Marcelo Delajara y Raymundo Campos sobre movilidad social en las entidades federativas sugieren una ruta de acción.2 Por un lado, se trata de crear las condiciones de crecimiento económico mediante la inversión en infraestructura física y en conectividad para cada una de las unidades territoriales, y de no asumir de manera absoluta —e ingenua—, como se hizo en su momento con la apertura comercial y la entrada en vigor del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, que toda la gente migrará hacia los lugares en los que se detona el desarrollo. Las inversiones deben enfocarse en resolver los cuellos de botella regionales en transporte y energía, pues de no eliminar ese tipo de restricciones resultará imposible atraer las inversiones privadas necesarias. Y, por el otro, para que dicho desarrollo sea incluyente, se requiere una inversión que permita a toda la población, independientemente de su condición económica, su ubicación territorial de origen y sus características personales, tener acceso a una infraestructura social de calidad equivalente que atienda las necesidades a lo largo de todo el ciclo de vida: educación, salud y protección social. Por supuesto, dicha inversión debe adoptar un enfoque progresivo, es decir, debe hacerse de tal manera que, tanto por razones territoriales como de condición económica de origen, la escala de la inversión se destine más que de manera proporcional a la población con mayores desventajas.

			En ese sentido, se trata de transformar, en términos económicos, el entorno en el que crecen y se desarrollan las personas para que existan las condiciones que permitan su desarrollo pleno. Para ello estamos conscientes de que es necesario que el Estado invierta desde el principio en la provisión de la infraestructura económica y social básica. Dada la situación actual del país, tomar un enfoque progresivo necesariamente requiere concentrarse, en primer término, en la dotación de dicha infraestructura en la región sur de México. Claramente no somos los primeros en hacer este tipo de propuesta,3 pero consideramos que un enfoque de política basado en el lugar [place-based]4 resulta consistente con uno global de igualdad de oportunidades. Esto implicaría diseñar una política diferenciada con base en las brechas existentes en las distintas regiones en materia de infraestructura, así como en las potenciales áreas de diversificación y expansión dada la actual estructura económica. Vale la pena señalar que hay evidencia empírica para el caso mexicano de que este tipo de enfoque de política pública para desarrollar la infraestructura local rinde frutos positivos.5

			El mercado laboral debe ser concebido con el mismo enfoque progresivo, tomando en cuenta las desigualdades derivadas del trato diferencial asociado a las diferencias en características personales (género, adscripción étnica y tono de piel). En ese sentido, requerimos que las políticas de impulso a la creación y la formalización del empleo, así como de incremento de los salarios, se acompañen de una regulación y una supervisión laborales que garanticen el acceso a puestos de trabajo sin la marcada diferenciación de trato que mostramos en el capítulo anterior. Por ejemplo, los indicios sobre cómo el aspecto de las mujeres es un criterio utilizado por los empleadores para discriminar en contra de candidatas que tienen la tez más oscura, que presentan un fenotipo asociado a algún grupo indígena6 o que tienen mayor peso corporal7 apuntan a que no basta con prohibir la discriminación laboral, sino que es necesario una supervisión activa de la regulación para erradicar esas prácticas.

			De igual forma, es necesario abordar las políticas laborales no como elementos aislados e independientes de otras acciones de gobierno. Por ejemplo, si se busca incrementar la autonomía económica de las mujeres con una mayor participación laboral, las actuales políticas de salario mínimo y formalización no son suficientes. Gracias a estudios empíricos sobre empleo, elaborados con base en la Encuesta Nacional sobre Ocupación y Empleo, del INEGI, sabemos que muchas mujeres desearían participar en el mercado laboral reconocido y remunerado, y que una gran mayoría declara que su inactividad en ese mercado se debe a factores relacionados con las obligaciones asignadas socialmente, como el cuidado de algún miembro de su hogar. En uno de ellos en particular, elaborado por el Centro de Estudios Espinosa Yglesias, se identifica que, para el primer trimestre de 2020, es decir, justo antes del inicio de la pandemia de covid-19, en dicha situación se encontraban arriba de siete millones de personas;8 de ellas, alrededor de tres cuartas partes eran mujeres. Aunado a lo anterior, con base en un ejercicio al que ya hicimos referencia en el capítulo anterior, uno de nosotros mostró que, durante el pico de la crisis laboral en la pandemia, esta forma de exclusión laboral sumó a otro millón y medio de personas, de las cuales casi un millón fueron mujeres.9

			Ante situaciones como la antes descrita, queda clara la necesidad de concebir los sistemas de protección social de una manera más amplia que la tradicional. Estos sistemas no sólo deben entenderse como un instrumento de minimización de riesgos, sino también como uno que elimine algunas barreras de entrada a la actividad económica y social que las personas enfrentan. Así, por ejemplo, se requiere considerar los cuidados como uno de los pilares básicos del sistema. La socialización del cuidado mediante su incorporación al sistema de protección social permitiría que la distribución de las cargas familiares fuera más paritaria, pues incorporaría estas tareas a los servicios que la sociedad aspira a ofrecer a todos. Es decir, si bien sí se trata de generar condiciones de corresponsabilidad y balance en las actividades de cuidado dentro del hogar entre hombres y mujeres, para que esto suceda se debe contar con un marco regulatorio y de prestación de servicios públicos que reconozca el valor de mercado de las tareas de cuidado y que garantice el espacio de participación en otras dimensiones de la vida social, incluida la laboral, de las personas cuidadoras. En este contexto, el tercer actor clave que debe sujetarse a la regulación y eliminar cualquier práctica que conlleve exclusión es el sector privado, que no es otro que el que constituye la mayor parte de la demanda laboral. Solamente de esta manera, con la suma de la corresponsabilidad dentro de los hogares y del sector privado, una transformación del Estado de tal envergadura podrá resultar eficaz para alcanzar sus fines.

			Transformar los cuidados en un derecho, además de ampliar las posibilidades de elección de las personas cuidadoras y de reconocer el valor económico de ese cúmulo de actividades, desataría la creación de una economía del cuidado que ampliaría la red de servicios públicos y el desarrollo de una regulación para reducir las diferencias en la calidad de los cuidados que reciben los menores de edad, la población con ciertas condiciones de salud o neurodivergentes, y los adultos mayores. El sistema de protección social se mantendría como uno que atenuara para toda la población el costo de diversas situaciones negativas en el contexto económico y de salud, pero que también facilitara y mejorara las condiciones de participación de cualquier persona en la vida económica y social, además de que tendería a igualar la calidad de los cuidados recibidos. En ese sentido, el sistema de cuidados no es sino un pilar más del Estado de bienestar necesario para los retos del siglo XXI, particularmente dados los cambios demográficos ligados al envejecimiento en ciernes de la población mexicana. Todo esto traería un efecto positivo, por el lado de la oferta laboral, en la igualdad de oportunidades de cada generación. Además, y como lo discutiremos en el siguiente capítulo, los servicios de cuidados se presentan hoy como uno de los sectores con menor riesgo de automatización en la economía: aún parece lejano el momento en que un algoritmo nutrido por bases de datos cuide mejor que una persona a un recién nacido o a una persona mayor.

			También se requiere, por el lado de la demanda laboral, una regulación que elimine de las decisiones de contratación los sesgos que provoca alguna característica personal percibida como negativa. Como ya señalamos, hay evidencia de que hay discriminación en los procesos de contratación en contra de personas, principalmente mujeres, con tono de piel oscuro, con rasgos asociados a los grupos indígenas y con sobrepeso. Para romper esas prácticas, se podrían volver obligatorios los mecanismos ciegos de contratación y promoción, así como vigilar el cumplimiento de dichos procesos en la práctica diaria. También podría hacerse obligatorio el establecimiento de tabuladores que igualen el salario por cargas de trabajo y responsabilidades equivalentes. Estos cambios regulatorios, no está de más decirlo, deberían comprender tanto al sector privado como al público. Dado que se trata de cambios de prácticas arraigadas en el quehacer de empresas y del sector público, la vigilancia en el cumplimiento de la ley es imprescindible para evitar que se convierta en letra muerta. Ello necesariamente nos lleva a un escenario en donde se vuelve indispensable fortalecer la capacidad regulatoria y de supervisión del Estado mexicano.

			También hay margen para emprender acciones afirmativas, entendidas como la reservación de un número de espacios o posiciones para los miembros de ciertos grupos sociales definidos por circunstancias personales, como el tono de piel, la adscripción étnica y el género. Si bien no son una solución total al problema, sí deben ser parte de las políticas a considerar por dos razones. Por un lado, se trata de una política compensatoria que busca contrarrestar los efectos de la desigualdad de oportunidades al identificar y garantizar espacios a miembros de grupos sociales cuyas circunstancias los han colocado en desventaja frente al resto de la sociedad; se trata, pues, de una política encaminada a atenuar los efectos de la desigualdad de oportunidades de ayer en la desigualdad de resultados de hoy. La segunda razón, ligada a la primera, radica en que eliminar la importancia de las circunstancias toma tiempo: esperar a que esa transformación ocurra implica exigir un sacrificio a las generaciones presentes de los grupos desaventajados. Las cuotas típicas de una acción afirmativa se presentan como una política relativamente fácil de instrumentar. Eso sí, de adoptarse la ruta de la acción afirmativa, también deberían establecerse indicadores continuos que consideren el avance en el estado de la igualdad de oportunidades para que, tarde o temprano, se pueda eliminar la obligatoriedad de las cuotas. En resumen, si bien consideramos las acciones afirmativas como una política pública valiosa en el presente, el objetivo que debemos plantearnos es que en el futuro dejen de ser necesarias.

			En la actualidad, el vínculo que existe entre el mercado laboral y el sistema de protección social se encuentra en que el tipo de servicios de salud y protección social a los que tiene acceso una persona depende del tipo de empleo que tiene. Ese vínculo entre estatus laboral y acceso a protección social debe romperse. En el México actual, el empleo determina si se tiene acceso al Instituto Mexicano de Seguridad Social (IMSS), al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE), a algún sistema estatal, al sistema privado o, desde hace poco, al IMSS-Bienestar. Dado que los sistemas cuentan con diferente número y diferente calidad de prestaciones, se convierten en un generador de desigualdad de oportunidades. Sabemos, por ejemplo, que quien tiene acceso a la protección del IMSS es menos vulnerable que las personas que no cuentan con un empleo formal. De hecho, el caso de las mujeres con una mayor carga de trabajo por dedicarse a los cuidados es un buen ejemplo de lo anterior. En la medida en que la protección social no cubra a personas con este tipo de cargas, la posibilidad de que se inserten y permanezcan de manera continua en el mercado laboral para tener acceso a este tipo de beneficios resulta menos probable.

			Más allá de este ejemplo sobre las oportunidades para la inserción laboral, también debemos reconocer la importancia de un sistema de protección social para solventar choques negativos a los que toda persona se enfrenta en su día a día, que pueden ir desde algo más o menos común y coyuntural, como la pérdida del empleo, hasta algo más crítico, como una enfermedad crónica, neurodivergencia o incluso un evento, aunque también coyuntural, tan extremo como la pandemia que acabamos de sufrir. Una vez más, en la medida en que haya población que no cuente con el derecho a una protección social de calidad equivalente, el costo de situaciones permanentes o una crisis como las descritas se concentrará más en la población vulnerable, esa que hemos caracterizado en el capítulo anterior.

			Ante esta panorámica, no resulta válido plantear la restricción presupuestal que enfrenta el Estado mexicano como una justificación para no sentar las bases de un sistema que elimine estos problemas. Tampoco hay que ser ingenuos para pensar que construir un sistema de protección social que elimine la segmentación y la estratificación puede hacerse en automático. Para hacerlo, al acuerdo político que conlleva ampliar la base gravable e incrementar los impuestos hay que sumar los retos de diseño y operación técnica que todo esto implica. Dicho lo anterior, si el objetivo es construir una sociedad con igualdad de oportunidades, la obligación de avanzar en lo que ya se encuentra al alcance de las posibilidades del Estado mexicano resulta ineludible. Sobre lo demás, no queda de otra que realizar la tarea política y sentar las bases técnicas para que, con base en un horizonte de planeación bien definido, se avance en la construcción de dicho sistema de protección social.

			Otro ámbito clave para igualar las oportunidades es el educativo. Históricamente se ha considerado que la educación es uno de los instrumentos de política pública con mayor potencial para igualar las oportunidades entre la población. A la vez, nuestros resultados apuntan a que las diferencias en la educación de los padres tienen una influencia importante en los resultados de vida de hijos e hijas. Este aparente contraste es resultado de la existencia de cuellos de botella en ciertas transiciones dentro del sistema educativo nacional, los cuales se deben al desajuste entre la demanda de educación de nivel medio superior y superior, y la oferta pública existente. Cabe recordar que más de 90 por ciento de los niños, niñas y adolescentes que van a la escuela lo hacen en un preescolar, una primaria o una secundaria públicas,10 por lo que la oferta gubernamental en los grados que siguen a la educación básica resulta crucial para garantizar a ese segmento de la población la oportunidad de continuar con sus estudios. El cuello de botella descrito en el capítulo 4 nos indica que la actual oferta pública es insuficiente en los niveles más altos de formación. De igual forma, apunta a la existencia de una diferenciación entre las opciones que ofrece el sector público en términos de calidad.

			Ejemplo de lo anterior son las altas tasas de rechazo en las universidades públicas. El argumento que lo justifica es que las postulantes no han adquirido las capacidades mínimas necesarias para optar por alguna carrera universitaria en una institución pública. Si esto es así, la pregunta es por qué en los niveles educativos anteriores no las adquieren: más que una reprobación individual, el resultado de tantos rechazos debería considerarse como que el sistema educativo mexicano previo al nivel superior está reprobado. Mientras no aceptemos que el sistema educativo tiene fallas severas en la formación del estudiantado, el argumento más fuerte será el de la insuficiencia de plazas para cubrir toda la demanda de espacios en la formación profesional.

			En cualquier caso, al total de rechazos del sistema de educación superior habría que sumarle todos los abandonos previos que evitan que la demanda de plazas resulte todavía mayor. A nadie debe sorprender que en la composición social tanto de los que son rechazados como de los que abandonan antes de aspirar a los estudios profesionales está sobrerrepresentada la población con menores niveles educativos de origen. El cuello de botella al que acabamos de hacer referencia persiste de generación en generación independientemente de que puedan alcanzarse los niveles educativos más altos. De ahí también que la educación de los miembros del hogar de origen resulte tan determinante de la desigualdad de oportunidades. Si la sociedad quiere resolver este problema, más allá de la calidad en la educación superior, hay que enfrentar la necesidad de mejorar e igualar la calidad en los niveles educativos previos. De esta forma, la población con mayor desventaja educativa de origen podrá avanzar y estar en condiciones más equitativas para competir por una plaza en el sistema público de formación profesional. Asimismo, se requiere mayor inversión pública para tener la capacidad de cubrir la demanda de estudios profesionales, la cual sería todavía mayor en caso de que se resolviera el problema de abandono en los niveles educativos previos.

			En cuanto a la importancia de la dimensión territorial en la calidad educativa y la necesidad de realizar un esfuerzo que beneficie más que proporcionalmente a las regiones más desaventajadas, una buena justificación es el efecto diferenciado que la pandemia de covid-19 tuvo sobre el proceso de aprendizaje escolar del estudiantado mexicano. En un trabajo elaborado en conjunto con Luis Felipe López-Calva, realizamos una estimación del costo en aprendizaje que se produjo al establecer, por más de un año escolar en el caso de México, un sistema de educación a distancia.11 Para hacerlo, tomamos en cuenta las diferencias de recursos económicos y educativos de los hogares, así como algunos factores técnicos, por ejemplo, el grado de conectividad de cada una de las cinco regiones en que dividimos el país. A partir de ahí, calculamos que el costo en aprendizaje escolar en la región más afectada puede haber sido de casi el doble que el de la región con el resultado menos adverso, independientemente de que, en cada hogar, en cualquier región, el costo puede haber sido mayor si los alumnos no contaban con recursos propios para minimizar el problema. Ante esta situación, la autoridad educativa tiene la obligación de actuar en consecuencia. Si bien los resultados de la evaluación diagnóstica para el ciclo escolar 2022-2023 realizada por la autoridad educativa no son comparables con las evaluaciones anteriores, permiten tener una idea sobre las brechas de aprendizaje existentes en México.12 En el caso de la habilidad lectora, la evaluación muestra que, a partir del tercer año de primaria y hasta el tercer año de secundaria, entre 70 y 89 por ciento de los estudiantes de cada grado escolar contestó correctamente menos de 60 por ciento de las preguntas de la prueba. Para matemáticas, el panorama es similar: entre 70 y 95 por ciento de los estudiantes de cada grado entre tercero de primaria y tercero de secundaria contestó correctamente menos de 60 por ciento de las preguntas del examen. Si bien no podemos establecer si tales brechas ya existían con esta magnitud antes de la pandemia, o si ésta las agravó, lo cierto es que los datos muestran la necesidad de una política educativa dirigida a cerrarlas, cualquiera que sea su origen.

			En el caso de la matriculación de los estudiantes en el sistema educativo, el dato agregado a escala nacional enmascara una importante heterogeneidad estatal. Mientras que en la Ciudad de México la proporción de estudiantes en edad de ir a la preparatoria que estaban inscritos en ese nivel educativo se incrementó entre el ciclo 2019-2020 y el ciclo 2021-2022 (de 96 a 103 por ciento), en la gran mayoría del país se redujo. En Colima, por ejemplo, pasó de 59 a 47 por ciento, mientras que en Tamaulipas se redujo de 64 a 58 por ciento. Este mismo comportamiento diferenciado por entidad federativa se ve en otros niveles educativos, como primaria y secundaria, si bien con una diferencia importante: en el caso de primaria y secundaria, la cobertura no disminuyó por debajo de 85 por ciento de la población en edad de inscribirse en esos niveles educativos.13 Lo anterior indica dos cosas: primero, que la población en educación básica no experimenta rezago oficial, ya que basta con que alguien se mantenga inscrito para que se considere que avanza en su escolaridad. Y segundo, que, dada la insuficiencia de oferta educativa en niveles superiores, la inserción laboral se muestra como una alternativa más que atractiva, o la única posible, para un segmento importante de la población joven. Esto, en parte, se explica porque en el mercado laboral mexicano no se premian los grados incompletos, es decir, una persona con dos años de carrera, en promedio, gana lo mismo que una persona con preparatoria,14 lo que, ante la falta de opciones, hace que muchos jóvenes prefieran salir del sistema escolar en el momento en que ven sus opciones de avance reducirse drásticamente. En suma, para revertir esta problemática y eliminar la posibilidad de que la desigualdad de oportunidades educativas intensificada durante la pandemia se cristalice en el tiempo, se requieren medidas específicas que, por un lado, reviertan las pérdidas de aprendizaje en todos los niveles escolares y que, por el otro, recuperen, no sólo de manera tradicional, a la población que abandonó la formación posterior al nivel básico.

			La inversión en bienes y servicios públicos que se necesita para que México sea una sociedad con igualdad de oportunidades no es pequeña, mucho menos con los retos añadidos que produjo la pandemia de covid-19. De ahí se sigue la necesidad de revisar nuestro contrato social y hacerlo más demandante, lo cual irremediablemente deriva en otro acuerdo necesario: el del alcance y la sostenibilidad del financiamiento.

			LA ECONOMÍA POLÍTICA DEL FINANCIAMIENTO

			Las restricciones presupuestales del Estado no pueden inducirnos a dejar fuera del esfuerzo de la acción pública algunas dimensiones de las circunstancias que, según hemos identificado, determinan los logros de las personas. Por el contrario, se debe concebir una política pública integral con una escala acorde con dicha restricción presupuestal. De ahí que un objetivo central de una política de igualdad de oportunidades sea identificar las necesidades de esa ampliación presupuestal para que la escala de la política integral sea viable. Si se consideran las necesidades que el país tiene de ampliación y de mejoramiento de calidad en bienes y servicios públicos como los que mencionamos en la sección anterior, se puede entender que construir una sociedad con igualdad de oportunidades no resulta simple, quizá ni siquiera posible, dada la debilidad financiera del Estado mexicano. Para nadie podría resultar sorpresivo lo insuficiente del tamaño presupuestal de nuestro Estado. Sin embargo, es natural que exista una percepción más o menos generalizada, tanto en México como en el resto del mundo, de que los gobiernos no hacen el mejor uso de los recursos disponibles. De ahí que, antes de plantear el problema sobre las necesidades presupuestales para los distintos rubros y sobre su magnitud, vale la pena detenerse a tratar de entender la economía política de las actitudes de la población frente al estado vigente de las desigualdades y las implicaciones que éstas tienen frente a las necesidades de recursos económicos, y en particular de pago de impuestos, que se requieren para su eliminación. En esta sección, más que presentar los cálculos del monto presupuestal necesario para alcanzar los objetivos antes planteados, concentraremos nuestro esfuerzo en describir y establecer los retos a resolver sobre la forma en que en México se concibe el papel del Estado como mecanismo nivelador de oportunidades y la confianza que este agente despierta entre la población como la mejor opción para igualar las oportunidades.

			En un trabajo que uno de nosotros elaboró con colegas de El Colegio de México y el Centro de Estudios Espinosa Yglesias, se realizó una encuesta para averiguar cuáles eran las percepciones de los mexicanos sobre la pobreza, la desigualdad de ingreso y la movilidad social en el país, así como para conocer sus actitudes personales frente al pago de impuestos con el fin de hacer frente a las desigualdades.15 En resumen, los resultados nos dicen lo siguiente: la gente está consciente de la magnitud de estas problemáticas sociales, desea que las desigualdades se reduzcan y cree que a mayores ingresos se deben pagar más impuestos, pero la mayoría cree que ya paga los impuestos que le corresponden.

			Los resultados del estudio nos permiten, por un lado, hacer una lectura del contexto institucional mexicano y, por el otro, establecer la magnitud del reto que el país enfrenta para alcanzar un contrato social que posibilite que la población esté dispuesta a construir y sostener de manera colectiva las condiciones que se requieren para ser una sociedad con igualdad de oportunidades. En cuanto a lo primero, percibimos que, a pesar de que la gente considera que las desigualdades deben reducirse, no cree que el Estado mexicano, y en particular el gobierno, sea un coordinador y ejecutor de esfuerzos muy confiable. Sin importar el nivel de ingresos, la gente encuestada tiende a creer que, sean muchos o pocos los ingresos con los que cuenta, es preferible que ella misma controle su uso para hacer frente a las necesidades y no depender de un tercero, como lo sería una entidad pública. Otra forma de concebir esto es que la gente considera que el bien o el servicio público en cuestión es un complemento para cubrir sus necesidades de inversión o atención. Una tercera es una combinación de las dos anteriores: si los ciudadanos consideran dichos bienes y servicios como prioritarios, estarían dispuestos a repartir su costo entre todos, pero se suele pensar que el gobierno está compuesto por personas que anteponen sus intereses de grupo a los del colectivo y, por lo tanto, no está asegurado el acceso y la calidad de los bienes y servicios prometidos en el discurso público, ni siquiera aquellos garantizados en nuestras leyes.

			Si el problema pasa por la idea de un Estado que sólo puede ofrecer servicios marginales a las necesidades reales de la población, basta con comunicarle a ésta de manera clara que, independientemente de la posición en la escalera social que cada cual ocupe en el origen y en el destino, concentrar los esfuerzos colectivos en la producción de bienes y servicios de calidad provoca lo que en nuestra disciplina se conoce como economías de escala, es decir, beneficios más altos que los que podríamos generar individualmente. Eso sucede incluso para la población que se encuentra en situación de mayor ventaja de ingresos. Ejemplo de ello son la atención médica especializada en un instituto nacional de salud o la posibilidad de estudiar en una universidad pública. Otro más es la oportunidad de vivir en un país que cuente con los instrumentos públicos suficientes para no tener que financiar de forma privada la seguridad frente a la delincuencia.

			Si es cierto que los gobiernos representan grupos de interés que anteponen sus prioridades a las del colectivo, entonces la comunicación no basta para corregir un problema de mala reputación y falta de confianza. En ese caso, tampoco basta con garantizar transparencia en cuanto a la actividad gubernamental, sino que se requiere un ejercicio auténtico y continuo de rendición de cuentas, el cual debe ir acompañado además de toda una variedad de partidos políticos que estén disponibles para que la población, más allá de sentirse representada ideológicamente, cuente con alternativas que conviertan la arena electoral y de gobierno en un verdadero espacio de discusión y competencia sobre cómo hacer más efectiva la construcción de una sociedad con igualdad de oportunidades.

			En nuestro caso, consideramos que ambas ideas han permeado en la sociedad mexicana, pero estamos convencidos de que existe una ruta de deliberación pública que nos permitirá avanzar en la construcción de un sistema político que, ante los ojos de la población, resulte tanto central como confiable para, entonces sí, contar con el apoyo de la opinión pública y de las aportaciones fiscales para garantizar las condiciones necesarias para alcanzar la igualdad de oportunidades. Dicho de otra forma, creemos que, si jugamos en equipo, seremos capaces de remontar el marcador, por más difícil que ello parezca.

		


		
			7. Los retos del futuro ya están aquí: automatización y cambio climático

			En los tres capítulos previos describimos los distintos factores que sostienen la desigualdad de oportunidades que observamos hoy en día en México, así como el papel que puede tener la política pública para cambiar esa realidad y hacer del país una sociedad más igualitaria. Ese reto, que en sí mismo ya era complicado, se ha vuelto más complejo debido a dos procesos que, si bien a inicios del siglo XXI era más frecuente encontrar en las películas distópicas o de ciencia ficción que en la bibliografía científica, ahora forman parte de nuestra cotidianidad. Nos referimos al cambio climático y a la introducción masiva de robots y diversas expresiones de la inteligencia artificial en los lugares de trabajo y otras actividades sociales.

			Ambos son procesos que, con la información con la que contamos actualmente, apuntan a modificar de forma radical la forma en que se organizan las sociedades. En el caso del cambio climático, se trata de una profunda modificación del ecosistema en el que como especie nos hemos desarrollado, lo que implica hacer frente a cambios abruptos en las características de los lugares en que habitamos, así como la recurrencia de los desastres naturales. En el caso de la automatización, se trata de una reconfiguración radical del mercado de trabajo, es decir, del espacio en el que hoy la mayoría de las personas participa para obtener un ingreso que les permita realizar sus proyectos de vida. En consecuencia, se trata de un proceso cuyas ramificaciones van mucho más allá del simple tipo de tareas que una persona pueda realizar.

			Planteados de esta forma, podría parecer que no tiene mucho sentido incorporarlos en una discusión sobre la desigualdad de oportunidades en México. Sin embargo, creemos que lo tiene por varias razones. La primera es que, como mencionamos en el párrafo anterior, se trata de procesos que afectan de forma sustancial múltiples esferas de la vida. Por lo tanto, cualquier discusión sobre el tipo de política pública que se requiere para construir un país con igualdad de oportunidades necesariamente tiene que tomarlos en cuenta. Otra razón es que ambos procesos pueden ser considerados como circunstancias que interactúan con las otras a las que nos referimos en los capítulos anteriores y que, como también ya explicamos, afectan de manera diferenciada a las personas. Un refrán común es que nadie elige el momento histórico en que le tocó nacer, lo que no es sino una forma de decir que la fecha de nuestro nacimiento, con todo lo que ello implica, también es una circunstancia. En ese sentido, haber nacido en los tiempos del cambio climático y de la automatización implica que esa circunstancia ejerce una influencia determinante en nuestros resultados de vida y que, si se quiere romper con su influencia, hay que neutralizarla de alguna manera. Finalmente, una tercera razón es que estos dos procesos también pueden ser entendidos como una “rifa del tigre” de intensidad diversa para una buena proporción de la población mexicana y mundial. Como se mencionó en el capítulo 2, nuestra definición de una sociedad con igualdad de oportunidades implica no sólo que las circunstancias no ejerzan una influencia determinante sobre los resultados de vida, sino que tampoco existan condiciones de pobreza sin importar sus motivos, entre los cuales se incluye la “mala suerte”. Tal como está ocurriendo hasta ahora, tanto la automatización como el cambio climático amenazan con afectar de forma negativa y con intensidad distinta la vida de millones de personas, que no son otras que las que se sacaron esta “rifa del tigre”. Por ello, si queremos mantener las dos condiciones que definen a una sociedad con igualdad de oportunidades —que las circunstancias no ejerzan influencia determinante en la trayectoria de vida y que no haya quien viva en condiciones de pobreza—, tenemos que atender ambos procesos.

			Al igual que en el capítulo anterior, más que una serie de especificaciones detalladas sobre el tipo de política pública a seguir, en este capítulo buscamos proponer un enfoque general y hacer una invitación a reflexionar, desde el enfoque de igualdad de oportunidades, sobre cómo lidiar con estos desafíos.

			EL DESPERTAR DE LAS MÁQUINAS

			Todos los procesos de transformación tecnológica de gran escala que han ocurrido en la historia han sido precedidos de transformaciones en la estructura de los hogares y del tipo de bienes y servicios que se demandan a raíz de esos cambios.1 A su vez, estos procesos han traído consigo cambios radicales en las características y en los tipos de ocupaciones que existen en la economía.2 En este sentido, el actual proceso de incorporación de robots e inteligencia artificial a los procesos productivos no es diferente de otras revoluciones industriales previas. Sin embargo, mientras que en el pasado las innovaciones tecnológicas remplazaban el trabajo manual humano por el trabajo de las máquinas, las actuales innovaciones sustituyen también el trabajo cognitivo. Ello implica que el número de ocupaciones que están en riesgo de desaparecer, o cuando menos de transformarse de forma radical, es mucho mayor que en el pasado. Además, es muy probable que las nuevas ocupaciones surgidas de la introducción de estas nuevas tecnologías tengan características diferentes de las ocupaciones que van a desaparecer.

			Sobre este punto conviene ser más explícitos. Como uno de nosotros detalló anteriormente,3 las inteligencias artificiales y los robots, en general, son mejores que las personas para la realización de cualquier tarea que pueda ser descrita mediante una lista de acciones a repetirse en un orden dado, es decir, mediante un algoritmo. Solía pensarse que las actividades manuales eran las que primordialmente podían ser expresadas de esa forma y la introducción de robots en la manufactura le dio razón a esta forma de pensar. Sin embargo, los avances en robótica y ciencias computacionales han permitido expresar en forma de algoritmos actividades cognitivas como dibujar o escribir, permitiendo entonces que puedan ser realizadas por robots o por modelos como ChatGPT. De ahí que, al contrario de las revoluciones industriales del pasado, esta vez se encuentren en riesgo de ser modificadas muchísimas ocupaciones. Esto no significa desde luego que todos los trabajos pronto serán realizados por máquinas: tanto robots como sistemas de inteligencia artificial siguen sin ser capaces de realizar tareas no repetitivas o aquellas que requieren habilidades socioemocionales, como lo son, por ejemplo, las tareas de cuidado.

			Dicho lo anterior, ¿cuál es la magnitud de la transformación a la que muy probablemente México tendrá que hacer frente en un futuro cercano? Si consideramos sólo los empleos cuyas tareas pueden ser realizadas por un robot o un programa auxiliado por inteligencia artificial, cerca de 65 por ciento de las plazas laborales en México ya podrían ser sustituidas, o estarían cerca de serlo, por máquinas.4 El que exista la tecnología no necesariamente significa que usarla sea rentable. Cuando tomamos eso en consideración, sólo 8 por ciento de los empleos que existen hoy en México estarían en riesgo de ser automatizados,5 cifra que podría hacernos pensar que la amenaza no es tan grave ni tan apremiante, pero en realidad estamos en una carrera contra el tiempo: la razón por la que no es económicamente rentable automatizar tantas ocupaciones es que el nivel de los salarios asociados a ellas es menor que el costo de incorporar robots u otras tecnologías. Pero ese costo, dada la trayectoria que ha seguido el desarrollo tecnológico hasta ahora, sólo disminuirá con el paso del tiempo, por lo que crecerá la cantidad de empleos que podrán ser reemplazados. Esta reducción de empleos existentes no considera la creación de nuevas ocupaciones derivada de las innovaciones, como programadores especializados en inteligencia artificial o ingenieros en robótica. Sin embargo, hay evidencia de que el actual tipo de innovaciones y el ritmo con que se adoptan producirán una reducción neta de empleos.6

			Dado que la mayoría de las personas obtiene su ingreso mediante el trabajo, la reducción en el número de plazas disponibles o la transformación de las habilidades requeridas para ocuparlas representa un reto para garantizar que las personas puedan realizarse en lo que quieran ser y hacer. Además de que se restringirá el acceso a los medios por los cuales la mayoría de la gente obtiene un ingreso para satisfacer sus necesidades y deseos, también se limitará el acceso a un espacio que forma parte importante de la conformación de la identidad personal. El reto de política pública en ese sentido es doble. Por un lado, se trata de atenuar las consecuencias negativas de la posible pérdida de empleo y de ingreso sufrida por una parte de la población; por el otro, la política pública debe estar encaminada a evitar que las pérdidas de empleo sean permanentes para quienes deseen permanecer dentro de la fuerza de trabajo.

			Para alcanzar estos dos objetivos, el primer paso necesario es ganar tiempo y ello requiere que la sociedad se pregunte si el tipo de innovación tecnológica que está ocurriendo es el que desea. Como ya mencionamos, hay evidencia que apunta a que la trayectoria de automatización actual va a desplazar a más trabajadores de los que se podrán reabsorber en otras actividades, sin contar los costos que dicho desplazamiento tendrá en el bienestar de las personas. Este resultado no es algo predeterminado: el progreso tecnológico no es un maná que cae del cielo, sino que es un proceso moldeado por decisiones humanas, desde el ámbito individual hasta el de la política pública. La forma en que se estructuren los incentivos a la innovación y el tipo de innovación que estos favorezcan serán determinantes del lugar al que llegue cada país. Por ejemplo, hay evidencia de que, en el caso de Estados Unidos, los impuestos a la nómina y al trabajo producen incentivos para automatizar cuanto empleo sea posible, lo cual socialmente está lejos de ser una situación óptima, pues implica un desplazamiento de trabajadores incluso cuando las ganancias en eficiencia en los procesos productivos sean mínimas.7 Como han mostrado tanto Paul David como Brian Arthur,8 la adopción de innovaciones tecnológicas puede resultar en rutas de desarrollo que más adelante será casi imposible revertir, por lo que resulta imprescindible hacer una pausa para tomar conciencia sobre si el tipo de desarrollos tecnológicos actuales son los que llevan a un bienestar mayor para la mayoría de la población, particularmente cuando hay indicios de que éste no es el caso.

			Para atenuar los efectos de la transformación de la estructura ocupacional, los servicios públicos y universales como el de protección social descrito en el capítulo anterior permitirán amortiguar los efectos negativos que la destrucción y la transformación de ocupaciones traerán consigo. Garantizar el acceso a dichos sistemas, independientemente de si la persona tiene o no un empleo específico, puede aminorar los efectos de largo plazo de estos choques negativos en el empleo. Con los mismos factores en mente, vale la pena considerar formas de complementar el sistema de protección social con un seguro de desempleo que permita suavizar el efecto sobre el consumo que la posible pérdida de puestos de trabajo traerá consigo en el peor de los escenarios.

			El segundo tipo de intervenciones tiene que encaminarse a dotar, a quienes sean desplazados de sus empleos por la introducción de la inteligencia artificial o los robots, de nuevas habilidades que les permitan reinsertarse en el mercado laboral. La evidencia de los efectos de largo plazo de los choques comerciales nos permite saber que los mecanismos de mercado, por sí solos, no logran reducir las pérdidas sufridas por los trabajadores desplazados.9 Ante esto, una posible intervención son los programas de reentrenamiento enfocados en la adquisición de nuevas habilidades relevantes para nuevos sectores de la economía en los que las personas no habían estado empleadas. Hoy se sabe que estos programas tienen un efecto positivo sobre las trayectorias laborales y de ingresos de los trabajadores afectados por la pérdida de empleo y que dicho efecto perdura en el tiempo. La clave para que tales programas tengan éxito es que se enfoquen en el desarrollo de habilidades generales de las personas, es decir, habilidades como la creatividad y el pensamiento abstracto,10 lo que supone un enfoque opuesto al que muchas veces se propone como forma de enfrentar el reto de la automatización: el desarrollo de habilidades específicas para ciertas industrias, como la programación. Por el contrario, creemos que se requiere intensificar la adquisición de habilidades generales como las que señalamos, pues permiten al trabajador insertarse en el sector que mejor le parezca y que esté presente en su localidad.

			Estos tres tipos de intervenciones le permitirían al país enfrentar de mejor forma el reto que implica transitar por una nueva revolución industrial, en comparación con la situación en la que ahora se encuentra. Históricamente, no atenuar los costos negativos de una revolución industrial respecto de la destrucción de empleos ha traído consigo inestabilidad política y social, así como violencia.11 Nuestro objetivo como sociedad debe ir más allá de evitar la repetición de estas experiencias. Debemos trabajar para que la nueva revolución industrial sea consistente con un escenario de igualdad de oportunidades, en el que las personas tengan la posibilidad de realizarse en lo que deseen ser y hacer, sin verse constreñidas por sus circunstancias de origen.

			EL FUTURO NOS ALCANZÓ: LA REALIDAD DEL CAMBIO CLIMÁTICO

			De acuerdo con la Organización Mundial de Meteorología, julio de 2023 fue el mes con las temperaturas más altas del que se tiene registro histórico.12 A diferencia de otros años en los que hubo ondas de calor en continentes específicos, en esta ocasión la mayor parte del planeta experimentó incrementos sustanciales en la temperatura observada tradicionalmente en julio, además de diferentes desastres naturales. Este incremento es una consecuencia del proceso de cambio climático desatado por la emisión de contaminantes, ligada a la actividad humana, en particular la emisión de gases de efecto invernadero. Lo que alguna vez parecía un futuro lejano ya nos alcanzó.

			La distribución de los efectos del calentamiento global está, en parte, determinada por las circunstancias de las que hemos hablado a lo largo del libro. Así, éstas influyen no solamente sobre la distribución de oportunidades de desarrollo de las personas, sino sobre algo más fundamental: la posibilidad de habitar un lugar cuyas condiciones climáticas, de la temperatura a la precipitación pluvial, sean tolerables, de tal manera que se den las condiciones para ser y hacer lo que las personas se pongan como meta de vida. Un ejemplo típico son las comparaciones de esfuerzo laboral entre poblaciones de distintas regiones. Resulta común escuchar, por ejemplo, que la gente de ciertos lugares trabaja menos horas que la de otros. Sin siquiera discutir con todo detalle si esto es cierto, lo que sí vale la pena recordar siempre, antes de afirmar cualquier cosa, es si las condiciones de trabajo son equivalentes entre las regiones en términos del clima al que cada población está expuesta. Las condiciones de trabajo definitivamente responden a diferencias climáticas extremas. Tómese en cuenta además que, en un lugar con condiciones climáticas extremas, puede existir la posibilidad de que ciertos grupos poblacionales cuenten con infraestructura para hacerla tolerable, pero otros no.

			En ese sentido, la evidencia para Estados Unidos muestra que sus grupos más vulnerables también son los que sufren de una mayor exposición a eventos climáticos extremos, los cuales se harán más frecuentes.13 Si nos concentramos en los eventos de calor extremo y en el ámbito urbano, encontramos el mismo patrón: las poblaciones no blancas y con ingresos por debajo de la línea de pobreza se encuentran más expuestas a “islas de calor” que el resto de la población.14

			La exposición a temperaturas extremas tiene efectos en muchas dimensiones de la vida de una persona. En un artículo para el caso mexicano, Sandra Aguilar Gómez y sus coautores informaron de una relación entre los días de calor extremo y la tasa de morosidad crediticia de las empresas: por cada 10 días de exposición al calor extremo, la tasa de morosidad se incrementa en 0.16 puntos porcentuales.15 Este efecto ocurre primordialmente entre las pequeñas y medianas empresas ligadas a la actividad agrícola, pero en regiones donde hay un número sustancial de trabajadores en este ramo el efecto se expande a otros sectores de la economía regional. El motivo por el cual el efecto predomina entre las pequeñas y medianas empresas es que éstas no cuentan con las tecnologías que les permitan adaptar sus operaciones a estos eventos climáticos extremos. Más allá de lo económico, también hay evidencia de que, cuando ocurren ondas de calor, se incrementan las admisiones en emergencias por enfermedades mentales, así como la incidencia de suicidios en la población.16 De igual forma, para el caso mexicano se ha visto que la exposición más frecuente a ondas de calor durante la niñez está relacionada con una menor estatura.17

			Este tipo de eventos climáticos extremos también afecta el logro educativo de las personas de múltiples formas. En el extremo del termómetro cercano a las temperaturas más frías, se ha detectado que los cierres de escuelas como consecuencia de nevadas inesperadas reducen el rendimiento de los estudiantes en los exámenes semestrales.18 En el otro extremo del espectro, también se ha identificado que los días de calor extremo tienen un efecto negativo sobre la adquisición de conocimiento entre los estudiantes.19 La razón detrás de estos resultados es que, ante este tipo de eventos climáticos extremos, los estudiantes reducen el tiempo que dedican al estudio; el efecto es mayor si se trata de un evento climático al cual no están habituados: cuando en las zonas tradicionalmente frías hay una onda de calor y cuando en las zonas cálidas hay una baja drástica en las temperaturas.20 A estos efectos directos sobre el comportamiento de los estudiantes hay que agregar el de los eventos climáticos extremos sobre las condiciones económicas de sus hogares. Por ejemplo, hay evidencia de que, ante la ocurrencia de eventos climáticos extremos, los ingresos de los hogares dependientes de la producción agrícola caen, lo que propicia que jóvenes en edad de estudiar abandonen la escuela, reduciendo con ello su logro educativo.21

			El efecto más grave de estos eventos, desde luego, es la mortalidad. La evidencia muestra que la letalidad de la exposición a eventos climáticos extremos depende de forma crucial de la capacidad de adaptación de los hogares. Por ejemplo, en regiones donde tradicionalmente no hay días de calor extremo, la tasa de mortalidad asociada a dichos eventos es mayor que en aquellas regiones donde son frecuentes.22 La razón de esta diferencia se encuentra en que los hogares de estas últimas regiones se encuentran mejor adaptados.23

			Estos resultados resaltan que el cambio climático determina una nueva dimensión, mucho más dramática, en las circunstancias de la gente: ahora es relevante contar con la oportunidad de vivir en un sitio con un clima adecuado (o adaptado) para que las personas puedan desarrollarse en su ser y su hacer de forma plena. Una primera área de acción, que exige nuestra atención urgente, es el desarrollo de mecanismos de adaptación a los cambios en el clima de las regiones. Esa adaptación pasa tanto por el ámbito de los hogares como por el de comunidades enteras. En países como Colombia y México,24 la presencia de centros de salud en las comunidades disminuyó la letalidad de los eventos climáticos extremos. Este proceso de adaptación tiene que reconocer las desigualdades en la incidencia del cambio climático, es decir, reconocer cómo las circunstancias de las personas influyen en la exposición a los riesgos y dedicar mayores recursos a los hogares y las regiones más expuestos.

			A partir de ahí, vale la pena preguntarse quiénes son los más expuestos en el caso mexicano. En términos regionales, el riesgo de experimentar episodios de calor extremo es mayor en el sur del país, así como en las costas de la zona norte; la misma incidencia se observa en el caso de los requerimientos de ventilación en interiores; el estrés hídrico y la intensidad de las sequías se concentran primordialmente en el norte y el noroeste del país.25 María Eugenia Ibarrarán, Elizabeth Malone y Antoinette Brenkert estimaron la resiliencia de cada entidad federativa a los efectos del cambio climático con base en datos del año 2000. Dicha resiliencia está en función de los recursos económicos, humanos, cívicos y ambientales de cada estado, así como de su vulnerabilidad en términos de infraestructura, servicios de salud, seguridad alimentaria y ecosistemas.26 Su hallazgo es que los estados del sur son los de menor resiliencia y mayor vulnerabilidad. La suma de todo lo anterior implica que las entidades federativas en donde se proyectan las afectaciones más grandes derivadas del cambio climático son también las que cuentan con menor capacidad de atenuación de dichos efectos. Como discutimos en capítulos previos, los habitantes de esas regiones también son quienes tienen acceso a un menor conjunto de oportunidades, es decir, resultan los más afectados por la desigualdad de oportunidades en el país.

			La evidencia apunta invariablemente a que los hogares de las regiones rurales son los más afectados por los eventos climáticos extremos. Roberto Guerrero Compeán encontró que los habitantes de las zonas rurales experimentan mayores tasas de mortalidad durante episodios de calor extremo que los de zonas urbanas.27 De igual forma, hay evidencia de que en los años en que hubo un mayor número de días de calor extremo se redujo el empleo asalariado y el dedicado a labores no agrícolas.28 A su vez, Eva Arceo Gómez, Danae Hernández Cortés y Alejandro López Feldman identificaron que, durante la sequía que tuvo lugar en México en 2011, los hogares rurales afectados sufrieron un efecto negativo en sus ingresos, lo que provocó que la probabilidad de que cayeran en la pobreza tras ese evento fuese cinco puntos porcentuales mayor que la de los hogares no afectados.29 De forma más general, la evidencia también apunta a que la población de menores ingresos experimenta una mayor tasa de letalidad asociada a los días de frío extremo en el país.30 Esto, sin embargo, no quiere decir que los habitantes de zonas urbanas de México no experimenten efectos negativos de los eventos climáticos extremos. Hay evidencia, por ejemplo, de que en el caso de la Ciudad de México y su zona metropolitana las ondas de calor están asociadas con un incremento en los casos de diarrea aguda31 y en incrementos en la tasa de mortalidad en la ciudad.32

			Con base en esta información, resulta claro que las políticas de adaptación al cambio climático tienen que priorizar las regiones y los grupos que mencionamos en los párrafos anteriores. A su vez, esas intervenciones deben atender la adaptación de los hogares a la nueva situación climática e incrementar la disponibilidad de servicios básicos y médicos. A su vez, deben ir acompañadas de una política de divulgación de la información y de sensibilización sobre los riesgos entre las comunidades que se encuentran más expuestas a los efectos negativos del cambio climático, algo que hasta ahora no ha ocurrido33 y para lo cual se pueden emplear distintos medios de comunicación, sin perder de vista que hay evidencia sobre la mayor efectividad de los medios audiovisuales.34 Estas medidas buscan desvincular el acceso a un entorno con un clima estable de las circunstancias de las personas, compensando en mayor medida a quienes por las características de su entorno están más expuestos a esos efectos negativos. En ese sentido, las políticas de este tipo pueden ser consideradas como cercanas a las de acceso universal de las que hablamos en el capítulo anterior. Como dijimos, esas políticas buscan eliminar las brechas de acceso a distintos bienes y servicios relacionados con las circunstancias de las personas. En este caso, lo que se busca es eliminar la brecha en el acceso a un entorno en donde el clima no represente un impedimento en las elecciones de vida y desarrollo de las personas. En particular, las políticas con ese fin consisten en la transformación del entorno de la gente para reducir su vulnerabilidad a los efectos negativos del cambio climático.

			A este tipo de intervenciones es necesario agregar una serie de políticas reactivas, encaminadas a compensar a las personas afectadas por los efectos del cambio climático cuando éstos ya no pueden ser prevenidos. Ejemplo de ello son los damnificados por un huracán o por una onda de calor. Ese tipo de políticas necesariamente requiere la disponibilidad de recursos financieros para poder realizar dicha compensación. México tenía una experiencia exitosa en ese sentido: el Fideicomiso del Fondo de Desastres Naturales. Hay evidencia robusta de que las localidades que fueron apoyadas por los recursos financieros de ese fondo no sólo experimentaron una recuperación económica más acelerada que aquellas que no lo recibieron,35 sino que esto se tradujo en una reducción del número de víctimas letales por los desastres naturales.36 Independientemente de que puede mejorarse, recuperar un instrumento con estas características resulta fundamental para dotar al Estado mexicano de mayor capacidad de respuesta ante los retos del cambio climático.

			Vale la pena reforzar la idea de que cualquier política de adaptación como la que describimos líneas atrás será insuficiente si no ocurre una disminución sustancial en las emisiones de gases contaminantes. Si analizamos las fuentes de energía que utiliza la sociedad mexicana, lo que se encuentra es que obtiene una mayor proporción de la energía de hidrocarburos que el promedio mundial (85 y 80 por ciento, respectivamente), a la par que hace un uso menor de fuentes de energía renovable del que realiza el mundo en promedio (10 y 14 por ciento, respectivamente). Peor aún, en el caso de México la participación de los combustibles fósiles se incrementó entre 2018 y 2021.37 Revertir esta tendencia con inversiones más audaces en el sector de las energías limpias, así como en mejoras en la eficiencia ecológica de las tecnologías de producción empleadas hoy en día, resulta clave en el futuro cercano.38 Si no lo hacemos, saltaremos a la cancha con el típico gol de vestidor en contra.

		


		
			Epílogo

			Nuestro primer objetivo al escribir este libro era transmitir una idea mucho más completa de lo que significa vivir y competir en condiciones de igualdad, en este caso, de oportunidades. El segundo era presentar y contrastar los argumentos por los que creemos que la igualdad de oportunidades debe ser el principio rector para restablecer nuestro pacto social. El tercero era mostrar que México se encuentra lejos de ser una sociedad en la que las circunstancias de las personas no determinan su trayectoria de vida. A partir de lo anterior, nuestro interés era mostrar que, más allá de la magnitud de la problemática, existe una ruta posible de solución. Idealmente, al llegar a estas páginas habremos logrado persuadirte, atribulado lector, de que es necesario modificar los principios y la estructura de organización de la sociedad mexicana, de tal manera que sea posible transformarla en una sociedad con igualdad de oportunidades y que sea considerada como justa por sus integrantes.

			Avanzar en la construcción de un México así es una tarea más que urgente porque, como lo señalamos en el capítulo 7, hay retos mayúsculos que, si no se enfrentan operativamente desde un enfoque de igualdad de oportunidades, pueden implicar un alto costo social y económico para el país. También nos parece urgente porque, por otro lado, la magnitud de la desigualdad de oportunidades que documentamos en los capítulos 4 y 5 implica asimetrías de poder que amenazan la estabilidad de nuestra joven democracia. Como ya lo hemos discutido en otro momento,1 estas asimetrías permiten a ciertos grupos modificar las instituciones formales e informales a su favor, lo que podría no ser sostenible dentro de un régimen democrático, dado que eso implica negarle a las mayorías la capacidad de decidir sobre las instituciones que hacen funcional la organización de la sociedad.

			La evidencia que presentamos también muestra que la tarea de transformar a México en un país con igualdad de oportunidades que sea justo para todos no será menor. Llevarlo hasta allá requiere dar forma a una exigencia social con fuerza suficiente y que transmita de manera clara la dirección deseada a los encargados de los asuntos públicos, y lograr que los actores clave en el ámbito de la acción privada también hagan suyo dicho enfoque. Actuar en ambos frentes es la única forma en que las instituciones formales, representadas por las instituciones políticas, y las informales, las reglas del juego no escritas que rigen las interacciones sociales, pueden ser transformadas para lograr una sociedad justa en la que todos sus integrantes puedan desarrollarse en aquello que quieren ser y hacer.

			Convertir a México en un país con igualdad de oportunidades redundaría en beneficios para todos los miembros de la sociedad. Esto no implica, ni de lejos, que no haya que enfrentar la oposición de los grupos que se han beneficiado de sus propias circunstancias y de una mayor valoración de su esfuerzo en el marco institucional vigente. Sin embargo, su determinación se sostiene en instituciones de corte extractivo2 que, al beneficiar a unos, restringen las posibilidades de avance en la trayectoria de vida de otros. De ahí la importancia de construir un acuerdo social que ponga en el centro la igualdad de oportunidades, pues eso dotará al Estado de la legitimidad necesaria para realizar las transformaciones que sean necesarias.

			Como apuntamos en los dos capítulos finales, los cambios requeridos necesariamente tienen que ser de corte sistémico si de verdad se busca destrabar el ciclo de persistencia intergeneracional de las desigualdades que hoy se refleja en una baja movilidad social. Pensar en que el énfasis debe darse en intervenciones marginales enfocadas en “empujar” a las personas a actuar de cierta forma, sin que haya un cambio en las instituciones y las estructuras en las que se desarrollan, resulta en esfuerzos con resultados insuficientes para resolver los retos que plantea la desigualdad de oportunidades, más ahora que enfrentamos el costo creciente del cambio climático y la automatización.3

			La evidencia que reseñamos en las páginas previas muestra que las reglas del juego dan una mejor mano a ciertas personas que al resto, simplemente por el hecho de contar con algunas características obtenidas de manera circunstancial. Si lo que se prefiere es un juego distinto, en el que todas las personas cuenten con un reparto justo de las cartas, es necesario cambiar las reglas con que jugamos, ya que con las reglas actuales no basta con enseñar a los participantes a jugar mejor. A eso, a cambiar las instituciones que norman la distribución de recursos y oportunidades en la sociedad mexicana, es a lo que hay que apostar como sociedad.
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    Las decisiones que tomas no responden sólo a tu voluntad sino que reflejan las influencias, sutiles o burdas, del entorno social en que vives: unas veces para evitar la confrontación, otras para no equivocarte, a menudo porque así se consolidan los nexos con gente a la que estimas. La conformidad es la respuesta, más o menos automática, muchas veces inconsciente, con que nos amoldamos a las opiniones de los demás, a sus expectativas y sus preferencias. Cass R. Sunstein expone en este breve ensayo cómo funciona la presión social, por qué los grupos afines son proclives a la polarización, qué tanto pesa la reputación en nuestros actos, de qué forma las figuras de autoridad pueden provocar "cascadas": una suma de decisiones individuales que se reproducen como si respondieran a un designio externo.Este original enfoque puede aplicarse lo mismo a asuntos de poca monta, como qué canción escuchar ahora mismo, o de gran trascendencia, como qué nombre marcar en la boleta electoral. Con una batería analítica que va de la psicología al derecho, de la economía a la comunicación, y ejemplos que abarcan la composición de tribunales y la dinámica de las redes sociales, el autor expone una teoría sencilla y versátil para entender los posibles riesgos de la conformidad y las virtudes de la disidencia. "Esta obra señala los beneficios de la conformidad, a la vez que explora cómo el seguir a la multitud fácilmente puede llevar a las personas por los caminos del extremismo. De gran relevancia, la esclarecedora exposición de Sunstein es una lectura obligada." Booklist "Cass R. Sunstein uno de los pensadores más originales de nuestra época, ofrece aquí una poderosa crítica de la conformidad. De la política al derecho, insta a los lectores a ver el valor de las instituciones que estimulan la diversidad de puntos de vista para así llegar a decisiones más sabias y mejores." Julian Zelizer, Princeton University
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    Capital e ideología

    

    Piketty, Thomas

    9786079876210

    1216 Páginas
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    Toda sociedad necesita justificar sus desigualdades. Sin razones que las presenten como algo aceptable, el edificio político y social se vendría abajo. Desde una perspectiva original —en la que confluyen la óptica del economista y la de quien quiere mejorar la sociedad, el deseo de entreverar múltiples ciencias sociales y de animar el debate público—, Thomas Piketty traza en estas páginas la historia y el destino de los regímenes desigualitarios, desde la Francia prerrevolucionaria y los sistemas esclavistas en América hasta el hipercapitalismo de nuestros días y los Estados poscomunistas con sus frívolos magnates, pasando por el propietarismo decimonónico y el despiadado colonialismo europeo. En ese extenso y detallado recorrido, el autor de El capital en el siglo XXI identifica las promesas incumplidas de la socialdemocracia, las reticencias de los grupos en el poder para emprender reformas tributarias de gran calado y los logros que países como Suecia, la India o Brasil pueden ofrecer como ejemplo para inventar el socialismo participativo que reclaman nuestros tiempos. Erudita y rigurosa, con certeros guiños literarios, esta obra aspira a sentar las bases de una nueva fiscalidad —con impuestos progresivos al ingreso, a la riqueza y al carbono—, una ambiciosa forma de propiedad social y un sincero compromiso con la educación. Capital e ideología no sólo servirá para interpretar el mundo contemporáneo, sino que contribuirá a que lo transformemos. "Los libros de Thomas Piketty son siempre monumentales. Así como El capital en el siglo xxi transformó la forma en que los economistas ven la desigualdad, Capital e ideología transformará la forma en que los politólogos entienden su propio campo." Branko Milanovic, autor de Los que tienen y los que no tienen "Un libro de notable claridad y dinamismo. Luego de aprender la lección de diferentes experiencias históricas, nos enseña que nada es inevitable, que existe una amplia gama de posibilidades entre el hipercapitalismo y los desastres de la experiencia comunista." Esther Duflo, ganadora del Premio Nobel de Economía 2019
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